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El arl. 1; clc 13 lcy adicic~iial A l r i  org5ilic;a tlcl IJocler jii- 
clicial dice quc ((el Fiscal del Tribund Suprcmu, en expusi- 
ción razonada clirigicla al Gobierno de S. M., manii'estark al 
comenzai sño judicinl cl tra~ibii 
(le justic :spaña, las iiis rtan tes 
cpe liaya dado S sus suhorclinnuus y iab r-eiuriiia* L ~ L L ~  en su 
concepto cunviniese Iinccr para el mc,jor ser~~icio)). 

Consultando el que suscribc el método tan necesario 
para liablar ó escribir con clnridacl, Iiállalo sin esfuerzo en 
el sabio prccepto legal c[ue acalla de transcribir. Se ocupa- 
r&, pucs, en dichos tres asiiritos, sin iiibs ~ariación cliic unir 
el tcrccro al primero, por lbgica exigencia clc la exposición, 
forinrinclu capitulo aparte clel scguiido. Rlas como la justicia 
SI componc clc tres elementos, á saber: el clclito, el 
SI y el juicio, se eiiccrrarti este modesto trabajo en 
10b L U I . I I I ~ ~ ~ ~  clc esa división, impucsta por la misina nah~ra- 
lcza de 1; 3. 11  toclo lo ciiaI precedcrk, como f~incla- 
mcnto pi clc esta Memoria, cl anklisis cle la cstaclís- 
ticn crirr 

xs cosa: 
rincipal 
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C A P Í T U T , ~  PRIMERO 

Análisis de los trabajos de los Juzgados y Tribunales 
en el año de 1891. 

Juzgados municipales. 

Sc celel~raron GR.04:3 juicios de faltas, notándose un au- 
iiiei-ito cle 2.500 con relación a1 ano 1890. Terminaron en pri- 
mera instancia 61.905 y fueron apeladas 4.138 sentencias. 

Juzgados de instrucción. 

El núinero  le suiilnrios incoados en lus Juzgados de iiis- 
1i.ucciÓn fué el cle78.233, cifra queacusa un aunlento cie4.621 
~ u i i  referencia al alio anterior, y que, coino natural conse 
~uencia, ha producido notable nuinento en el niiiilero de 10s 
1~ei1tliciites de leri-iiii~ación. Al finalizar el año 1890 eran 
éstos 10.698, y en 31 cle Diciembre de 1891 ascendían á 13.832. 
De ellos queclabail aitn 69,del antiguo procediiniento. 

Aud .erritoriales y de lo criminal. 

Al comenzar el año 1891 esistian pendientes en las 15 Au- 
diencias territoriales y 80 de lo criminal 25.468 causas; in - 
gresnron durante el año, 75.081, y del total de 100.542 se 
despacharon por sentencia, sobreseiiniento total, arcilivo 
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por rcbcldia, inliibición 6 incoinpetencia, 72.662, ([u 
cn 31 de Diciembre de 2891 pendientes 27.887. 

En el nUnlero de juicios orales no se nota diferencia seii- 
sible coinpar61iclolos con los celebrados en el año anterior, 
así como tainpoco aparece en los inodos de su tcrininación. 
De 13.776 juicios celebrados, termiiittron por sentencia con- 
denatoria 9.205, y por absolutorin 4.571, siciiclo 6.007 el  ni^- 
mero de sentencias condenatorias dictadas sin celcbraciún cle 
.juic;io, por conformarse los procesados con la petición fiscal. 

Se han celebi'nclo en el inismo aiío 2.666 juicios por Jura- 
clos, 280 m6s que en el anterior. Las sentencias condc- 
natorias fueron 1.520; las ahsolutorias, por dcclarni. los 
~~ercclictos la inculpabiliclacl de los procesaclos b por esliinar 
la concurrencia de circunstancias eximentes de rcsponsabi- 
lidacl criminal, 672, sobreseyénclose libreiilcntc en 474, por 
retirar la acusación el 'tlinistcrio pfiblico al modificar SUS 

conclusioncs y no mantenerse aquélla por ninguno de los 
asistentes: 994 veredictos Iian sido absolutainente conformes 
con las conclusioncs fiscales, así coino también seis en se- 
gundo Jurado, y si & estas cifras se añaden los 474 sol~rc- 
seiinientos librespor liaber retirado suacusación el Rlinisterio 
pi~blico, resulta un total de 1.474 juicios en que sc Iian apre- 
ciado en toda su integridad las conclusioncs definitivas de 
aqu61. Cnanto ii las restantes seii tencias conclenatoi.ias, 
las clisc~rclaiicias entre los veredictos y las conclusioncs íis- 
cales, lian consisticlo principalrilentc en l a  aprcciacibn por 
aqii&llos de la concurrencia cle circunstancias atenuantes ó 
por estimar los heclios como delitos distintos de los calilica- 
dos por el Fiscal. Esta í~ltiina clivergencia, que á primera 
vista pudiera afectar al prestigio del Ministerio pí~blico, y 
clrie íiltiinamente se Iia manifestado en 101 casos, ticne 
explicación sencillísima en la tendencia del Jurado, especial- 
mente en los clelitos llamados de sangre, comprendidos en 
el tít. VI11 del Cócligo penal, á considerar como iinpruclencia 
temeraria el hecho punible perseguido. 
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De los 2.666 delitos en qiie 113 conocido el Juraclo, 107 
Iian sido de  asesinato, 790 de Iioinicidio, 180 tlc violación y 
nbiisos deshonestos, 955 cle robo, 112 de incendio y 163 [le 
ilnpriicleiicia punible. 

Los totales de testigos, inédicos y peritos cluc intervi- 
?ron en los juicios orales y por Jiirados, son, rcgpectiva- 
ente, 81.693, 2.971 y 1.936, hal->iendo asCcnclido las incleni- 

,,,cienes satisfeclias á la canticlacl de 389.054,07 pesetas. Los 
JLI nclemnizaclos fueron 63.322 y sus incleinnizacionrs 
as on en total á 502.409,56 pesetas. 

De los 37.513 sobreseirnientos totaIes clictaclos (1.997 mtís 
que en el niio 1890), 15.354 han sido libres y 22.159 provisio- . 
nnles. Entre los primeros figuran 13.900 por no ser el Iiecl~o 
de autos constitutivo cle delito, 500 por estar exentos de res- 
ponsabiliclacl criminal los procesaclos, 117 por fallecimiento 
clc éstos, 83 por haber recaido indultos generales ó amnistía, 
y 170 por perclón cle la parte ofendida ó clesistimiento clc la 
c~ucrclla. De los segundos se han clictaclo 11.790 por no re- 
sultar jiistificada la perpetración del delito, y 10.369 por no 
cxistir niotivns suficientes para acusar 5 delerininada 1x31.- 
SO"^ 

lue  dieron Iiigar A procerli- 
117 causas $erminaclas por sen- 
tencia cn e! año 1891, fué de  22.912, con 32.742 procesados, 
de los cualcs fiieron absueltos 10.343, conclenaclos á penas 
ar1ictir.a~ 1 .O48 y á cnrrsccionales, 21.353. 

tal de ( 
d i e n t e  



QUINQUENIO D E  1857-91 

Delitos de que han conocido los Tribunales de Derecho y el Jurado. 

Procesados condenados. 

Total de delitos . . . . . . . . . . 
Correnpondien t e s  a1 titu- 

lo V1II . . . . . . . . . . . . . . . 
Ideni nl X I I I .  . .. . . .. . . . . 

Penas aflicfivas impuestas. 

A Ñ O S  

-Total de condenados ... .. . . 
De ellos lo han sido por dc- 

litos del tit. VIlJ. . . . . . 
Idemdeltit.X111... .  ... 

Penas correccionales impuestas. 

. . 

22.912 

8.911 
9.980 

- 88; 8 T  

23.364 

l .  
10.540 

Total de aflictivus.. . . . . . . . 
De ellas lo Iiun sido por de- 

litos del t.it. VI11 . . . . . . . 
Idem id. del tit. SI11 . . . . . 

24.260 25.751 

8.257 9.!)85 
!) 953 1 10.499 

I 

22.3911 

8.498 
ll.li30 

P5.29(i 

!).806 
11.508 

TQrmino medio anual de delitos perscgiidos en cl qiiinqiienio.. 24.003 
Idem id.,ld. de condcnndos en id.. . . . . . . .,. . . . . . . . . . . . . . . . . 23.432 
Idem id. id. de penas aflictivas impnestns en íd.. . . . . . . . . . . . . . 1.264 
Idem íd. id. de id. correccionrle~ impnestas en id.. . . . . . . . . . . . 22.169 
Idem id. id. de íd. nflictivas correspondientes al tit. VIII .  . . . . 763 
Idem íd. íd. de id. nflicti~as correspondientes al tít. SIII. . . . . 244 

------ 
24.455 -22.639 

!).S68 8.721 
1Il.165 9.534 

23 965 

9.159 
11.091 

Total de correccionales . . . . 
De ellas lo han sido por de- 

litos del tit. TTIII..  . . . . . 
Idem id. del SIII.. . . . . . . . 

22.138 

8.517 
10.457 

1.261 

755 
248 

1.049 

634 
209 

1.483 

968 
238 

21.881 

S220 
1 . 1 :  

1.048 

631 
2&1 

1.478 

901; 
286 

21.351 

7.866 
10.788 

21.089 

7.883 
10.248 

23.818 

8.000 
11.?22 

22.704 

8.404 
10.843 





Pena uestas. 

En estas cifras estún comprendiclns las sentoncins de Ultrnmni. LOS rc 
tantes dntos estndisticos iio se refieren m58 qiie :i In Pcniiisiila 6 i s ln~  ndj 
centes. 

Consideraciones sobre l a  estadistica, e impunidad 
de algunos delitos. 

Ano 1887 .................... 
.................... - les8 .................... - 1869 

- lS!)O .................... 
.................... - 1801 

Eii el niio judicinl: do 1.' de 
,Jiilio de lS9l R 80 de Jiinio .................. de 1892.. 

Uii digno Fiscal del Trihunal S ~ ~ p r e i ~ i o  dcdic0 buci 
parte de ws Rlenlorias a1 Juicio crítico de la estadística ci 
minal; 6 hízolo con huen consejo, porclue, aparte de sii ca- 
rácter sociológico y filosófico, tiene esla materia íntinla re- 
lación con nuestro asunto, por referirse el nUiilero y calid?.' 
de los delitos A la organización y coii-ipctencia dc los Trib 
nnles. 

Bien clue ni la estaclística ~ncncionada ni el Cócligo pen 
sean el íinico criterio para juzgar de la moralidad clc iin pu 
Ido, porque dejan f~iera cle su cuenta casi toclo el orden in 
ral, m sirve?lescle luego para conocer su estado social, 
sea cl grado cle cultura, laboriosiclacl y ecliicación pública I 

los ciuclndanos. 
Aliora Iiien: estos clatos json favorables O acl~crsos 5 

moral í. ilustración de nuestro Puel~Io? Supiiestas la flac~ue 
humana y las c , i r c~ns ta i~~ias  I~istóricas, in~posiblc cs conles- 

ASESINATO PARRlGlOlO ---- -- 
Sontoii- 

rina. 
-- 

13 
:< 
5 

1:: 
10 

17 

So?teu- 
cins. - 

3 
6 
1 
3 
1 

2 

RObu i nunibiill0 -- 
Conde- 
iinüos - 

18 
5 
7 
22 
13 

22 

Coiido- 
iiailos. 

3 
5 
1 
4 
1 

3 

Seiitcii- 
ctss. - 

8 
4 
ü 

1.1 
10 

10 

Conrle 
iindoq. 
- 

9 
10 
20 
2fi 
1-1. 
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tar 5 esta pregunta; sólo nos es clado, estableciendo la com- 
paración con anos anteriores, averiguar si el nivel inoral 
subc ó baja; y esto teniendo en cuenta, si el número de deli- 
tos aunien ta, lo cjue aumente tanibién la cifra de la población. 

Del es t~~dio  cle 10s estados anteriores resulta que, com- 
parado con el anterior el año últiino, hubo en él auinento 

rable cIetraba.jo en IosTribunales, demostrando éstos 
l,~is~bl~lente su celo y activiclacl; pero nacla más. No de otro 
inoclo se explica el núinero mayor cle s i i i~  S 

de cIue conocieron los Juzgados y las Audieritiiüb, e 
por eso auinentara. la verdadera criminalidad. En efecto, 
descontados los sobreseirnientos, inliibiciones 6 incompeten- 
cias, esa labor, tan grancle como meritoria, reviste princi- 
palmente carhctcr de investigaclora, porque el total cle 
delitos cuyo procecliiniento terminó por sentencia, f i~é  
de 22.912, poco inás c 1890, y o 

le1 iiltimo quin 
nlta también, ~ L L I I ~ L L ~  á pritnerü, vlb l i i~  l ~ a r e ~ ~ a  para- 

doja, cjue la  ida nacional se Iia inostraclo más viva 6 intensa 
y amante (le los f~ieros del indivicluo, pues así coino esa in- 
tcnsidncl cleterniina virtucles, también procluce delitos, y 
desde luego colisioiies de clereclios de poca monta, coino las 
faltas y las apariencias cle lilayores transgresiones clue or- 
cli~lnriameiite legitima seseimicnto; todo lo ci 'S 

sino el coinbate por el 10. 

lo clenif~s, bast* c,~*a~rl. la vista por el segunclo de di- 
ara cleclucir que en Espaíía decrece la crimi- 

naliclacl - _ _  - 2  luego, el níimero cle delitos es inuy inferior 
a1 (le1 aiío 1887, primero de la estarlistica anterior, bajando 
notal~lemeritc el de los coinetidos contra las personas, que 
incluclablcmentc cntraiían gra~edacl mayor. De la cifra cle 
condenaclos y penas aflictivns, lo inismo puede decirse; y en 
cuanto 5, las correccionnles, sobre ser nienos tainbién las 

cl titulo VI11 del Cócli al, resuItan clis- 
3 reí'erc XIII, nsivo de 10s de- 

a 
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enio an 

1 ciicsta 
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tractas, 
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3 españ 
1 ellas : 
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or otra 
iíos 1st 

,entra 1; uinenta parte, la 
ialidad 1 e ve, ci 17 y 2888, 

ciescendienclo en ius Lres si~uiciltes. uara, I I L I ~ C ~ ~ L . .  sin clud- 
el termino n~ctlio del 
clelitos. 

Vista, pues, la escasa cli~ccreiicia que cstos datos acus 
en coiilrn del iiltiii~o niio, ti causa clo In difercnci:~ clesfa~oi 
ble ciiii rclacióii al cle 1890, y teniendo cn cucnta cl nuiilen.., 
rle la población, asi coiiio la iniciatiya y presteza, cacla clia 
niayores, clc los .Jiieces y Fiscales, podemos convenir en In 

ncia cle iiii estaclo jiiriclico moral estacionario, con tc 
i 6 mejorar. Pero esto, evidenteniente, es un progres 

L ~ L ~ ~  los pueblos suelen baiar con ra~ idez  la pendiente ua 
Ia decadencia , fatigosa clel pc 
feccionan~ienf 

Viniendo á In. clasiiicacioii a e  creiicos, sin extraiíezn clc 
consignarse Ia clesproporción eiioriiic que existe entre I 
realiznclos contra las personas y contra la propiedad, y tbcl 
los clem6s conteniclos en el libro segundo clel Cócligo pen 
pero, en cambio, debemos lamentarnos cle1 nUmero consic 
rable de los primeros. Los co~~ie t ic l~s  de manera direc 
contra las personas r: 1, 5 los cualcs bien p 
dirse l .a52 atentaclos ,os, etc., contra la ~ l u  
sus agentes; porque, sin cluda, lo! ,oles, a1 
esas personas, más consicleran e1 31 homl 
f~incionario; que si tan fácilmente nuestro entencliinien~u 
familiariza con Itis ideas abs en cambio, lo inclividt 
lista é independiente cle nuc trjcter apenas nos clc 
Ter el concepto de la ilutoric~ac~ representado en un seiy 
jante iiiiestro. Afortunadamente, las nue\-e décimas par1 
son lesiones y disparo cle armas cle fuego, los cztales su] 
nen, siii embargo, una falta de cultura y su: 
costumbres dignas de Ianientación. Otras causa 
clelitos alegan alnunos Fiscales que son más de IL1iI1lGlll 

todavía, porq efiereii á deficiencias del Código per 
I 

uede af 
itoridacl 

n.idad 
s de est 
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1 e- 
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pongan 
~mbién, 
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e &te, de las Ie Sanidad y de las 
les. Dichas ca~i: el uso de armas 

liainacias ~ ~ U I I I J J I C L ~ ~ ,  así blancas con~u ue luego, y el abuso 
clc las bebidas alcohólicas. 

Suprimicl, en efecto, el LISO y el abuso de ellas, y se redu- 
cirá, clt 3, en cantidacl extraordinaria el número de 
clelincu de víctimas y de huérfanos; porclue la navaja 
11 el,alcoiioi son causas (le ci~iininaliclacl constantes 

I 
y como esteriias y forzadoras de la ~oluntacl delincuente; 
e 

¿por qué entonces no atenuar su influjo, ya que no sea dable 
eslirpai.las por complelo? Iinposible es, clados los principios 
económicos y el concepto moderno del Estado, impedir que 
las tabernas se multiplic~uen en proporción alarmante; que 

y fragüen tocla suerte de delitos, y 
iomentándose la Iiolganza y el despil- 

Sarro clo LLII J U ~ I I ¿ G I  iiisuficiente, coinienca la eclucaciUii de los 
criminales, que clcspués suele teriniiiarrse en la carcel O en 
cl pi3esiclio; pero todavía es más imposible negar clue eii. esta 
~iiaterii incipios econGmicos y sociales se Iiallan en 
aliiesta ón con la moral p con la feliciclad pública. 

3, los pr 
oposici 

van ha 
lito l l e ~ ~  
. -. .- - - . 

Comercio de mala fe. 

o distinto de bstc cs In rcnta de bebidas fabricaclas con 
es inclustriales y rlei-riris sul~stancias nocivas por igual 

ai ciiorpo y al espíritu. Permitiéndolas el Estado y el Munici- 
ntraen gravísima responsabiliclad, porclue sobre no 
el cuinplimiento cle las leyes, autorizan la estala pro- 

pia clel conlercio de mala fe. 
io frecuente es esta clase de coiilercio de nuestra so- 

cietlacl: mídanse en él la estafa y el engaño de manera tal, 
;nables; y si bien á las veces 
astigo, ineriilanclo primero el 

l;L.aciibu I I I U ~ ~ ~ I I L I I  y ciespnes el capital, de ordinario, la iin- 
puniclad le otorga una especie de prescripción. Los higie- 
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nistas truenan frecuentemente contra la falsificació 
teración clc los aliinentos, sieinpre coinprobada en los ~aruic 

iles análisis que de ellos hace la Autoridacl; 1 
parecen convertidos en letra inuerta los arti 

y el num. 3." clel 548 del Código penal. 
o si en esto pu ~ b e r  exageración, no la hay, s 
:n denunciar u que el Fiscal del Tribunal Si 
no vacila en ca egoisiiii 
1 avaricia y ~ L I I  raña: ir .* 

i-GIICIU á, la venta fra~iu~ti~i~cct  ut;~ ~J.w. LLC ULLG ~ ~ 1 1  vict~lil: 
á diario las clases acomodaclas y 1, 3s. Igual 
es para toclas la injusticia de este hi ia apelli- 
clame cl8sic0, pero iio les afecta en la nlrsina mec~ida. En '- 
mesa clel rico el pan cs artíciilo Iiarto secun;layio, al ~ a :  
que en la del pobre siiele ser el único y 5, veces escaso mal 
jar con que repone su f~ierza n~usc~iIai-, ~7incuIacla en rucio 
trabajo 5 la existencia cle su familia y tariibién A la vida de la 
Nación. Que el jornalero coma poco porque gana poco, ea 

antiguo que la L generosa se afana en extirp: 
iiclo; pero que ( )co y con frecuencia malo, po, 

que le defraudan en el contrato in&s necesa 
de la vicla, es una cosa que carece (le nombi 
clac1 municipal no alcanza á corregir este vicio, acnile con 1 

el Estado mediante una inspección y coinprobación de todc 
los instantes, tan tenaz y persistente como, por tradición, 1 
es este delito, y que se incluya en el Código penal una figiii 
especial clel nlismo, in~poniénclole pena screra; quc Iiarto 1 
merece quien comercia con la salud clel pobre 6 clel neccs 
taclo. Al Fiscal del Tribunal E 1 no l e  es clacl( LS 

allá; orclinariainente sus su .dos no puede 11 
asunto ejercer por propia iiiiciati~-a 1a acción pública, porque 
la gestión para clescubrir estos cleli'tos pertenece poy SII ir 
clole especial á la Autoriclad aclministrativa, la cual debe 1 
mitarse d denunciarle abstenit 
garlos con la pena bal S: 

r,  sin en 
'culos 31 
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1 menos grave es la iiilpuniclacl en que siempre quccla 
llljlito de cluelo. Nótuse, hace algún tiempo, en cierta 

iinión pública, un extravío merececlor 'ha 
do la espalda á los principios con clu ón 

wlsLIaIltL U U I I S ~ ~ U ~ Ó  reproducir en ese hecho mons~ruusu la 
malicia g clelincuencia de que llegó á despojarlo la barbarie; 
aclmitienclo, por consiguiente, las clases elevadas, antiguas y 

ideas sobre la vicla, sobre la justicia, sobre la honra y 
el vaIor personal; siguienclo en esto el ejemplo funesto 

que nos cla una Nación vecina, parece que vamos á retro- 
cecler á los ti en que, impotente el Estado para garan- 
tizar la vida I iiidadanos, llevaban éstos la espacla al 

complemento ,ersonaliclarl civil: de tal 
uelos se provoc ~bstancian y se verifican 

;a y solemnemente al MUI II~: la mocla ú opinión pithli- 
ca, que finge ó abulta las ofensas, educa ii los cluelistas, oblí- 
galos, si vacilan, ii insistir en su propósito criminal, y no 
descansa hasta poner las armas en sus manos; toclo esto A 
reserva cle horrorizarse clespués púclicamente si algiin due- 
lista piercle la uicla, cle señalar con el cleclo al homicida ;y aun 

otestar contra su hazaíía con aparatosas exequias. La 
ta teoría que establece la fuerza bruta y el azar como 

~r~bürio de los clerechos. va siendo cada día más exaltada, 
tiene sus apologista: teratura, y se oye hablar sin em- 
pacho de Código y l 1 de honor, como si se tratara de 

itiguos torneos y no hubieran pasado tantos siglos y 
verdacl y tanta justicia sobre aquellas bárbaras COS- 

vu.,..~res. 
Toclo esto es por extremo lamentable; pero niucho más 

lo es que el descamino de la opinión haya sofocado la inicia- 
y energía de la ~usticia social para prevenir ó castigar 
elo, convirtiendo así en letra muerta los artículos del 



Código sancionaclor y rtbandoiiniido la tulola jurídica clc los 
ciudadanos. La estaclistica sólo registra lino cle esta clase 
de clelitos en el últiiiio quinc~uenio. Esta tolerancia, con 
nsoinos dc coinplicidad cldl Estado, no debe conlinu ar : A 
sus ojos, la diferencia que rancias ideas de categorias so- 
ciales introclojeron en el combate personal, debc tainbiCii 
desapareccr, estableciéndose la igualdad entrc la i~a~raj~z y 
el florete, piiesto que en lucha singular, frente á Jrcntc, y 
con igual esfuerzo, cabc cometer 
criminal liomicidio . 

Pero idóncle es[&, se dir,?., seniejante 
ventura cl Códigu penal Iinbla de categol 
entre doliiiciicntc y delincoente? No; 
sabc qiie a1 cliiclo sólo acuclen las 
tinguidns pur su mejor educacióii y 
proveclio y ~enta,ja se ha creado la 
~ilegiaclo, al cual se trata, por decirlo asi, con ~crclaclcro 
inimo, im~ioniénclolc pena menor que al homiciclio, no ohs- 
tante hallarse en él sobradaineiite cleinostracla la agrararitc 
de premeditación, y liasta ~onsag~aric11.1 esa absurda institu- 
ción social al rccoiiocer y reglamentar el oficio cle padrino 
(articulas 4/16 y 447 del Código penal). En tretanlo, riacla se 
habla en el Ccidigo del desafio, tan frecucnte en los barriuk 
I)+jok cle nuestras graneles poblaciones, en el cual píiblica- 
mente, sin premeditación y con frecuencia ante testigos c~uc 
ejercen su paclrinazgo generoso para impeclir una catBstrofc, 
se verifica entre dos personas un co~nbatc á niueite, sin tre- 
gua ni piedad, mas tainbién sin alevosía. Y hace bien el Có- 
digo en no reconocer este duelo cle iníinia clase 6 de menor 
cuantía, coino lc llanlarli quiz,?. el Código del honor: rec~lmeiltc 
de r~hi no puede resultar sino u11 lioiiiiciclio con cir~unstancia~ 
~niis G menos atcnuanlcs; inas Lpor (1116~e ha escrito enton- 
ces el capit-ulu IX, titulo VIII, libro 2." dc la ley cl.iiiiinnl? ~Qi i é  
puede á su vez resultar de él sino lín liomicidio tnmbi6n, pero 
con circunstancias niás 15 inenos agravantes? Ahí estk la des- 





parte clc nsa cle- 
. -  . 

cia el prinlero de todos ellos, que es el individual, oien- 
dicndo b las personas, unas seces en su honra, otras cn su 
prestigio ó dignidad, con gran desenfado y varieclacl clc 
formas agresi~as, en las c~iales, si no se enc~~cntra  siem- 
pre el delito, Iiállase en cambio la desconsicleraci0n, el in- 
sulto ó el desclCn, m68 ó menos velados, pero sicinpre mor- 
tificante~. El Ministerio Fiscal no iiitervienc en tales asuntos, 
que la ley entrega b la iniciativa dc los interesados; pero 6s- 
tori, ó clescleñan al perióclico, Ó temen granjearse su inquina, 
ó les arreclra lo eno,joso y á veces estéril del proceso crimi- 
nal, en cnyos casos devoran en silencio las ofensas, si no 
acuden al cxpecliente dcl clnclo; es decir, la inipu~iidnd para 
el periódico, la injusticia para el ciudadano, y li veces el 
reato cle un clelito mayor. 

Fuera cleI orclen individual, cierta : la Pre 
linc~ue con tanta fl-ecuencia como atre~iniiento. La Religión 
del Estado, la Atitoriclacl en toclas sus forinas y nianiicsta- 
ciones, la inoral y aun el inismo puclor, son victiinas 3 cada 
paso cle ataques criminales y vergonzosos; y en ci 
otro orclen de cosas, fbcil sería encontrar en In in 
de una noticia, lo es,ageraclo de un dato, lo atrevido ua LLII¿G 

hipótesis ó el desarrollo de una teoría, claíío positivo y legal- 
niente punible para e1 crCclito económico de la Nación, para 
la disciplina cle sus EjCrcitos, para el honor de siis hlagis- 
traturas, para el prestigio de su Diploinacia y para sus rela- 
ciones internacionales. Resulta, pues, cle la labor nccesariti 
é importantisima de la Prensa la fi-ecuente comisión de de- 
litos, no .menos graves y daiiosos á los intereses públicos 
porque la responsabiliclacl de sus autores se halle á T-eces 
~ n á s  ó menos atenuacla por circuiistancias especiales, como 
los interéses de partido ó la falta de madurez y reflexión 
con que se cscribe cle ordinario. 

De otro lacio, en cuanto el incuinpiimiento de un deber 
legal es excusable, excusaclos se hallan en esta parte cle su 
tarea los encargados de administrar la justicia; porque va 

~ a n t o  á 
vención 

-1- 



clcrai~closc cle todos, con relación á la Prensa, una toIe- 
cia exagei-ada, cuya conveniencia no cliscuto, pero que 
duda es ilegal, la cual pesa sol~re Magistrados y Fiscales 
in sobre los inismos interesaclos en la deniincia, emba- 
tnclo su acciOn y convirtienclo en desmayo su energía 

l i c b i n  clefencler el Derccho. Por otra parte, la fácil hahiliclacl 
tlcl escritor para clesleir en formas correctas cl concepto 
ofensivo y clcsfigurai~lo, sin que por ello piercla su malicia, 
y los recursos que esto inismo presta B su clcfensa en cl 
jiiicio, 11ncen 11ai-to difícil la definición de cstos delitos. No 
sc opone inenos h su castigo la aurcola clc cultura y cligni- 
clnd social que casi siempre rodea al escritor, sacándolo 
fuera clc la categoría de los delincuentes, por clecirlo así, 

clerecho .coiniin. AdemAs, favorece sobremanera 5 esta 
unidad 1a generalización vulgar, y por lo mismo frecuen- 
na, que atribixye á la política toclo c~ianto se escribe en 
perióclico; de cloncle resulta el convertir en políticos, con 
ts SUS atenuaciones y privilegios, verdaderos clelitos co- 

munes, pUblicos y privados. 
4 decir verdad, la índoIe de los delitos de imprenta se 
ipaclece inal con el sistema penal cle n~iestro Código. 
ún bste, Iw intención del agente, el daño punible y la 
a merccicla son cosas correlativas y enlazaclas con el 

~r-n-,iilo de proporcionaliclacl; sobre toclo, el graclo cle la pena 
L siempre en armonía con el cle la perversión clel acu- 
o. Peyo csta ecuación entre lo subjetivo y lo objetivo no 
;te en 10s delitos de imprenta, 6 mejor dicho, es irnposi- 
de apreciar, ya porcjue el ofendiclo es un sér abstracto, 

lit socieclacl civil, ya también porque el mal juríclico cansaclo 
por la Prensa necesita, para volverse clelito definido ó indivi- 
dualizado, el espacio de tiempo y la serie de transformaciones 
que sufren las ideas para convertirse en actos liun.ianos, vir- 
tuosus ó punibles; lo cual borra la huella de la relación entre 
esas transgresiones y su autor, y anula e11 el orden exter- 
no su responsabilidad, por kl ta  cle medios para exigírsela, 
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bcos articiilos de periódico en que se ataque el pudor, la 
digión, la propiedacl, la faniilia, la autoridad, prodiicen 
oiediataineiite, con el escándalo, la indisciplina y la licen- 
t, inbs perjudiciales á la sociedad que uno ó varios asesi- 
 tos. AdciiiAs engendran, para iiiostrarse clespués, hoini- 

'ciclios, robos, violación, rebeliones, etc.; mas en el primer 
caso, el ind juriclico, aparte clc la mera infi.acción legal, cs 
intangible, inapreciable y apenas conmueve la conciencia 
pública; y en el s , b pesar de lo del delito jr lo 
positivo clel daño I señalar cl n e ~  los une con el 
ya tan reinoto aitwr ~ t ; l  artículo? Y ~ ~ I I L ~ L L G  =S8 relación se 
encontrara, siendo dable pesar y medir el esi 
por el hecho piinil)le, ¿estaba todo él calculac 
cluerido, tal cud lo mostró la realidad, por el publicista cle- 
lincuente? ¿Cómo imponerle una pena justa y adecuada? 
Por este ó por el otro camino, siempre se llega acpi á la 
iinpuiiidacl absoluta ó relatiya. Todo lo ciial tira á demostrar 
que los delitos públicos dc imprenta no encajan en el sis- 
te uestro Código, y, por consiguiente, que convendria 
U[ m un criterio de penalidad adecuaclo á su especial 
n t t~u~d ie~a .  No es esto indicar, miicho iilenos peclir, la cen- 
sura previa, con la cual la libertacl de la Prenf 
des peligros: es sólo exponer las dificultacles c 

Sirva también lo expiiesto para excusar la tole1 aiiu 

según se ha diclio antes 
biinales y los Fiscales. 

El otro vicio de la prensa periódica consiste en no poner 
siempre en armonia su palabra con su pensamiento. Dijera 
siempre la verdad, y no Iiabría quien, no aclulánclola por 
cierto, espera su ruina de su propio clesprcstigin Pero csto 
se refiere A la moral, y el que suscribe no debe salir, en 
esta sazón, de la esfera clel Der 

Acaso lo cliclio alcance á expl 
PllIeniorias de casi todos los Fisodiea LLU que los delitos de 
iniprenta, por caso raro, mere Juraclc 

, guarcl 

echo. 
icar el l- 
..,.l-m -1 

cierto 
:o que 1 
,-,-rx.r, n 

trago ci 
lo, peni 

ia corre 
le1 asiir 
.la-..-,.: 

ución 1c 

en las 

cto de. 



c ~ i l ~  
lam 
r l n  ' 

p al'; 
csie 
VB. 

ciór 
juril 

tien 
den 
llelv ..-. 
otrc 

;iUn aiit 
itn; por 

ar. El 
a en la 

" , *  

s delito: 
:leber s 

1. Algu 
con el 

5, sin al 
in preo 

)abilidAc no.cco estos dignos funcionarios sc han 
entaclo que suscribe, en el seno de la amistad, 
lo ingraln y ocasionada á desprestigio que resulta su 

,e el Jurado en los juicios sobre delitos cle im- 
que realmente clescorazonn la sisteinQtica pretc- 

jn clel criterio fiscal cuonclo alega el quebrantamiento 
lente de la ley. 
;en como quiera, semejante cstaclo juriclico no debc con- 

exponente se a1,stiene cle proponer reforma nl- 
ley, porque no lo juzga necesario: lo que importa 

~nservarla. Muy alta y podcrosa es In institución cle la 
nsa; mas por lo mismo clebe, como todos, y aun más que 
)S, oiiinplir sus dcbcres juriclicos: ndembs, c~uc por encima 

cLe c . inmensa altura oolocndos, clcmandando 
res1 i, el Estado y la Nación espaiíola. 

LALIU, IJUL I ~ C U L L ~ ,  á todos 10s Fiscales la perscc~~ción dc 
esto ~resuramientos ni clesmayos. Cuinplan con 
su ( icupnrse cle los vereclictos, como 11u sca 

a respetnvlos. Importa a la Icy y á Ia socieclacl que no 
,ta la extraña categoría de delinciientcs privilegiados, y 
es algo, para que no c~ueden impunes, una acusación 
al justa 

1 breve] 
clica cle . . -. - - - . .. 

Aunque no se I,,L,L, d la impunidacl, debo Ilnccr men- 
: delito: 1 en la vida 
iinovidc tmente á la 

tiuiiijiuritii* ~ J L ~ J J I I ~ ~ ~ L  y 1 ~ r ~ u t i ~ y ~ c t o  tí tonuv lun Gobiernos: 
lo dc los petnrclos y cleniás máquinas esplosivas quc 
n ciertos crinlinales. h o  es mi propósilo analizar ni con- 
nr esc delilo srrpremo; que Iinrto lo analizaron y con- 
aroii ya boclas las lenguas de la opinión: sólo intento, 
aclo cle un sentiinienlo patriótico, comparar con las de 

1 honradez y virtucles clel Pueblo 

clase dt 
ha COI 
-. . - - -1 
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;panal, cuanto la suficiencia cle nuestras ley nergia 
3 nuestros Tribunales y la presencia de cspiri iestros 
ocleres pí~hlicos, enfrente de iin gran peligro para la so- 

. no ine propongo principalinente lo primero,-porquc 
en la flaqueza huinana, clanclo en cambio impor- 
ina á la S ideas, ~oriclacl 

:ionales 
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ira de la 
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ianifestaciones cle 13 ignorancia y de las ba*jas p: 
el espíritu. Pero así y toclo, el fondo de nol~leza J 

5ntido de nuestro Pueblo resiste todavía el empqe cie 
L novedacl cleletérea, y además, la clisciplina social se inan- 
ene aíin en nuestro suelo, apoyacla en el respeto al Dcre- 
'$0 y al Poder, no inenos que ( itereza de este últiino 
ara encerrar á cacla cual en e 3 de sus deberes. Sea 

como quiera, hasta ahora no Ila siclo menester, coino cn 
&tos, violentar el criterio cle la ji ocial po 
: guerra el Código penal; porq jtra esta 

~ L L I ~ J U L ~ V  ha registrado en este 
in grandes delitos, ni tan mon 

No se  ociinará aliora el que b~ i sonuü ,  l ~ u r .  iaiL'wic ebllaoiu 
para tani 1 llamacla porni con~ercio verdadera- 
mente in  ;ue recuerda la a s  del mundo antiguo; 
prometiéndose. dar en breve instrucciones sobre tan grave 
a sus su1 

ografía, 
s agoní; 

es, la e 
tu de ni 
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las leyc nsiste menos en las 
miento zlidacles de las per- 

ias aiiüarpuas de su rtpiitiatiión. Pero la formación de 
>nos Magistrados no está encomendada solamente al es- 
írzo individual, es decir, al saber de ellos y á su niorali- 
1, sino que es tainbién obra del Estaclo, que dehe procu- 
* elegirlos y organizar sus servicios de la manera niás 

conveniente y aclecuada. 
$S que el exponente no está llamado á Iiacer el jui- 
de nuestras leyes orgánicas cleI Poder judicial; 

,,,,,,,,go, algo habrá de decir en cumplimiento del pre- 
3to legal puesto al frente de esta Nemoria. Afortunada- 
:nte, bástale referirse á las reSormas de nuestros Cócligos 
,cesales, que estan sobre Ia mesa cle los Cuerpos Colegis- 
lores, en las cuales el Gobierno actual ha satisfecho las 
igencias científicas y oído los clamores cle la opinión, 
~ntennclo, entre otras noveclacles, el estableciiiliento total 
los TribunaIes colegiados, la justicia correccional y el 

ensanche consiguiente del l i b~o  tercero del COdigo penal; 
toclo ello con el fin de I-iacer más rápida la adininistración cie 
justicia, inenos dis~endiosa para el Tesoro público y inenos 

juzgadores y procesaclos; porque 



tanibiéil en beneficio de los Juraclos y de los Magistraclos 
conviene convertir en faltas las transgresiones clel Código 
clue arguyen poca mdicia y coilsec~~eilcias cle escasa inlpor- 
tancia. 

filas, aparte de esto, que no pasa de ser una refo~~ma en 
proyecto, inuclios Fiscales, f~~ndbndosc en el excesivo tra- 
liajo de algunas Audiencias, en lo inolcsto que result~t pni:a 
los Jurados el rcuiiirse para conocer de un tlelito insigni- 
ficante, cuyos consiguientes licrjnicios han montado en 
ocasiones A In cmtidad (le algunos céntiinos, inienlrns rl 
coste del juicio, por dietas B Juraclos y testigos, importa, 
por término medio, 250 pesetas, piden que sc ti.~~arLeil de la 
conlpetencia del Tribunal de Iiecho clelerininaclos delitos. 
Respecto á su núinero y calidad, Ins opiniones no esLAi1 
conforiiies; Iiay quien prefiere, pata tal clasificacióii, el cri- 
terio de ln pena al de Inclase de los delitos, atribuyendo los 
dcgeneraclos á distinta jurisclicción, al paso que otros, sin 
Iiacer mención de este principio científico, establecen coiilo 
línea divisoria la iinportancia de la pena g de la canticlaíl 
clel daño causado en la propiedad por el deliilciiente. 

Aceptar para el objeto el c.riterio cuantitativo cle 1n pena 
y clel delito degenerado, parece clemasiado radical, ya por 
oponerse d sisten~a adoptnclo por la ley del Jurado, ya. taiii- 
bi6n porclue la gravedad clel delito afecta á todos los grados 
de la cleliilcuencia, desde la tentativa ti la consunlación y 
descle el encubriiniento liasta la ejecución clel hecl~o criiili- 
nal; sin eiubargo, es evidente que, acloptánclolo, se reclnciria 
grandeinerite la labor de los Tribunales; y como con esto 
no sufre perjuicio, antes gana, la justicia, conviene, A ini 
entender, aceptar ese criterio, aunque se sacrifique en parle 
el rigor cle los principios 5 las iinperiosas exigencias de la 
práctica. 

Toclavia se refiere inAs á esta parte cle mi 1Ieinoria Iri. 
cuestión de si deben separarse ó no las carreras de la Jucli- 

aunos catura y del Ministerio público, en la cual se ocupan dg 
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cales. Su resolucióii afirmativa presenta menos inconve- 
iites. Sin carecer ésta de ellos, á causa de lo que puede 

. .,iar el criterio juriclico de Fiscales y Magistrados el ser 
especialistas en la aclministración de justicia, ofrece, no obs- 
tante, las ventajas del principio dc la división en el trabajo, 
por cuya virtud el Ministerio piiblico adquiriría la mayor 
suma tle saber jiiríclico en sil peci~lia~ materia y la e q e -  
riencia del corazón huiiiano, tan necesaria para conocer el 

los procesados, con c~uienes Iian cle Iiab~rselas los Fiscales 
el rudo conibatc que mantienen R diario en el palencliie 

~ i ;  la justicia; y si se inienta 5 los Abogados, no hay que 
decir la guerra cle astuc,ias, de emboscadas y sorpresas que 
deben sostener' con ellos, nacla escrupiilosos en la eIección 

armas para la lucha. 
El peso abrumador y la responsabilidad que la ley lia 

.,-.iaclo sobre los hombros cle los Fiscales, piden que aqué- 
llos sean muy robustos. Son los abogados cle la ley, y consi- 
derando esto la orgfinica clel Pocler juclicial, exige una cua- 
lidad imlsortantisima que suele negar á muclios la Natura- 
leza, 5 saber: Ia eIocuencia, 6,  por lo menos, el hábito cle la 
palabra. Cabe, por consecuencia, que á un excelente Juez O 
Ma, le falten condiciones para ser un buen Fiscal, y, 
1101 debe el Estaclo preparar 5, la juventud para el Mi- 
n i s ~ i ; ~ . ~ ~  l~hbIico inuy desde el principio, descle la inisina 
Universidad, restableciendo al efecto la cátedra de Elociien- 
cia foiense, 5, fin de abrirle en sazón los horizontes de esa 

)le carrera, que los adelantos del Derecllo han colocado 
alto en la sociedad moderna. Con~iene no olvidar que el 

,L.L~io oral, y sobre todo el Jurado, liaii sacado violentamente 
fuera del cauce secular, y quizá también f~iera de lo razona- 
ble, lo inás importante del Dereclio peiial, que sin duda es 
la averiguación del delito y de su pena correspondiente, y . 

que, por tanto, es necesario robustecer las defensas de 13. 
lev, ya que cueiita el delito con tan fuei:tes baluartes. Acaso 

seria desacert: ver A la oposición para entrar en 



la es- 

, - -  
la carrera fiscal y procurar que el inoviinic 
cala inarchara 5 compás con el de la Judicati 

¿Pero debe ser la oposición Única puerta ue enxrauat La 
experiencia va siiininistranclo datos bastantes para no con- 
testar resueltamente en sentido afii-nlati~o. 

IJn Fiscal, tratanclo clel sumario, Iial~la clc las relaciones 
entre el Ministerio piiblico y los Jueces de instrucción, los 
cuales suelen mirar con cierta prevención, por considera~.la 
cluiz5 como espuela de su deber, Ia iniciativa que aquél debe 
tomar en cierta parte del proceso. Nada meiios justificnclo ni 
in5s peligroso para el éxito cle la investigación juclicial. El 
sun-iario, tan importante hoy como cn el antiguo sisteina de 
enjuiciar, cliga lo que quiera la teoría clel aciisatorio, es obra 
cle todos, de los Jueces, de los Fiscales, y tainbiSil, aunclue 
por desgracia sea nula entre nosotros, cle los misinos ciiicla- 
danos; y consiclei-anclo esto la ley, puso al lado tle los Jueces, 
ilo al emulador, aiiio al auxiliar, clel cnal anclan aquéllos 
muy necesitados, 5 causa de 10 vario, importante y perenlo- 
rio cle siis ociipaciones en la justicia civil, Iioy sol) 
c[ue el conocimiento de ésta ha ~ ~ i e l t o  5 reunirse co 
In criminal. 

Nacla dirá cle tal conf~isión cle atribuciones el que suscri- 
be. Grandes angustias econó~nicas clcl Estaclo linn obligaclo 
5, los Pocleres públicos S, prescindir, te~nporalmente sin ducln, 
de la separación de jurisclicciones, cuya con~eniencin han 
deinostraclo ya largamente en Maclrid y Barcelona los resul- 
tnclos; por 10 clue, ciianclo sea posible, debe ser restablecida. 

De otra restauración Iiablan mi s  ó menos concretainentc 
las Memorias clcl Ministerio púhlico: cle In relerente 5 los 
antiguos Promotores Fiscales. Con estc motivo, y por afec- 
tar al personal de la Administración cle jusiicia, voy 5 ocu- 
parme aquí cn un asunto que lienc también lugar l-iolgaclo 
en otra parte cle esta Meinoria. 

En las de todos los Fiscales clel Ti.ibunn1 Supremo ante- 
riores al esponeiitc, se trata con amplitud cle la interven- 

re toclo 
n el cle 



ción personal que clebe ejerc inisterio píiblico en los 
sumarios, por ser este asun inportaiicia suma, y sin 
cinbargo, en la lsráctica resulm seiicillamente imposible. La 
distancia d que de orclinario se enc~ientran los Fiscales clel 
lugar del delito; la clificultacl de salvarla que en invierno 
ofrecen ciertos parajes; la falta cle telégrafos; las iiiteriniten- 
cias clel correo, y aclemás la necesidad imprescindible cle 
atender B los procesos corrientes, á lo g~ibernativo y cleinás 
atcncioncs propias cle su cal-go, liacen que ni el Fiscal, ni el 
Teniente, ni los Abogaclos Fiscales, ni siclniera los sustitu- 
los, pueclan personarse 5 tiempo en el domicilio clel delito, 
~ercliendo así los priineros momentos, tan favorables á la 
investigación; cle clonde resulta la necesiclad de clelegar en 
el Fiscal 1n~inicipaI ó de acudir á los testiinonios eii relación. 
Mas lo primero suele ser perjudicial, porqiie d clichos f~ i i i -  

cioiiarios, ó les falta competencia para c~implir con su de- 
ber, ó iniciativa y energía, fatalmente merrnaclas por las in- 
fluencias locales. Respccto á los testimonios, son, ni más ni 
menos, un meclio cle iiitcrvenir suplctorio, y por enclc clcfi- 
cicnte en sumo grado. 

nA aquí la imperfección cle los suinarios y la escasez y 
:za de las pruebas alegaclas en el juicio, á pesal. de su 
acl y publicidad; ~ic ios  originales cle esta partc clcl pro- 

cediinieiito, cuya innligiia eficacia se cxtiencle á toclo él, sin 
escluir la casación, encerracla en estrecho círculo clc Iiierro 

'por los liechos probados g la sobrieclad excesiva con que se 
las actas del juicio oral. Aliorn bien; todo esto se 

e~itarín si el Rlinisterio fiscal, teniendo si1 recl sobre todo el 
territorio espaiiol, á semejanza clel judicial, sorprendiera el 
delito eil el iiloineiito cle nacer y, unidos aquéllos y estiinula- 
clos mutuameilte, le persiguieran por entre las sombras cle 
que 5 veces se en siis primeros instantes. Tdes son, 
brevemente expuestas, las razones que abonan el restable- 
cimiento clel oficio eiicoinenclaclo &los antiguos Promotores, 
las cuales se reclucen á una sola: la falta cle personal. 
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Podria esto remediarse con variar la estructura de la ac- 
tual justicia municipal, institución verdaderamente rudi- 
mentaria y defectuosa, que no Iia respondido' á los fines de 
su creación. Porque es general el clamor que de todas par- 
tes se levanta contra ella desde que se rindió al caciquismo, 
osa plaga funesta de nuestra sociedad moderna, que tantas 
cosas malogra y esteriliza. Ya esa institución municipal se 
mostraba flaca de suyo con su legal incoinpeteiicia, que 
mata en el ánimo toda iniciativa y resoluoión, ó le da los 
atreviniientos de la ignorancia; pero c~iando la política se 
apoderó de ella, cayó tan hondo su prcstigio, cIue es difícil, 
sin una reforma profunda, su rehabilitación. Esta no debe 
hacerse esperar, porque, clel propio modo que en los 
demás órdenes de la vida pública, es aquí lo inunicipal el 
fundamento de la justicia del Estado, á causa de su carb-  
ter paternal y de las vastas proporciones que da á su juris- 
dicción, no tanto la calidad cuanto el número de los asuntos 
de que conoce. Más está llamada á ser, á juicio cle la ciencia 
y á tenor de las Ultimas reformas proyectadas; pero mien- 
tras éstas llegan, ó por si no llegaren, con~endria, ine- 
diante una reforma legislativa parcial, reforzar ese modesto 
pero importantisiino graclo de las jerarquías judicial y 
fiscal. 

Quejanse asirnisino mis dignos subordinados del escaso 
personal á que está encomendado su ministerio. Para in- 
tervenir en la.forrnacióii ó continuación de 100.542 suina- 
rios, 13.776 juicios orales y 2.666 ante Jurados, había antes 
del 1 ." de Julio próximo pasado, 236 entreFiscales, Tenientes 
y Abogados Fiscales; 6 lo que debe añadirse, coino se ha in- 
dicado, los trabajos de tramitación, con~unicacioncs, estaclís- 
tica, etc., que consigo trae la adiniiiistracióii de justicia y el 
despacho de expedientes gubernativos; número cle funciona- 
rios á todas luces insuficiente. 

Pues si tal iban las cosas cuando el Ministerio público cn 
todos sus grados constaba de 236 funcionarios, L cómo irán 
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en adelante, habiendo quedado reducido, á causa de las eco- 
nomías, á 1651 

Cierto que para el principal de sus trabajos, que es el 
servicio técnico ante los Tribunales, están ahí, por ministe- 
rio de la ley, los Fiscales sustitutos; pero el mero hecho de 
acudirse á personas extrañas á la carrera, excluídas del es- 
calafón é indotadas por consiguiente, está cleinostrando la 
insuficiencia de que hablo, y además una evidente anomalía . 

y falta de equidad que abundan en nuestra Administración 
pública. 

Ésta distingue entre funcionarios de derecho y de hecho, 
que así pueden clasificarse, sin otra cliferencia que tener ó 
no retribución en la nómina; pero iguales en lo principal, ó 
sea, en el ejercicio de sus cargos. Un Magistrado suplente 
ó un Fiscal sustituto ejerce las mismas funciones transcen- 
dentales que los propietarios: en aquél, como en éstos, de- 
lega el Estado su pocler, ó los convierte en Poder judicial, 
como se quiera, precisamente porque encuentra en todos 
competencia suficiente para cuinplir con su deber; y, sin 
einbargo, á uno se le remunera su trabajo y disfruta dc las 
ventajas de un puesto inamovible, mientras al otro, al de 
mero hecho, sólo se le otorga una ventaja harto secundaria 
é insignificante. Si so11 diferentes en saber y en aptitucles, 
¿cómo el Estado defraucla á la sociedad suministránclole 
Magistrados, ó Profesores, incompetentes? Y si son iguales 
en el dicho concepto, ¿por qué una diferencia tan enorine 
respecto á la retribución? Volviendo á la tesis, el nombra- 
miento de sustitutos, de que tan largamente usan por im- 
prescindible necesidad algunos Fiscales, denuncia la falta 
en el escalafón de tantas plazas de Abogados Fiscales cuan- 
tos son 10s sustitutos que Q la sazón funcionan en los Tri- 
bunales, y acredita, además, por modo bien elocuente, la 
suficiencia y laboriosidad de esos funcionarios, á quienes, 
por lo menos, clebería otorgárseles el ingreso en la carrera, 
pasado cierto tiempo de ejercer accidentalmente sus car- 
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gos. Ap: que la facultacl que tienen los Presiclentes y 
Fiscales cLc; , J ~  dponer Ó noiiil~rar sui~lentes y siislit3tos, 
podría ei mes perjuclicar el 1,uer io; por 1 
algunos 1 isado en restringirla. 

Responsabilidad. 

Desde que en lo inSs íntimo y princ~paicie sus oficios, los 
juzgaclores fueron declarados por la ley responsables sólo 
ante su conciencia, hay una razón más para que el Estado 
e su vigilancia sobrc el cumpliniiento de tan altos 
cl Sin entrar ahora en la cuestión gravísiiila de la res- 
ponsabilidad juclicial, clebo decir, fija la vista en la experien- 
cia, que la conclucta de nuestros Jueces y Magistrados, es- 
maltada de moralidad y competencia, no edge irnperiosa- 
mente reformadguna en la ley, con la mira cle hacerla más 
eficaz. No obstante, de los dos medios estableciclos para el 
objeto, por aqu6lla, el judicial y el gubernativo, el pi-iinero, 
poco usado por fortuna, convendría reformarlo, constitii- 
yendo un tribunal mixto de Magistrados y personas extraíins 
á la carrera, á de dar á los fallos in8s garantía de inipar- 
cialidad. Porque es de notar que en el cortísinio nUmero de 
antejuicios que contiene la estaclística, es muy frecuente que 
el tribunal recliace cle plano 1% querella, no obstante I~aberse 
dado el Fiscal por instrniclo; con lo cine, por lo menos, se 
defra~ida uno de los propósitos de la ley: la publicidacl. 

Pero si, felizinentc, no hay motivos para el juicio cle rcs- 
ponsabiliclacl, al~unclan cpizá para cpe los Tribunales supe- 
riores, y principalmente el Supremo, ejercitando la jurisdic- 
ción disciplinaria, apliquen con severiclad y constancia la 
cloctrina comprendicla en el tit. XIII, libro 1 .O  cIe la ley de 
Enjuician~iento criminal, en los mismos tit~ilo y libro cle la 
de Enjuiciainiento civil, y en el XIX de la 01-gánica de1 Poder 
judicial. Y esto por clos razones: una, que las infracciones 
fi*ectientes en los pleitos y causas no son sino descuidos, 



retardos, negligencias, merccecloras solamente de diclios 
levcs castigos; IJ otra, que las correcciones clisciplinarias 
aventajan en eficacia al antejuicio y sus consecuencias; por- 
que el Juez ó el Magistrado tiene casi la seguridad, por las 
razones ap~~ntadas, de salir absuelto en el proceso, mientras 
clue una acordada correccional es incvitablc, y anotada para 
siempre en el cxpcdientc pcrsond, por lo incnos, clesliistra 
el brillo de una cal-rera. 

Deficiencias en la organización de esta Fiscalia. 

AIgunos dc mis dignos antecesores habIaron largamente 
en esta. ocasión solbinne del escaso personal con quc cuenta 
esta Fiscalía. Persistiendo la nicesiclacl cle reforzarlo, el que 
suscribe, para evitar la repetición de conceptos muy bien 
expresados, se limita á copiar de la Memoria elevada al Go- 
bierno cle S. M. en 1855 por el Fiscal del Tribunal Supremo, 
las palabras siguientes: 

<Entre los deberes y atribuciones que la ley orgsnica del Poder 
judicial impone U otorga al Xlinisterio fiscal, estiin los de vigilar 
por cl cumplimiento de las leyes, reglamentos, ordenanzas y dis- 
posiciones de carCLcter obligatorio que se rcfieran á la administra- 
ci6n de justicia, y reclamar su observancia: poner en conocimiento 
del Tribunal Snpremo y del Gobierno los abusos 6 irregularidades 
graves que notaren en los Juzgados ó Tribunales, cuando no 
alcanzaren de otro modo B obteucr su remedio: peclir a los Juz- 
gados y Tribunales las causas y negocios terminados para ejercer 
sil vigilancia sobre ln acliiiinistración de justicia y promover la  
cori'ección de los abusos que puedan introducirse: en una palabra, 
ejercer el cuidado de que la justicia se administre pronta y cum- 
plidamcnte cn todo el Reino. 

Para esta inspección, quc constituye el principal atributo? 
deber del AIinisterio fiscal, que requiere comunicacibn continua 
del Jefe con sus subordinados, la  ordenación y examen de nume- 
rosos estados, el estudio de procesos y negocios fenecidos, un 
prolijo trabajo cuya iiuportancia no es iiccesario encarecer y 
cuyos detalles no de necesita expresar, cuenta el Fiscal del Tri- 
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bunal Supremo con un solo auxiliar letrado, el Secretario, dotado 
con un sueldo inferior a1 asign:ado :1 los Secretarios de las Audien- 
cias de lo criminal; y aún resulta gran desproporción entre el 
servicio auxiliar d~ scalia, v el de las de Audiencia, porque 
las Fiscalí, i en absoluto de todo scrvicio 
auxiliar a( Secretario, ni Oficial, ni Escri- 
biente siquiera, valiéndose ,idores t o1 des- 
empefio de estas funciones 

En tal situación, dcómo ble iusp ra ge- 
neral la administración de justicia? ¿qué estadística formal, ni 
que dalos han de ordenarse, ni qué razón se puede dar del cum- 
plimiento del deber para que todos la examinen y jiizgiien, si- 
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Nuestro L de enjuiciamiento criminal descansa en 
dos bases principales; el procedimiento acusatorio y el Ju- 
raclc ales, digase lo quiera, ente 
inde ites, entre otra es, por( iere 
al inodo de proceder, á i'as formaí :S, y el otro al Tri- 
bunal juzgador, ó sea al número, i y designación de 
las personas que lo forman. 

La bondad incontestable del primero se haIla en España 
confirinacla por la experiencia, pues no obstante lo arraigado 
y secular del sistema antiguo, el cambio se ha verificaclo 
conuna facilidad que lo justifica plenamente. En efecto, ni 
un solo Fiscal deja de convenir en 1a.s excelencias del sis- 

n la normalidad con que funciona y en 
rl niimero de cludas que en la práctica 

SU ~ L ( B C > I ~ ~ L I  di ~di~ión: debido esto último á que ya las resol- 
vier os primeros años, la ji le1 Tribunal 
Suprernu, e1 Fiscal del mismo con- lerosas con- 
sultas, y el profundo conocimiento que de la ley van adqui- 
riendo, con su cliaria aplicación, las Audiencias todas de1 
territorio. No han einbarazado su marcha ni siquiera aque- 
lIas antinomias que en sus principios hubo de notar en este 
sistema un estudio asaz autorizado, concienzudo y elocuen- 
te; porque la prudencia y sinceridad en su aplicación y la 
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realida n venido á c0111pleta1- la ley, 
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torio. IEIEC;C~LILIV ~ V W  íi DOGO 6 la región cle la teoría 1: 
licciOnes y peli le  tanto se temieron entonce 
embargo, Iiay todavía cleficiencias que, not* 

cias aesde luego, han sido objeto cle clcnuncia y crítica cle 
toclos los Fiscales clel Tribunal Suprcnlo, señal incluclable clc 
sil persistencia, clc su gra~oclacl y cle cuSn necesaria es sil 
reforma. Por consig~~iente, poco liabr6 cle clctenerine aqu 
huyenclo de inolestar la atención de V. E. con la repcticii 
por clécima vez cle unos inismos lilales y quizri también c 
linos misnios reineclios. Aníclanse los prir :n los t 

guientes momentos clel juicio: 
Formación clel suiilario: lentitucl del mismo y su in 

pección. 
Sobresein~ientos. 
Policía judicial. 
Prueba testifical. 
Actas de los juicios. 

Sumarios. 

Cuanto á lo primero, quéjanse los Fiscales cle lo ii 
coinliletos que resultan los suinarios, no faltanclo quien ccl 
de menos los clel antiguo sistema de enjuiciar. Tal iinper- 
fección pone asimismo dc n~anifiesto lo transcenclental de 
sus consecuencias en el juicio. Ya había clesprestigiaclo mu- 
cho al sumario el lugar moclesto 6 que lo relcga Ia teoría 
del procedimiento ac~lsatorio, olvicltinclo que al clcspoj¿trlo 
de su carricter jurídico, qiieclail dcbilitadns las priicbas, la 
sentencia y e1 propio recurso de casación; pero aclcmás 
conspiran contra él la falta cle intervención del Rlinisterio 
píi1)lico en los primeros preciosos momentos, el escaso con- 
curso que la Aclministración piiblica presta 5 los Tribunales, 
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,aclo en otra parte cle esta Mcinoi.ja, Por lo que hace á los 
ortos, es lainentable que el Dereclio internacional no 
a susl,ituido, para Crainitarlos, 6 la vía diplomBtica, la 
tión cle Jucz B .Tuez, de Tribunal á Tribunal, con lo cual 
:vitarinn las clilaciones que B diario entorpecen el curso 

clc los sumarios. Para prevcnii.las, convcnclrja establecer en 
la ley las prescripciones siguientes: quc el Juez dirija cl su- 
nlicatorio clirectamcnte al Ministerio cle Gracia y J~~sticia; 

le1 Fiscal de la Audiencia respec- 
o desde el día que el Ministerio de 

i4,si.acio norinque iiailer cursnclo el exhorto, pasado el cual 
habei. obteniclo contestación clel Tribunal exhortado, se 
 end da clencgacla la pretensión y cofitiníte e1 suinario su 
lino. 
Respect iclininistración, las clificultades, 6 veces 
iperables, para recabar judicialmente clatos cle las Ofici- 
públicas, son parte tainbién para que duren anos ente- 
los procesos. Patentizase esto desde luego en los rodeos 
le obligan los artículos 192 y 196 de la ley procesal, así 
LO eii In inclifercncia, si no clesdén, con que se miran por 
los Centros los suplicatorios. Toclo esto podría reme- 
,se establecienclo un nledio fehaciente para haccr constar 
:ntrega; señalando un plazo fatal, clentro del cual cleba 
testar al Juez la ~Zclininistiación, sea cualquiera el graclo 
)u jerarquía, y aun exigiánclole responsabiliclacl, si con- 
n con cl sileilcio, deiieganclo así el a~ixilio debido á la 
icia. Llos intcrc allan, por ventura, 
caclos sol~rc toc :S, no dar 6 sus re- 
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achacándolos á deficiencia del sistema y aun recelancli 
cierto abandono de sus deberes en los funcionarios de 1 
justicia; pero bien pronto se vió que consistía en lo primerc 
resultando, en cuanto á lo segundo, todo lo contrario, ó se 
celo y laboriosidad plausibles en los Magistrados. Bien m 
rado, ni aun á defecto de la ley puede esto atribuirse, sin 
más bien á su noble propósito de que ningún delito quecl 
impune, para lo cual establece el medio seguro de la inves- 
tigación judicial solemne, con la mira de averiguar si e 
cualquier accidente desgraciado, siquiera parezca fatal é ir 
evitable, se esconde un ataque a1 Derecho. Esto jamás ~ u e c l ~  
ser un mal, aunque adolezca de inconvenientes seci 1s 
para la administración de justicia, que, por tanto, e 
suprimir. ¿Cónio? Abreviando el procedimiento hasta redu 
cirlo á una especie de información judicial, con intervenció 
del Ministerio público, en que oficialmente conste lo qu- 
para todo el mundo resulta evidente, á saber: que el hecho 
fué fatal y fortuito. Realmente, no seria esto innovar, sino 
más bien una aclaración del nrt. 269 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal y una traslación á ésta clel procedimiento 
previo, contenido en el tít. VI del Código de Justicia militar, 
como advierte un Fiscal con mucha oportunidad y aciert( 
De tal manera, se reduciría por modo extraordinario la fati@ 
de Jueces y Tribunales, no menos que las molestias de Ic 
ciudadanos; pues según la estaclistica criminal del año ú 
timo, de 15.354 sobreseirnientos libres, 13.900 se declarar0 
por no ser el hecho de autos constitutivo de delito. 

Igual 6 parecida reforma debería aplicarse al 
exención de responsabilidad de los procesados por ~.rt~uii  L 

edad; cosa facilísima probar. 

undaria 
convien 



No ocurre io propio en los sobreseimientos provisionales, 
cuya suma total de 22.159 se descompone en 11 .Y90 por no 
resultar justificada la perpetración del delito, y 10.369 por no 
existir motivos suficientes para acusar á determinada per- 
sona. Puesto que aqui hay, ó puede haber, delitos y delin- 
cuentes, fuerza es convenir en que so11 demasiados casos de 
impunidad, hasta el punto de aparecer flaca ó desairada la 
justicia social. 

Causa de esto son, sin duda alguna, los defectos del su- 
mario, notados más arriba, y, sobre todo, la repugnancia de 
nuestro Pueblo á prestar auxilio á la justicia y la falta de 
policía judicial. De lo primero, el Estado no es responsable; 
pero si de lo segundo, como se verá más adelante. 

Echase de ver, entrando en el mecanismo del procedi- 
miento criminal, que los sobreseimientos provisionales, si- 
quiera sea tan grande el número de ellos, no pueden conde 
narse en absoluto, por referirse al estado de duda relativa al 
delito ó al delincuente en que con frecuencia se halla el 
ánimo de los juzgadores, del qcie no pueden salir por fútiles 
motivos sin caer en los peligros del sobreseimiento libre. Lo 
que importa sobremanera, y sobre esto llamo la atención 
del Ministerio público, es que los provisionales no encuen- 
tren su sepulcro en los archivos, sino que, no perdiéndolos 
de vista, continúe la investigación, para abrir de nuevo el 

), si se encuentran para ello meritos suficientes. 

Policía judicial. 

1 clamor de los Fiscales pidiendo la policía judicial es 
tan unánime como enérgico. La estadistica revela que por 

- aqui principalmente puede venir, si no ha empezado ya, el 
desprestigio de la justicia. De propósito se han puesto al 
principio cle esta Memoria las cifras de los rebeldes y de las 
causas falladas en rebeldía en el Último quinquenio, para 
que salte á la vista Ia extensión del mal. Además, no cabe 



negar que su remeclio est6 en las inanos clel Estado. Si por 
razones económicas no es dablc crear un C~ierpo adscrito 6 
la perse'cución de los clelilos y 6 disposición de Jueces y Fis- 
cales, al menos convenclria organizar, sobrc S bases, la 
policía aclministrativa, seelidadamente cn Uuaricu ataiíe 6 la 
eleccion y nombramiento cle su personal. Ya sería esto sólo 
un gran paso en cl camino de la reforma. 

Debo declarar asiinisino que muchos Fiscales tributan 
calurosos elogios ti la Guarclia civil, consiclerQndola como 
única policía judicial, tan inteligente como valerosa. Sirvale 
esto de satisfacción y cecla en gloria de ese brillante insti- 
tuto. Mas así y todo, es insuficiente para el objeto, por recla- 
mar s ~ i s  virtucles muclios y variados servicios. 

De donde resulta que se halla en c ~ ~ a d r o  el ejército de 
la justicia; y sin soldados, la guerra contra el delito es, como 
todas las guerras, imposible. Mientras carezcamos cle esa 
fuerza, no hay para cji-ié 1.iablar cle Códigos, ni de sistemas de 
proceclimiento, ni de Tribundcs; en toclo lo cual no anda- 
mos lejos de lo mejor, á juicio cle la ciencia: lo que falta 6 
nuestra jiisticia no es cabeza, sino brazos. 

Prueba testifical. 

No siendo posible ahora hacer e1 juicio crítico cIe esta 
prueba, baste con lamentarse clc que sobre tan débil funda- 
inento clescansen con fi-ecuencia los fallos cle la justicia hu- 
mana. Pero toclavia es más triste que el perjurio lo tolere 
la ley y de él se sirva en el juicio. Quizá para hiiir esto en' 
lo posible se ha qiiitado vdor juríclico a1 sumnrio; trabajo 
casi cstbril, porque el falso testimonio puede resultar tam . 
Iiién cn el juicio. Verdad es que entonces cabe perseguirlo 
y castjgarlo; mas iá cuánta costa! ¿Qué seria de este meclio 
cle prueba, si tales procesos se dieran con frecuencia? De 
donde se cleclnce que ésta es una enfermedad incurable. Sin 
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embargo: los Fiscales no deben abandonar el e,jercicio de la 
acción penal, porque á ello les obliga nuestro Código. 

No son ciertamente irremediables otros vicios que en 
esta maleria denuncia el Ministerio público. Las defensas 
suelen con frecuencia abusar de su derecho, designando un 
número crecido de testigos, con la mira de ofuscar el ánimo 
de los Jurados á fuerza de l~estiinonios numerosos, cliferen- 
tes, muclios cle ellos completamente estériles para la prueba. 
De aquí resultan embarazos gratuítamente puestos en el 
curso clel proceso y el aumento consig~iiente en las dietas 
para testigos. A fin de remediar este mal, algún.Fiscal pro- 
pone que corran estas últimas 5. cargo de la parte que Iiaya 
invocado testin~onios estériles; nlas si esto no puede acep- 
tarse, convic 3gitar la inanera cle acabar con un al~uso 
que va rays. escáncialo: por e cuentan los sol- 
dados que eii i ; ~  6 ~ 1 ~ )  último atravesccl "U territorio español 
á costa clel presupuesto, para prestar con frecuencia c1ecIa- 
raciones baldías. Por su parte, los Fiscales deben procurar no 
citar sino ac~uellos testigos de cuyas cleclaraciones c[uepa ra- 
cionalmente esperar alguna luz. 

Actas del juicio oral. 

E1 art. 743 de la ley de Enjuiciainiento criininal dice: uEl 
Sec,retario clel Tribunal extenderá acta cle cada sesión que 
se celebre, y en ella hará constar sucintamente cuanto im- 
portante Iiubiere ocurrido. » 

Se echa de ver desde' luego que el legislador ha c~uericlo 
que las actas no sean sólo una mera relación cle testigos 
y peritos y de los trámites obligatorios por la misina esta- 
blecidos. No obstante, el pensamiento del citado art. 743 lla 
~[uedaclo sin el necesario clesenvolviiniento, dando lugar 

. 

dudas y á prácticas cleseme,jantes; pues mientras en unas 
Audiencias se consigna en lo suhstailcial cl resultado de las 
pruebas, en otras se limitan esos clocumentos á expresar 
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que se constituyó el Tribunal, se examinaron tales 6 cuales 
testigos y peritos, las partes sostuvieron 6 modificaron sus 

laró concluso el juicio srovisio nales y conclu! 
para sc 

En 

, pues, i 

le  se es 
L,.--:-.. 

lantos E 
eduzcar 
- -  1- 

se clec 

m:-.-- 

que es 
lo tanto 

1 I 

muy dii 
, hay c1i 

., . 

la M ~ ~ I ~ u I - I ~  que ea\,* riauitlía elevó al Gobierilo 
en 1883 (pág. 105) ya se indicó 'ícil dictar reglas 
acerca de este punto; y, por 1 ie dejar en cada 
caso la redacción del acta al pruaen.ce criserio del Secretario. 

/' 
Ni la ley, ni la naturaleza del juicio, ni la utilidad para 

ulteriores recursos, imponen la necesidad de que en las ac- 
tas se consignen las declaraciones de peritos y testigos, que 
con absoluta independencia han de ser apreciados por el 
Tribunal, y cuyo juicio, conforme ó no coi1 lo manifestado 
por aquéllos, no es susceptible en casación cle impugnación 
ni de reforma. 

Así, será indiferente para los efectos de la casa- 
ción qi ipecifiquen ó se omitan tales declaraciones, 
con30 tei-iii~~~dnternente lo declaró la Sala 3.' de este Sii- 
preino Tribunal en sentencia de 6 de i e  1885; declnra- 
ción que, en su esencia, 11% sido pepe sentencias de la 
misma Sala de 9 de Abril de 1884, 25 ue ~ u r i l  de 1887 y 19. 
de Octubre de 1888, al resolver que la negativa del Tribunal 
á que se consignen en el acta las declaraciones de los testi- 
gos, no constituye inotivo de ~n por q tamiento 
de forma. 

Esto no obstante, en la retericla Memoria de 1883, en la 
de 1887 (pág. 22), y en la Circular de la Presidencia del Tr 
bunal Supremo de 15 de Diciembre de 1887, se recoiiliend 
que se evite en las actas una extremada concisión; y en a1 
monia con estos precedentes, los Fiscales procurarán yu 
en ellas se hagan aquellas inclicaciones que Contribuyan á 
ilustrar el juicio de CL lespués hayan .venir en 
loa recursos que se dl 1, si bien habri dactarse 
de la manera sucinta que la ley prescribe para yiie no se 
desnaturalice la índole oral del juicio. 

: Junio I 
:tida en 
. -7. A 1. 

de inter 
cn de re 
---- -. 
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quier 
que 1 

rias I 

de lo 
segu 

-n. de si 
locas re 
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180, cle 
anteami 
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otro COI 

iento, la 
---o 

uatro años ha, próximamente, que, venciendo los obs- 
os que la tradición, los hábitos, las convicciones pro- 

tuncias, y en parte los prejuicios, habían puesto en su ca- 
mino, apareció en nuestra vida jurídica, para siempre quizá, 
e1 Jurado, que nacido en el comienzo de la 1-Iistoria, se pre- 
senta á nuestros ojos rejuvenecido y ataviado con las galas 
clue le prestan de consuno la experiencia de la  da y el 
progreso del Dereclio. La cliscusión y detenido análisis á 
que I-iubo de sometérsele expresaban muy A las claras la im- 
portancia de la novedad; porque, en efecto, y sea lo que 

1 bondad y pertinencia, fuerza es convenir en 
inoclernas afectan como ésta á los inte- 

iaaaa J ~ L ~ G J  V G L " ~  UG la sociedad. RecibióseIa de un lado con 
aplx i preve] :celosa; por lo cual, desde 
su 111 L ciencia ibiernos y aun los partidos 
politiüus Liaiieil puasta SU viam ~ i i  el Jurado, hánle abierto 
juicio cle residencia, y espe arcleanclo de sinceridad y 
buena fe, el inomento de pi ar sentencia definitiva. 

Si este i~iomento no lia llegado aún, no anda lejos en 
verdad, y comprendiendo esto el Fiscal del Tribunal Supre- 
mo, así como la necesidad de mostrarse parte en el litigio, 
exponclrá franca y sinceramente su parecer. Por de contado 
que esta disquisición tiege como fuente principal las Memo- 

de los Fiscales de las Audiencias territoriales y de las 
criminal, recientemente suprimidas; principalmente las 

- ndas, ya por ser mayores en número, ya también por 
trata ~linario 1 con más detenimiento. 

. rr iio tan io el de estos funcionarios 
¿cabe ~íltiiiarlo de pdrü~d~:  n u l i  descontadas cierta viveza 
en el juicio crítico de algunos y la oposición y hasta ene- 
mistad que va surgiendo, con posible quebranto de la 
justicia, entre Jurados y Fiscales, 5 causa de la contradic- 
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ción frecuente entre el vereclicto y las conclusiones clefiniti- 
yas dc éstos, imposible es negar autoriclacl gsandísima 5 la 
palabra del Rfinistcrio publico cuanclo habla clel Jurado. 
¿Quién como 61 tiene motivos pai-a conocer y juzgar la labor 
cle los Tribunales cle hecho? Pziesl~iei~, con rara unanimidad, 

declaran que t I sc halla el Jui:aclo no puecle oon- 
r, conviniendo yor pai-te-no ya por respeto al 
110 escrito, sin6 por convicción propia-en la Isoilclacl 
n institiici6il, ó por lo inenos, no combati8ndola. 

. Qrtunaclan~ente pa1.a su vida, la ley del Jurado es 
rcforinablc, coino lo son toclas las leyes human 
consiclei~cri infalibles, sagraclns y ciernas, 5 eje11 
TOlnalll?S, ora, 1116s modestas, 6 estilo cle las inocierlinh, bu 
declarcn d si mismas inclcliniclainente rcformahlcs. 

Pretknclese liaber llcgaclo con el Jurado á la pcrfeccí6i-i 
cle la lcy aclj~ iminal, y aiiiiclue con bucn acuerclo se 
ha sacrific~acl o clel rigor cle los principios B las esi- 
gencias cle la udllLl,td, como, pos cjemplo, en la competen- 
cia, 1s L juzgar por cuanto los Iieclios deponen, que no 
se co sn bastante las circiinstancias histói*icas cle 
nuestro pueblo, ni cl graclo cle su eclucación juriclica. ¿Se 
insiste, sin embargo, cn manlciier el criterio ol)tiinistn c~uc 
le di6 el ser? Pues ser5 n~enester cspcrar el iizoincnto inuy 
lejano, acaso clzidoso, de que nuestro ~ ~ ~ e b l o  l1011ga su en- 
tcnclimiento y su conciencia d la altura cle su misirjn jiwi- 
clica, y prol~al~lcmente ser6 ineneuter esperar inás, 6 cIue 
varíe cle carácter. Entretanto puede crecer el mal y yzieclar 
expuesto el Juraclo 6 la ruina estruendosa de i873, lo cual 
clebeinos evit lo trance; tanto m&s, cuanto cpe las 
conquistas pc logi-adas en esta materia, es 6 saber: la 
oralidacl y puui~u~cii-rcl del juicio, el sistema aci~satorio y algo 
de la individualización clel clelito, son anteriores al Jurado y, 
cligase lo que se cpiera, sin él pueclen suhsislir. De cloncle 
se clecluce la necesiclad de la reforma, que, segí~n los clatos 
cle Ia experieiicia, debe comprender los extremos siguientes: 



Resistencia de los ciudadani os tí ejerci ar las funciones de Jurados. 
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Sor eficaz y poot;iuau L ~ U G  S G ~  el espíritu de la deinocra- 
üia iiioderna, iio a 5 sequran~ente ' á convertir á los 
españules en ciuclauarius atenienses, los cuales pasaban todo 
el día ejerciendo personalmente las innumerables magistra- 
turas de la República. Por eso se inventó la democracia re- 
presentativa de los Estados contempor8neos, adecuada á la 

anitucl de ellos y las necesidades cle la vida moderna. 
debe ser la causa primordial de este apartamiento del 

Jurado que imputan 6 los ciuclndanos y lamentan todos los 
Fiscales; apartamiento injustificado por ser pocos los ciuda- 
clanos obligados, y breve é intermitente el tiempo de su ocii- 
paci *a lograrlo, huyendo el la ley, acu- 
clen os tales, que cle no venirlos, se 
-'--5 ai cia*te con la base de la inub~b~tbl~~l.  ~ l l b t í  todo, pro- 

~n no ser incluíclos en la lista dos; y como el pri- 
moniento de sil forlnacióri es anos de los Jueces 

y Fiscales i~lunicipales, cuya flac~ueza va siendo ya prover- 
bial, consiguen fácilmente su  propósito. A fin de evitar tal 
abuso, más grave aún si se advierte que las personas pu- 
dientes 6 ilustradas son quienes lo cometen, un Fiscal pru- 
pone que se suprima la facultacl confericla á los Jueces mu- 
nicipales de formar las prinieras listas, así coino la enco- 
mendada a los Jueces de primera instancia, sustituyendo 
las Juntas que éstos presiden con una sola que tenga 5 la 

:1 objeto los trabajos de la general del Censo. No 
esatender esta mera indicación dc reforma, ú 

~ c ~ u i ~ a l e n t e ,  á fin de extirpar el abuso; pues sin duda 
on parte B conse,mirlo ni el ser miembros natos de la 

junta el Alcalde J. mayores contribuyentes, ni la multa en 
que puede incurrir, si faltare á su cleber, cl Juez municipal. 
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' Recusación de Jurados. 

No pá~-a en esto, sino que se abusa, hasta convertirlo ei 
pernicioso, de este recurso legal iinportaniísinio. La recusa 
ción en el monicnto dcl juicio, clue es un verdadero atrevi- 
miento de la ley, se lia establecido, con generoso espíritu 
indivicliialista, para ofrecer al acusaclo todas las garantías 
de justicia imaginables, clándole el derecho cle elegir tribu- 
nal, y con este objeto se le autoriza á rechazar arl~itraria- 
mente, y sin alegar razón alguna, ü. los Jurados cuyos non-i- 
I~res van saliendo cle la urna. La ley confía en que aun 
recusando b 24 cle los 36, los 12 restantes fallar511 en justi- 
cia, ni inás ni menos que los desechados. Mas el proce- 
sado, con el propósito (nada ceiisurable en verclacl) cle sal- 
varse ó anlinorar su pena, procura granjearse amigos, si 
ya no los tiene, entre los 36, cuyos noinbres conoce cle~de 
la pitblicacibn oficial quc de ellos se Iiizo de antemano, y 
llegado el momento clel sorteo, rechaza sisteiiikticameiilc 
á los que le son descoiiocidos. Un Fiscal seííala un dario 
inks cierto que por aquí puecle venir. Si, conio es probable, 
el procesado no puecle conlar con la benignidad de los 36, 
IiAstale para salvarse seis votos de los 12 que fornian el 
Tribunal, es clecir, la mitad, á la cual atribuye sienipiar 1-1 
triunfo el art. 85 tle la lev d resolver el empate con la dc- 
claración de inculpal~iliclad del acusado. Éste no necesita 
inás para lograrla que recusar á 22, si entre ellos no se en- 
cuentran sus amigos. Entretanto, el hlinisterio público no 
puede defenderse, por ignorar casi siempre las cualiclacles 
y circunstancias de toclos y cada uno de los incluídos en la. 
lista. 

Como se ve, el atac~ue á la institución no piiecle ser in8s 
rudo. Ahora bien; ¿qué pesa más en la ],danza de la conve- 
niencia, este abuso denunciado por inuclios Fiscales, ó el 
noble deseo de otorgar d los procesados el derecho estra- 



< L C ,  :>a 

de lo: 
Juwac 

51 

ortlinario de darse ri si misinos cl trihund, clercclio que, por 
otra parte, no puede ser con~pleto, por estar allí, y con ca- 
rácter cle inainovihles, los Magistrados? 

Coilvenclria, por tanto, obligar á las partes á exponer las 
oausas clc su recusación, resol~~ienclo los Magistrados en el 
acto g de plano sobre ellas: para aceptai31a, el más leve ino- e 
t,ivo, la más ligera sospeclin acerca de la parcialiclad de los 
Jurados, clehería ser siificiente; pero nunca el capricho 0 
una suposiciGn hurcla y gratuíta. Esta reforma, sobre im- 
ponerse por los abusos cliie evitaría, no afecta á lo esencial 
. I ~  1 0  institución. Para Iiuir el peligro, mbs ó menos positivo, 

s Jueces cle carrera, hasta con la mera existencia del 
lo; que si 5 esto se ariade la selección de personas al 

formar las listas, la clepuración posterior de ellas y el sor- 
teo, resiilta poco justificada la reciisación que en. el último 
inoi~~ento se concede al procesado. Aclemás, eso cle desig- 
nar el reo el tribunal que Iia cle juzgarle, es un principio clis- 
cutible y cle peligrosa aplicación. 

Otra forma de abstención que denota hasta qué extremo 
siiele repugnar Q los ciudaclanos el cargo de Jiirados, es la 
enferinedacl, supiiesta desde luego, clue alegan para excusar 

:isteilcia; cosa fcicil para ellos de comprobar, iiiediante 
iuplacieiite atestado del méclico, único á veces cpie hay 

ILL localiclad. Segíin dice un Fiscal, en cierta ocasihn re- 
sultaroil cle los treinta y seis, diecisiete Jurados enfermos. 

Lenidad de los Jurados. 

No ya denuncia ni protesta, sino verdaclero grito de 
- alarma es lo que exhalan !as fiieiiiorias del Ministerio público 

5 propósito clc la parcialidacl clc los Jurados, inostrncla en la 
frecuencia cle sus ~ereclictos cle inculpabilidad. 

El cargo es f~indado, y, pop consigiiiente, gravísimo. 
~Cu5,les son sus causas? Entre ellas hay una que todas las 



comprende, á saoer: que nuestros Juraaos, en general, no 
tienen cabal conciencia de su oficio, ni de su responsabili- 
dad abrumadora. Nada más esc~isable: para elevarse de la 
condición de simples ciudadanos ignorantes del Dereolio 
y de cuanto se refiere á tribunales, pruebas, combates ju- 
rídicos y sentencias, hasta el conocimiento de todas estas 
cosas y á la serenidad de jiiicio necesaria para condenar, 
por ejemplo, á muerte á un criminal, es menester un es- 
fuerzo intelectual y una fuerza de carácter extraordina- 
rios, ó, en su defecto, el hábito de juzgar. ¿Qué imaginan 
en las angustias de.la duda? Abstenerse; mas como estan 
obligaclos, bajo pena, & emitir su juicio, salen del conflicto 
por el camino de la absolución. Favorecen además este re- 
siiltado la piedad, por donde no suele venir el remordi- 
miento; los dulces sentimientos del hogar; las solicitaciones 
de la amistad, y también el temor á la venganza del conde- 
nado cuando salga de presidio, corregido y medicinado por 
la pena. Hablo expresamente de la ignorancia y del temor, 
porque en ellos hacen hincapié los informes de los Fiscales. 

¿Qué remedio poner á esto? ¿Encomendar al tiempo Iri 
educación de los Jurados? La razGn no es n-iuy científica, 
sobre que se corre el peligyo cle dentar con la impunidad 
la delincuencia. No pasaré en silencio la reforma que incii- 
can algunos de mis dignos subordinados. Demostrada, como 
se halla, la influencia de los convecinos en el cuerpo de ele- 
gibles, proponen que el J~irado se componga, sobre todo en 
la revista de las causas, de personas extrañas a la localidad 
y en ella desconocidas. Mas opónese esto, de todo en todo, 
á uno de los fundan~entos de la institución, que consiste en 
librar la justicia del veredicto al conocimiento personal que 
tengan del acusado, de su carácter, costumbres, posición so- 
cial, etc., sus con\-ecinos, siibitamente erigidos en jueces de 
sus actos. Por consiguiente, no cabe aceptar esta reforma 
sin tocar á la esencia del Jurado; pero es digno de notarse 
que la experiencia haya venido á calificar cle funesta cabal- 
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mente una cualidad de este organismo jurídico, que su teo- 
ría considera como garantía de la justicia. 

No sería imparcial si no añadiera á lo dicho la siguiente 
declaración que encuentro en la Memoria de uno de mis dig- 
nos antecesores: nCon tal imparcialidad aprecia los hechos 
el Ministerio público, que reconoce que en algunos veredic- 
tos absolutorios no puede atribuirse siempre Única y exclu- 
sivamente la responsabilidad al Jurado, sino que también 
hay que atribuirla, en casos determinados, á que las pregun- 
tas no se hayan presentado con la claridad, sencillez y or- 
den necesarios, para que el si ó el no con que ha de contes- 
tarse se pueda pronunciar con convicción y con acierto.), 

Irresponsabilidad de los Jurados. 

Lo peor del caso es que el Jurado suele ponerse en con- 
tradicción con la conciencia popular que encarna y repre- 
senta; porque prescinde en sus fallos de hechos perfecta- 
mente demostrados y hasta evidentes, sólo recusables para 
quien tenga interés en desconocerlos: á veces pronuncia la 
inculpabilidad á renglón seguido ,de haberse declarado reo 
el procesado. 

Hay más. La tenacidad del Jurado para abundar en su 
propio juicio, 6 insistir en su error, es, á veces, temeraria, 
Y no se achaque la palabra error á irreverencia, porque Ia 
propia ley me autoriza para pronuncialala. El art. 112, en 
que se establece la revista de las causas, es una solemne 
declaración cle la falibilidad de este Tribunal de hecho, 
como lo son para los de dereclio, los recursos de apelación, 
ó la segunda instancia en lo civil; pero de tal manera se 

- . halla escrito este precepto legal, que cuando se aplica, 
es punto menos que imposible duclar de la injusticia del 
veredicto. Es la revista coino un toque de atención, un 
llamamiento, casi tina súplica, qlie los Magistrados diri- 
gen al Cuerpo cle Jurados para que analice más y más el 



asunto y sc recqja para juzgar do nucvo a io mas insirno cie 
SU conciencia; y ft pesar do esto, por caso rarísimo, el se- 
gundo Jurado no oonfirina el veredicto clel primero. Llc- 
gado estc trance, puestos en repeticlo antagonismo cl critc- 
rio cle los Jurados y el del Tribunal clc cleieclio, ¿de paiute clc 
cuál de ellos se ponclr&n la razón jurídica y el sentido coinirn? 

Al investigar el origen cle este nlal, para l~uscnr la lila- 
nera de extirparlo, se tropieza con un obstticulo insuperable 
que obliga ri detener el curso de la investigación, nacla ine- 
nos cpie con el fundainerito de iinestro procedimiento criini- 
nal, el cual, B diferencia de las antiguas pruebas legales, 
sólo admite la apreciación cle éstas y cle los hechos, por Itt 

libre conciencia cle los juzgadores; dej~inclo, por consiguien- 
te, establecicla la irresponsahilidacl jurídica cle éstos, y lo quc 
es inás, hasta su misma infalibiliclacl. Funesta ha siclo en la 
historia del Derecho la prueba legal; pero, ¿por ventura se 
halla la cle conciencia exenta de peligro? Tiéllelos, sin clucla, 
para los Tribunales de clerecho, bien que inuy limitaclos por 
el saber, la experiencia y el amor B la profesión. En cuanto 
á los Jurados, Jueces cle un día, forzados á intervenir en 
juicios que para inuchos son prol~lcn~as con~plicadísiii~os, 
con tiempo apenas para meditar sobre ellos, y saliedores dc 
que su fallo es inapelable, é irresponsables siis personas 
por añadidura, con relación á éstos, rcpilo, la soberanía 
de la conciencia es un peligro para la jnsticia. Por lo mc- . 
nos, cuando se trate de Iiechos y pruebas evidentes, clebia 
prevenirseles cle alguna manera. Porq~ie es imposible tran- 
sigir con tainaño clesq~iiciamiento clel orden jurídico y so- 
cid: las exigencias de la teoría, el ciilto 5. 10s l~rincipios, 
el horror que la prueba legal prodiice á la sazón eii los es- 
píritus, el amor apasionado á una conc~nista logracla, coino 
la clel Jurado, tras infinitos afanes, nacla dc esto poclrri auto- 
rizar, ni legitimar jain6sJ la injiisticia clc iin vereclicto ú cle 
una sentencia: el juicio y los jiizgadores no tarclarían en scr 
escarnecidos y clesprcciaclos, 
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r a un r iscd se lia arriesgado en este camino, propo- 
niendo que la prueba fundada en cloc~~mentos oficiales é inL 
contestablemente fehacieiites, no pnecla ser destruida por 
la negativa del Juraclo. 

Tampoco aqiií se puecle dar vado la dificiiltad. Decir 
iIue los Jzirados son sólo responsables ante la opinión, es 
salirse de la tesis, hiiscanclo en el orclen inoral la solución de 
un problema jurídico. ¿Ni cómo podrá preocupar el fallo de 
la conciencia piiblica á Jueces cle oficio pasajero é intermi- 
tente, y nc~zsaclos por el simpAtico delito cle haber arrancado 
una presa á Ia justicia clcl Estado? 

Sentiría, contra mi propósito, recargar de sombras e1 
cuaclro. El mal no es, por forhina, universal ni irremedia- 
ble: de ordinario brillan en el Jurado la imparcialidad y la 
buena fe. Por otra parte, quizá el Ministerio pUblico puede 
scr en ocasiones juez y parte en este litigio: acaso inlliiga 
en toclo esto la insuficiencia, dcl sumario, amén [le otras cau- 
sas, fáciles de remover, que se espondrán más aclelante: 

, tal la convicción de los Jurados, por engenclrarse antes 
en el orden moral y dc las relaciones sociales que en el ju- 
i.iclico, se acerca inüs á la justicia absoluta cliie el criterio 
legal de los Mcq$straclos y de los Fiscales jqtziéii sabe!; tam- 
l~ién eso cle la incliviclualización del clelito puede ser de efica- 
cia suma, 'coda\-ía ni conocida ni j'izgacla. Siquiera funcione 
en el Jurado por representación, debe tenerse confianza en 
la conciencia popular. Como c~uiera, siendo el vicio á que 
vengo refiri6ndoiiic legalniente incurable, cleber es del Fiscal 
clel Tribuna1 Supreino llamar sobre él la atención de 10s le- 
gislaclores y del Gohierno cle S. 1\11. 

Influencia de los Abogados. 

En realidad, la prevaricación, si existe, no debe imputarse 
sólo á los Tribunales de hecho. Hay una conspiración con- 
tra la justicia de los veredictos, 5 cuya cabeza se han puesto 
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resueltan~ente los Ahogados de la clerensa. De un defecto 
ingénito adolece ese oficio nobilisimo, que consiste en su- 
bordinar, principalmente en el orden criminal, la justicia á 
los intereses que patllocina, hallándose en el triunfo intere- 
sados, al i p a l  del defendido, el Letrado defensor, esto es, 
su saber, su talento, su habilidad y hasta su fortuna. Adc- 

S más, tiénese generalmente por mejor Abogado, no al que 
defiende causas más justas, sino al que sale vencedor en el 
litigio: tan clifundido se halla este error transcendental, al 
que debe achacarse buena parte de los fracasos juriclicos, 
señaladamente en el derecho punitivo. 

En éste cosechan al presente miichos y fáciles triunfos 
los Abogaclos, cle clos maneras diferentes: preparando el Tri- 
bunal mediante las recusaciones y gestión cerca de los Ju- 
rados, y después influyendo en su ánimo y arrancándoles 
veredictos cle inculpabilidad 5 fuerza de habilidad ó de elo- 
cuencia. Tratándose de esta íiltiina, ¿quién se atreve á con- 
denar los triunfos hermosos y legítimos de la palabra 11u- 
mana? Sin embargo, en estas lides generosas y clramáticas, 
en que á veces la vida de un desgraciado anda en tela de 
juicio, suele triunfar el Abogado, pero no triunfa la justicia. 
Por punto general, el Jurado es a~iclitorio dispuesto a de- 
jarse impresionar y seducir por unri, oratoria menos sólida 
que brillante, y en ocasioiics siinplen~ente derlamatoria. Es 
fácil por extremo mover hondamente sus afeclou, ocuItanc10 
con cuidado el nervio de la lógica y con él l a  flaqueza clel 
razonamiento. De otra parte, la situación del Fiscal enfrente 
de la defensa, no es nada ventajosa: según un prejuicio, tan 
antiguo como absorclo, de nuestro Pueblo, el 2linisterio pii- 
blico, inenos es e1 defensor de la ley, y por ende de la socie- 
dad, que el enemigo sistemático del acusado, el represen- 
tante del dolor y aun del espanto que engendra la pena en 
espíritus débiles é ignorantes. Además, inienlras al Letrado 
defensor le es dado desplegar toda su f~ierza, servirse de 
cuantos recursos le ofrecen SU talento, su palabra y las cir- 



cunsrancias iiamacias uraburias, el Fiscal debe tasarse á sí 
mismo todo esto, encerrarse severamente en los terminos de 
los hechos y en el círculo que le seiialan los artículos de la 
Icy, cuiclanclo de no aumentar la pre~rención de los Jurados 
cun la viveza en el ataque, ni siquiera con el calor de la 
elocuencia: hasta he oído quejarse á muchos de ellos de 
la frecuencia con que á veces interviene en su peroración la 
campanilla del Presidente. De todo lo ciial resulta un obs- 
táculo más colocado en el camino de la justicia. Por desgra- 
cia, es imposible removerlo: porque imposible es también 
tasar, por ministerio cle la ley, ni seiíalar tampoco los limi- 
tes de la defensa. La  costumbre y acaso 13 índole del oficio 
han identificado cle tal modo al Abogado con su defendiclo, 
que apenas se comprende cómo podría encerrarse su labor 
generosa en los términos cie la ley ni tampoco de la justicia 
aljsolutn. Pero importa a1 que. suscribe establecer aquí dos 
cosas: primera, que en el coSnbate librado entre la defensa 
y la acusación, representada por el Fiscal, la balanza se va 
inclinando clel lado de? procesado; y segunda, que la eleva- 
ción y prestigio del Jurado no son obra solamente clel Código 
penal, ni de los Gobiernos, ni cle los furiciona~ios piiblicos, 
sino de tocla la sodedarl, y singularmente de la clase de 
Abogaclos, por tantos títulos ilustre y respetable. A ésta no 
entiendo dirigirle cargo alguno: sólo .expungo un hecho, y 

izo una institución. 

Criterio de los Jurados relativamente d los delitos contra las personas. 

También lainentan los Fiscrtles; con rara unanimidad, 
que el Jurado se inuestre sistemliticamentc blando y tolerante ' 

con los delitos contra las persontks, al pnsu quc despliega 
gran se~ericlacl al conocer clc los cometidos contra la propie- 
clad. La gravedad de esta cleri~rncia salta á la vibta; porque 
invirtiendo el ordeil eterno tle prelación establecido por la 
Naturaleza, antepone los ii~tereses seounclarios, representa- 



por 10b ~ l t ; i ~ t ; b ,  a, ius  más ilnpul.~a,r~lies de la viua uni\.ur- 
, á In existencia del hombre, persona sagrada clel Derecho, 
La explicación cle esto aflige y descorazona. Eviclente- 

inente, el individuo se halla menos expuesto que la propieclac1 
á los ataques de sus semejantes, porque, aparte otras razo- 
nes, ocupa menos lugar en el espacio y en el tiempo: por lo 
cual el temor de unti, acoiacticla janiás, eri circiinrlancias 
normales, fatiga nuestra imaginación, juzg,Encloiios de ordi- 
nario personalinente inviolables. No ocurre lo propio coi1 
los bienes, en los cuales pensamos de continuo y ciiya suertc 
nos preoclipa más que la de nuestra misma persona, por 
considerarlos más amenazados. Aplicando esta teoría á los 
Jurados, se coinprencle bien que al conocei. de un homici- 
dio 6 de un asesinato, den fácil entrada cn su corazón 5 
una pieclacl que, bien analizada, se parece á la indifcrencia; 
y no se con~prende menos que al encontrarse en presencia 
de una estafa, cle un robo, auncliie sea de poca iinpo~tancia, 
estalle en sil interior el temor, nunca clormiclo, por sus bie- 
nes preserites y fiihiros, y sc insinúe cn sil conciencia to- 
i~ianclo las formas de criterio cle justicia y viril defensa clc 
los intereses sociales. En esta situación de Bnimo, probable- 
inente no encontrarán severa la pena que, tomada clel Có- 
digo penal, asignen d procesado las conclusiones definitivas 
de los Fiscales. 

CTnase á esto que cl Jurado es nsiinisino l~iaclosu y tole- 
rante con los usui~paclores, sea cualquiera la forma de su 

. delito, de los biencs y derechos del Estado, y resultará, como 
consecuencia, la elevación del frío y mortal egoísmo & crite- 
rio cIe justicia. 

De desear es que tan grave mal desaparezca: ¿qué seria 
si no de la justicia social? De esperar e s  también que se co- 
rrija con la educación jurídica, porque todo él proviene de 
la imperfecta conciencia quc de su misión tiene el Jurado: 
con frecuencia, en sus tribunales sobra el hombre y falta el 

- juzgador. 



itorio del Jurado. 

inl;eresi 
i, dicha 

La distinción entre el heclio y el dereclio referente al jui- 
cio criii-iinal, en c~uc la razón juríclica ha abusado un tanto 
rlc S acl analítica, esparce cierta 01 zcl sobre la 
teori senta dificultades en la pr&cti las cuales 
ha>r quc transigir, reputánclolas como obligada imperfección 
de las cosas I-iumanas. Bluéstrase esto, sobre toclo, en las pre- 
guntas que el Presidente clel Tribunal debe forinular para 
quc cle la contestación á ellas resulte e1 veredicto. 

Haciendo gracia de una discusión general sobre el asunto, 
sólo me ocuparé en la primera, cuyo alcance dilucidan rnu- 

Fiscales. Puesto q i e  a grandeinente,'clicen, se- 
r el hecho del clerechc pregunta clebería formu- 

larse cle la manera siguiente : «Rilano jverificó el hecho.. . . .?. 
Y esto por dos razones: primera, que la pregunta así expre- 
sncla se ciñe más al liecho pun$le que la consignada en la 
ley; y segunda, que los Jurados ignorantes entienclen por la 
palal~ra culpabiliclncl, responsal~ilidacl, y recelando condenar 
en el primer paso cle SU juicio al acusaclo, sin poder rectifi- 
carse después, suclen, por esto solo, tomar el canlino más 
seguro y contestan negativamente. 

:s cle notar que en este punto tienen razón los ignoran- 
porcpie dan á la pa1abra czclpnble el alcance y valor que 

rie consuno le atribuyen el sentido común y la iclcología; 
porcliie c1ilpa y responsal~ilidacl andan cerca cle ser sinóni- 
mos, claclo cjue entrainbas palabras suponen el propio estado 
cle la conciencia moral. Los mismos comentaristas-de la ley 
del J~waclo confirman esta apreciación: alguno de ellos, muy 
il~ist~aclo y coinpetente, dcscoinpone la pregunta en cuestión 
en las dos siguientes: «¿Hay culpa en los actos del proce- 
saclo? ~1-Iubo intención de clelinc~uir en el procesaclo?~~ las 
cuales realmente expresan el mismo con~epto con palal~ras 
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u~ierentes. &UUUG "1 IIU contestar 5 C U C U ~ U I C X ~  LLG ~ J a s  en 
opuesto sentido, sin incurrir en contradicción? 

Además, frecuentemente el clefedo de las preguntas con- 
siste en formularlas en términos negativos, como por ejem- 
plo: ((Fulano ¿no tuvo neceiiclad de defenclerse?~ etc. De 
donde resulta que, sea cualquiera la contestación, no se 
puede averiguar cuál fiié la mente del Jurado. Esto, ade- 
más, es contrario al art. 76 de la ley. 

Por otra parte, los preceptos del arl,. 70 de la ley clcl Ju- 
rado, lio obstante su claridad y precisión, han ofrecido en la 
práctica clificultades tales, que acaso convenga reformar 

- el 1 je la misma. En efecto, los Presiclentes abusan, á 
ve la facultad que de formular preguntas les otorga la 
ley, "ullletienclo tantas á la cleliberación clel Tribunal de 
hecho, que vienen á constituir un problema cle dificil resolu- 
ción, aun para personas avezaclas á juzgar, cle lo cual puede 
ser ejemplo la causa de Saldaña, en que se formularon 97; y 
si á esto se agregacómo se mezclany barajan, cuando setrata 
de variedad de acusados ó de delitos, las preguntas á unos y 
á otros referentes, se comprender& bien que, en ocaé 
los veredictos no sean expresión fiel cle la justicia, pi 
mente por no serlo deLla mente de los Jurados; éstos se atur- 
den y confunden al apreciar cl alcance del interrogatorio, y 
cun~plen con el deber de votar sin plena conciencia de sus 
ac 

_..iveniencia del resumen del Presidente. 

Asunto de discusión es éste entre los Fiscales, del propio 
modo que en la ciencia procesal. En abono de la sinceridad 
con que aquéllos hacen el juicio critico clel Jurado, debo 
decir que la mayoría de cuantos hablan del resumen optan 
por la supresión, lo cual equivale á defender la autonomia 
de conciencia del Tribunal cle hecho y la pureza del sistema 
aousatorio; porque entrambos principios corren peligro de 



8er mermadoti, mas,que de proposlto, rata1 e inevitable- 
mente por el resumen presidencial. Débese esto á la difi- 
cultad de separar el hecho del derecho que invade todo este 
sistema de enjuicíar . 

¿Qué partido tomar en tamaña duda? Ninguno. Hay en 
la ley en cuestión más sabiclui*ia de la que pudiera parecer á 
primera vista. Su vaguedacl en algunospuntos es inevitab!e, 
supuestas, de una parte, la índole de la materia, y de otra, el 
p~.opósito de1 legislador de contar para aplicarla con la ges- 
tión racional y prudente de Jurados y Magistrados. Además: 
á mi juicio, lo que se teme clel resumen presidencial, lejos 
de perjudicar, favorece en alto grado al Tribunal de hecho. 
Aunque el pueblo español se hallara en sazón para ejercer 
las funciones sublimes de la justicia, siempre seria un peli- 
gro para ésta lo impresionable de nuestro carácter, amén 
de lo inseguro y circunstancial que de suyo es, por vicio 
ingénito é incurable, el criterio de la conciencia judicial. 
Sóbranle, no le faltan, á nuestro Jurado atribuciones y 
dereülios que necesita conocer y, sobre todo, respetar. ¿Que 
perdería, por consiguiente, con el auxilio y aun suavísima 
dirección que pudiera encontrar en el resumen? ¿No se ha 
dicho ya, discutiendo sobre datos de la experiencia, que la 
balanza cie la igualdad se inclina del lado de los procesados? 

Basta, pues, con la sincera aplicación de la Iey, cuyo . 

cumplimiento se ha encomendado en primer termino á los 
Presidentes, por lo mismo que tienen la obligación de exi- 

' girlo á los demás; pero si así y todo, por la propia natura- 
leza de las cosas, brota inevitablemente del resumen un vis- 
lumbre que g ~ ~ í e  la conciencia vacilante del Jurado, ¿qué mal 
puede haber en esto? ¿Qué perjuicio podría resultar jamás - para 61 ni para la sociedad? LO que importa es ampararle y 
protegerle para que viva. Eso, además, está consentido por 
la misma ley. 

Tratando de la Presidencia, no debo omitir que de su 
gestión depende en buena parte el éxito del Jurado. El in- 



de Ins : 

iistracic 
L--l--! 

terroga S, como se ha visto, cle imporlancia ,suma 
Porque ;oinciden y se arinonizail los dos elemento 
que la tauria ac: einpeiía en divorcias, el hecho y el dereclio, 
y porque además encierra en formas ~recisas  y inateiiiáticas 
lo vago y lieterogéneo que, cle ordinario, se enc~ientra en lodo 
acto criininal. Es menester, pues, que las preguntas suplan 
y remedien las oniisiones cle las partes; que en ellas se coii- 
tenga todo ciianto en el hecho cle autos haya y nada inbs 
de 10 que haya; que sean tan claras, sol~rias y concluyentes 
como se necesita para que 5 ellas ajusten y conformen los 
monosilabos del Juraclo, forma atrevida, por cierto, de con . 

denar 6 cle ahsoher, para cuyo uso legítimo se I 

siempre la evicleiicia; y es menester, por Ultin~o, ql 
rigir la disc~isión, el Presiclente se muestre canto, sincero 6 
imparcial. 

Tal es, Excmo. Sr., breveinente expuesto con relación a1 
Jurado, e1 resultaclo de la experiencia, y tal es asimisn-io 
clescleñanclo otras secunclarias, las reformas que, 5 mi juicio 
iiiil~arta proponer para salvar esa iiistitiición; cuya índole se 
inuestra conforme en alto grado b Ia iiaturalczn huinana, 
cuya inanera de fiincionar es aclecuacla k la organizacióii 
politicn sociedac -lemas, g cuyas -\-enLií,jas para 
Ia adinir 511 cle ju ~n incontestables, y en Espam, 
1nayore$ I , U U ~ \  la qtie SUS ~li~;uiivenientes. Que el Jiiraclo clebe 
~ iv i r ;  que para ello conviene refoi.niarlo, y que en su conser- 
vación se hallan empeñados 10s intereses públicos y el Iionor 
de nuestro Pueblo, es e1 parecer moclesto y la profunda con- 
vicción del que suscribe. 

zies inoc 
sticia sc 
- - - - - .. - 



CAPÍTUI,~ ADICIONAT, 

\dministración de justicia en Ultramar. 

Á Juicio clel exponente, cjuedaría esta Alen~oria capricho- 
saiiiente mutilada si no se tratara en ella cle dicha adininis- 
tración, á lo cual se halla además obligaclo por mandato de 
la ley. 1ndi~ai.á~ pues, lo más importante, consiiltando la 
brevedacl c~tic ya.con evidencia se Ie impone. 

Ante todo 111; complazco en consignar que, segiin el in- 
fnriiic de los Fiscales de las Aucliencias de Cuba y Puerto 
Rico, el juicio oral >r píiblico va arraigando en aquellos t e  

' rritorios, del propio modo que en la Península. 
Cuanto á 13 gestión de aquella parte clel Ministerio pú- 

blico, clcbo hacerine cargo de la opinión y conclucta de algu- 
nos FiscaIes, nada conformc con el espíritu y letra cle la ley. 
i2costuiill~ran aquéllos á presentar ante los Tribunales con- 
clusiones provisionales absolutorias, trastrocanclo así, y aun 
anulando por completo, el sistema acusatorio. Según éste, 
sólo en dos momentos, muy clesemejantes por cierto, se 
puede proponer la inculpabilidad del procesado; 6 antes 
del juicio, mediante el s~b~eseimiento, ó después de aquél, 
en las conclusiones definitivas y próxima ya la sentencia. 
Porque tal sistema se funda en el combate, determinado 
sien~pre por la acusación, y en la igualdad para las partes de 
los nledios de ataque y de defensa: y bqué se va á discutir 
faltanclo la tesis, ó sea la aciisación? Nada, por faltar la base 
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del juicio: desde aquella puede llegar ei r'iscai a la absolu- 
ción, reformando sus conclusiones, en vista de las pruebas; 
pero no al contrario. 

iño absurdo, si prevaleciera traría consigo 
yor, la indefensión inevitable usado. Con el 

L LKL LU J e  éste, únese al priilcii~io el dt;l I. iaun1 -*--sto que 
;ióri; pe ico 1110- 

, se enc 3iibita é 
inopinadamente con una acusación, para la cual no estaba 
preparado, y sin armas para la luclia, por no haber hecho á 
tiempo su contrario la enuineración de las suyas. 

Otro abuso hay que corregir en Ultramar. El rec 
casación por qiiebrantainiento cle forma procede cu 
Tribunal condena por un delito más grave que el contenicio 
en la acusación. Sin embargo, algunos Fiscales han clejado 
de prepararlo, no sólo en el caso previsto por el art. 912 del 
Código 1 in el más grave : haber 
cia cond &aria á la absc pedida 
conclusiui~as ustiaiaa uefinitivas. Siendu p~l~~t i ipio  funudiriaii- 
tal, como se ha dicho, que no hay condena posible sin acu- 
sación, el Ministerio público tiene el deber de amparar los 
fueros de la ley, interponiendo en tales ocasiones el recurso 
en la forma, aunque no lo haya heclio el procesado. Y nótese 
que la ley dice delito más graven, es decir, que no se re- 
fiere á pena inayor dentro de la misina transgresión califi- 
cada, porque en este caso sólo  r roce de el recurso por in- 
fracción de ley. 

También es digna de atencidn la manera de redactar sus 
sentencias las Audiencias y Juzgados de Filipinas, Cuba v 
Puerto Rico. La ión con que se detallar 
tandos las decl es de procesados y t 
otras diligencias de la causa, copiándolas íntaarda a vaties, 

convierten las sentencias en verdaderos apuntamientos, no 
concretándose, en cambio, en la mayor parte de los casos, 
los hechos que el Tribunal sentenciador estima ciertos entre 

senten- 
en las 

A---- 
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los coinyrendidos bajo la declaracibn de p~obados ,  no obs- 
iante la manifiesta contradicción que suele existir entre unos 
y otros; todo lo cual produce verdadera confiisión, haciendo 
sumamente difícil en casación el formar juicio acerca del 
acierto con que la Aucliencia ó Juzgado haya procedido, 
según se trate de causa de antiguo 6 nuevo procedimiento, 
91 calificar los ~lelitos y dclerininar la respon~ahilidacl de los 
~u.occsndos. 

El Tribunal Supreino, Ilainaclo Q fijar la verdadera inte- 
ligencia de los prece1)tos legales, lin reprobado, con repeti- 
ción, ese lwurito cle ncun~ular en Ins I-'Lcsultandos la reseña 
minuciosa de las nctuaciones. Baste recordar, por sil ~ o s i -  
Lira iinl?ortancia, la sentencia cle la Sala Ya del citado Tribii- 
nal de 13 de Abril de 1587, en la cual, tratándose de una 
causa de pena cle n-iuerte, estimó que la Audiencia senten- 
ciadora, por rcdackir los Resultandos en la dicl-ia iurina rle- 
fectuosa, quehrn,ntG las foriiinr del juicio, haciendo proce- 
tlente la casación que Ia ciliicla Sala liubo de ncoi.dar; á lo 
que debe añadirse que csa tloctiinn 113, sic10 confirinada cli- 
rectanleiite por la iilisina Sala en sentencias de 25 de Octu- 
bre y 25 cle Woriembre de 1590 y 19 cle Junio de 1891, é in- 
clirectanmnte por la Sala 3." en -ci-ilencias de 25 cle Febreiao 
de 1891. - 

este defecto traiiscendental cabe poner remedio reco- 
meildando 6 IosFiscaIes, coino esta Fiscalía se lo recomienda, 
que cuando se les notifique una sentencia contraria en su 
redacción, por exceso ó por defecto, á los preceptos del ar- 
ticulo 51 de la ley grorisional para la aplicación del Código 
en Filipinas, ó al del 142 cle la de Enjuiciainiento criminal 
de Cuba y Puerto Rico, interpongan recurso de casacióri 
por quebrantamiento de forma. De esta inaneru, la acción 
~igilante dcl Ministerio público contrib~iirb á establecer 
la unidacl cn esta maleria: con lo cual se proniueve el 
prestigio de las resoluciones judiciales y la exacta obser- 
vancia de la ley. 

5 



A pesar de haber tratado á la ligera de tantos y tan iin- 
portantes asuntos, fhltaine espacio para continuar ini expo- 
sición. Nada dir6, pues, de las cuestiones prejucliciales, cuya 
eficacia queda sin garantías por no liaber nada estableciclo 
respecto á la forma y tiempo oportuno de pi.oponerlas; por 
lo cual, acaso convcnclria nclicionar los ai~ticulos 666 y 548, 
número 3." cle la ley procesal, á fin de que cliclias cuestiones 
sean objeto de un articulo de previo y especial pronuncia- 
miento y den lugar los autos en qiie se resuelvan al recurso 
de casación. Nacla tainpoco de las gra17es consecuencias que 
5 veces trae consigo el auto denegatorio clel procesamiento: 
tras de él suele transparentarse la ctilpabiliclacl, y, sin em- 
bargo, viene la impunidad con el sobreseiiniento libre, cIue 
necesariainente se iinpone por no liaber persona acusacl,~ 
ni juicio oral posible. Cuando para evitar esta injusticia son 
inútiles los recurvos orclinarios, ¿por qué no autorizar el 
de casación? 

Queda también, por falta de espacio, fuera de este cuadro 
la materia civil, en que largamente, se muestra la acción 
tutelar y salvadora del Ministerio público. No siendo posible 



liinitarse 5 iileras inclicncioilcs sobre Ins iniportanl,es cues- 
tiones que ese orden jurídico coiiiprende, el que susci~ibc. 
tratará de ellas en ocasióri más propicia, clirigié~~close á sus 
subordinados ct~ando el asunto se refiera B doctrina ó línea 
de conducta, !r cuando á reformas, elevando á V. E. respe- 
tuosa exposición. 

Madrid, 15 dc Septiembre de 1892. 





. CIRCULAR 

El Excmo. Sr. Ministro de Gracia y Justicia ha comunicado 
á esta Fiscalia, con fecha 12 del actual, la Real orden siguiente: 

«Excmo. Sr.: La frecuencia con que en  el transcurso de pocos 
dias se han siicedido los accidentes en las vias fkrreas, crea un 
estado de iiitranquilidad en las familias y de alarriia en la opi- 
niún, bastante para que el Gobierno de S. M. se considere en el 
deber de llamar la atenci6n de V. E. sobre tales siniestros, que 
tanto afectan al interbs social y tan tristes 15 irremediables con- 
secuencias producen. 

A este propGsito y para que la acci6n de la  justicia se haga 
sentir con el rigor que la importancia del asilnto exige; 

S. M. la Reina (q. D. g.), Regente del Reino, en nonibre de su 
Augusto Hijo. ha tenido ti bien disponer que, usando V. E. de 
las facultades qne la ley atribuye a su alto cargo, comunique 
con la necesaria urgencia las órdenes que coiisidere oportunas 
al Ministerio fiscal de las Audiencias, 6 fin de que sus funciona- 
rios procuren con todo celo y diligencia la  formación y ripida 
sustanciaciGn de los sumarios cuidando de inspeccionarlos con 
actividad y perserverancia, sin que o ~ i t a n  medio alguno legal 
qiie conduzca B esclarecer los hechos y á hacer efectivas todas 
las responsabilidades, así las directas de los funcionarios negli- 
gentes, como la subsidiaria de las Empresas para el resarci- 
miento de perjiiitios. 

De Real orden lo digo á V. E. para su conocimiento y efectos 
qiie procedan. Dios guarde á V. E. muchos años. San Sebastián 
12 de Septiembre de 1592.= Vz'llnz;erde.=Sr. Fiscal del Tribu- 
nal Supremo.» 

Al dar á V. S. conocimiento de la precedente Real orden, no 
son necesarias consideracioriee extensas para que se persuada 
de su importancia y de la necesidad en que todos nos hallamos 
de contribuir a que lo que en la Real orden se dispone sea con 
celo y diligencia cbmplido. 

En los siniestros ocurridos en las vías férreas se ha  cuidado 
y debido cuidar siempre, por los funcionarios del Ministerio fis- 
cal, de no perder de vista el sumario, fin de que no se paralice. 
un solo día, y de que se justifiquen desde el primer momento 



todas las circunstancias del hecho, que c,onduzcan k que las di- 
versas responsabilidades sean l~ien depuradas y conocidas. 

Aiinqiie en este sentido se han dado instriicciones parciales 
cuando ha sido oportuno, como los descarrilamientos g los cho- 
ques se repiten, por desgracia. con l~ai*tn frecuencia, cree esta 
Fiscalía conveniente llamar la atencidn cle V. S. y hacerle algu- 
nas advertencias, para que desde el iiistante en que tenga noti- 
cia de un siniestro obre con celeridad y presteza, y sepa desde 
luego cciil es la conducta que tia de seguir. 

Es sabido que dentro de las atribuciones del Miiiisterio fiscal 
no esta la cle adoptar medidas de previsidn y biien orden para el 
servicio de las líneas férreas: pero preciso es tcner presente que 
esas disposiciones existen: como lo demuestra nliiy especialinente 
la Ley de policía de los ferrocarriles de 23 de Norieinbre de 1877 
y el Reglamento para su ejecucidn de 8 de Septiembre tle 1878. 

El objeto de estas disposiciones es evitar riesgos, exigiendo 
que las líneas estPn bien reparadas g el servicio en todos sus de- 
talles perfectamente regularizado Si esto sucediera y las medi- 
rlas de pi*e-risidn se cumpliesen exactamente, los siniestros serían 
muy raros y contados. Pero comv el olvido rle lo que con 1-epeti- 
ri6n estii ordeiindo se:c quizhs lo que motiva 6 pieda ocasionar 
que los descarrilamientos ocurran y que se lamenten desgracias. 
&S irnportantisinio que en el sumario quede bien determinado .v 
probado si las líneas esthn en  buen estado y si el servicio se 
realiza con las previsiones exigidas por las leyes g reglamentos 
vigentes. C,uando asi no reuiilta, las faltas se agravan y las res- 
ponsabilidades aumentan. 

Xecesario es recordar también que, á. n1As de las penas ii que 
sojeta el Cddigo it los que con intención 6 por imprudencia cau- 
san un daño, hay ciertos hechos que estkn rleterminadamente 
castigados en los articulas contenidos eil la ley de 23 cle No- 
viembre de 1877. En la expresada ley, con especialidad en el tí- 
tulo s.', se reprimen los hechos que contribiiyan 6 puedan con- 
tribuir ti poner en riesgo la marcha y la  seguridad de los trenes, 
porque estos atentados es de estricta justicia castigarlos con todo 
rigor y severidad. 

Debe tambiCn ser objeto de las indagaciones del sumario el 
justificar si el üiniestro procede de descuido de los empleados, de 
falta de vigilancia sobre los mismos, y hasta de omisiones de los 
que tienen el deber de inspeccionar las líneas para hacer que se 
conserven debidamente reparadas. 



Torlo lo liasta aquí indicado es preciso que conste, porque asi 
se podran imponer y exigir con pleno conocimiento las respon- 
sabilidades directas y subsidiarias, que procedan legalmente, ya 
a los que a1)andonaroil 6 descuidaron el servicio, ya 6 las Empre- 
sas que, segiin los artículos 18 al 21 del Cbdigo penal, deben in- 
demnizar, cnando la ley lo ordena, los daños que causan en el 
desempeño [le sus cargos los empleados y dependientes que las 
sirven. 

Es, sin duda alguna, de althima importancia para dar segu- 
ridad ciiantos utilizan los ferrocarriles, que cuando los Tribu- 
nales est6n llamados k conocer de los hechos. sea el Ministerio 
fiscal celosísimo, inspeccionando los sumarios directamente con 
el prop6sito de que no se omita nada que convenga y sea iItil, 
para fallar después con justicia De esta manera, los fallos d a r h  
trancluilidad al público g liar611 que los que olviden 6 piensen 
olviclar las disposicisnes de previsGn y pridencia adoptadas, se 
esfuercen en ciimplirlas, porque las resoluciones de los Tribu- . -  - 
nales venclrhn 6. fortalecer eficazmente las expiesadas disposicio- 
nes, consigui8ndose de este modo que nadie mire con indiferen- 
cia el exacto cumplimiento de sus respectivos deberes. 

Confiando en el cclo reconocido de V. S., y para que el pii- 
hlicc; adquiera la persuasiún más firme de Que el Ministerio fis- 
cal, sin contemplación alguna, rela y velará por su seguridad y 
por la recta aplicación de las leyes, espero que V. S. contribuirá 
eficazmente que la Real orden de 12 del corriente sea puntual- 
mente observada, teniendo para ello muy presente las instruc- 
ciones contenidas en esta circular, y obrando en todos los casos 
con la mayor actividad g rectitud. 

Dios guarde á Y. S. muchos años. lfadrid 22 de Septieinbr~ 
de 1891.-Jann de Za Concha G'nstnlíeda.=Sr. Fiscal de la 
Audiencia de.. . . . 



CIRCULAR 

Colocado por gracia de S. M. ia Reina Regente b la  cabeza del 
Ministerio fiscal de la  Monarqufa, ciín~pleme dirigir mi saliido & 
los dignos funcionarios que lo ejercen. 

Apenas posesionado de mi cargo, y no hallhndomc solicitaclo 
6 tratar de asunto alguno concreto por ninguna exigencia del 
servicio, s61o añadir8 b lo dicho brevísimas consicleraciones so- 
bre la índole de la  institución que TT. S. representa y personifica. 
No juzgo ciertamente ocioso, ni  aun liablando con V. S., que 
tambikn la conoce, tratar ahora de su importancia; pues por lo 
menos sera esto motivo para que yo declare el alto concepto que 
de ella tengo, el respeto que ine inspira y ini firnie propósito de 
contribiiir, en la medida de mis fuerzas, á su mayor brillo y es- 
plendor, cosas ambas inseparables del provecho de la sociedad 
y del Estado. 

Porque, no ya el provecho, sino la existencia de una y de 
otro, hillase en buena parte encomendada al Ministerio fiscal, no 
sdlo por la actividad p energía que imprime, en el sumario y 
fuera de bl, ii la admiiiistraci6ii de la jus1,icia criminal y civil, 
sino B causa del amparo que presta B todos los intereses legiti- 
mos. Respecto á lo primero, 6 sea h su eficacia como organismo 
jurídico, nada hay que aíiaclir & cuanto declaran las Leyes Orgá- 
nica. del Poder judicial y de Enjuiciamiento civil, principalmen- 
te en todo el capítulo 12, titulo 20 de aquClla, y en el art. 1.782 
de 8sta;. en virtud de lo segundo, el Ministerio fiscal adquiere 
cada día importancia social extraordinaria. A sil continuo ha- 
tallar contra el mal y contra el delito, mediante la acusacidn 
y la querella, fia el Estado la vida física y moral de los ciudacla- 
nos; es decir, el principal de toclos los derechos, tras del cual 
figura en segundo tkrmino, con ser tan importante, el orden ju- 
rídico civil; y no menos mantiene la paz pública, facilitando la 
sanci6n, sin la cual el Derecho no existiría, hoy, sobre todo, en 
que, debilitados los prestigios histbricos y sin energía la  concicn- 
cia moral, va siendo la fuerza hase principal de la  sociedad y el 
temor del castigo el estímulo mis poderoso para el cumplimien- 
to de las leyes. Todavía va m&s allá, dado que no se limita su 



acción & denunciar, perseguir y calificar el  delito, sino que le pre- 
viene con su  intervención obligada en favor de los juridioamente 
incapacitados. Y si Q esto se une su alta inspección y vigilan- 
cia sobre el cumplimiento de las leyes procesales y aun de las 
llamadas en l a  Escuela sustantivas, resulta evidente l a  impor- 
tancia capital del Ministerio pdblico, verdadero balnarte de los 
derechos sociales. 

Todo lo cual cnmple y practica de manera conforme &los tar- 
dIos, pero positivos ailelantos de la ciencia y de los modernos 
Códigos penales. Abierto ya el secular santuario de la  justicia, 
los Tribunales van lentamente esparciendo por toda la sociedad 
el culto del Derecho y l a  gravedad de las funciones judiciales, 
recibiendo en cambio de la conciencia pública, con la institución 
del Jurado, un sentido más humano del delito y de la pena; g 
para que el tránsito de la antigua il la nueva forma de enjuiciar 
se verifique sin esfuerzo, y no se malogre totalmente esta refor- 
ma, que nadie-puede en absoluto condenar sin haber perdido l a  
fe en el progreso jurídico, sirve A maravilla el Ministerio fiscal. 
Piíblica es su accibn, ni más ni menos que la de los ciudadanos; 
como ellos se querella; representante de la sociedad le apellida 
la ley, y en lid franca y abierta, y teniendo en cuenta pruebas 
derivadas del curso natural de la vida, confirma 6 rectifica sus 
concliisiones sobre la delincuencia y el castigo. De tal manera 
su influjo educador puede contribuir &formar el criterio juridico 
de la sociedad. 

En vista de esto, fácil es calcnlar á cuSnto no estarBn obliga- 
rlos los dignos funcionarios del Ministerio phblico. Llamo sobre 
lo que voy diciendo su atención, no porque V. S. lo desconozca, 
sino para que sienta más vivamente la satisfacción que debe pro- 
ducirle el cumplimie.ito de.tan altos deberes. Para llenarlos, no 
seria suficiente la ilustración si no anduviera acompañada de la 
perseverancia, energía, imparcialidad g demás virtudes públicas 
y privadas, necesarias para irispirar confianza á nuestros conciu- 
danos, recibir de 6110s espontiineo concurso en la persecución de 
los delitos y lograr en definitiva la  aureola de prestigio y respe- 
to que debe rodear b la BIagistrdtura. Una cosa basta para con- 
seguir todo esto: el amor á la  institucihn, 6 sea la conciencia de 
los elevados oficios del Ministerio fiscal, especie cle sacerdocio, 
cuya profesión demanda it vcces hasta el sacrificio, y siempre la 
voluntaria subordinaci6n al hien pdblico del reposo y de los in- 
tereses particulares. 

\ 
li 



La atmósfera en que él ~ i v e  tlebe ser nlas pura que íbqoPlla en 
que se agitan y cliocan las pasiones humanas, siquiera sean 8s- 
tas tan nobles como son, de ordinario, las que engendran la vida 
politica y las aspiracioiies de siis partidos. 

En medio de ella estii, con esas pasioiies Iiallase eii re l~cidn 
por ministerio de la ley, la Nagistratura; mas por lo mismo debe 
cuidadosamente c ~ i t a r  su contagio, porque si no lo evitara se 
perdería toda esperanza de remedio, procurando domarlas g co- 
rregirlas con la severa aplicacióil de la ley, h fin de llevar & la 
esfera política, en 10 que atañe al goce de los derechos, el orden 
7 el sentimiento de justicia que gohiernaii la vida civil. 

Cuanto llevo expuesto, repito, no es cosa nueva para V. S. No 
lo digo para su ilustración, ni como regla de su condiicta, por 
las cuales le felicito; el objeto de esta circular es más bien esta- 
blecer, desde ahora, entre todos los representantes de esta insti- 
tiición, cierta corriente de simpatía, uiia comiiniclad de senti- 
mientos, de ideas y de principios, verdadero espíritu vivificador 
de lo que se ordena en el capítulo 13 de la Ley Orgánica del po- 
der judicial, bajo el epígrafe de: Zh~ickcd y drpendet~cin, del 1717- 
nisterio fiscal. 

Dios guarde k T. S. muchos aiios. Madrid 6 de Diciembre de 
1891.-Rnfae7 Co~rcle y L7t47wc= Sr. Fiscal de la Audiencia de ... 



CIRCULAR 

Habiendo dirigido á este Centro el Fiscal de la Audiencia de 
Chceres una consulta de grande importancia para la  adminis- 
tración de la justicia, esta Fiscalía publica la contestación eri 
forma de circular, para que sus conclusiones sirvan de norma 
de conducta b todos los Fiscales. Diclio docuniento es el si- 
guiente: 

kl Fiscal de la Audiencia de Cáceres: 
Para contestar ü la consulta que V. S. me ha dirigido, con- 

viene transcribir aquí, consignAndola como obligado preceden- . 
te, la narración del hecho que la motiva. 

<<En 29 de Eriero de 1870, dice la  comunicaciún de V. S., se 
ciid comienzo por el Juzgado de piimera instancia de Plasencia 
it la instrucción de un siimario con motivo de la  muerte violenta 
de D. Diego Jiilibn de Paredes. Por sentencia de esa Audiencia 
de 39 de Noviembre de 1872 fueron absueltos de la instancia los 
procesados. En 10 de Enero de 1891 abrióse nuevamente el su- 
mario contra los mismos, A virtud de nuevos cargos; y en 24 de 
Dicienibre ultimo, dicho Juzgado, de acuerdo con el Ninisterio 
liscal, en primera instancia sobreseyú libre y totalmente, fun- 
dandose en que la declaración hecha en leyes posteriores de que 
la absolución de la instancia lia (le entenderse siempre libre, 
debe tener efecto retroactivo.)) Y elevada l a  causa b esa Xudien- 
cia en consulta de tal resoluci6n, V. R. me pide instrucciones 
para arreglar á ellas su conducta, con tanto mayor motivo 
cuanto que en  el seno mismo de esa Fiscalía se sustentan opi- 
niones encontradas. 

Por mi parte no puedo menos de aplaudir el sobreseimiento 
del Juzgado de Plasencia y aprobar el acuerdo del Fiscal. Mas 
como la cuestión es g r a w  y de s ima  transcendencia, considero 
necesario exponer brevemente los fundamentos de nii opinidn. 

No hay regla jurídica más limitada por justas excepciones 
como la tan conocida Las kyes no tienen efecto ~etroacli.oo: 
Iiasta el punto de ser clificii á veces consignar si ella es regla 6 
excepción de la doctriila contraria. Inventada para defensa con- 
tra le&isladores arbitrarios y como freno de los mismos. va que- 
dando vacía de sentido B medida que las leyes son mas justas y 



racionales, y al paso que la nocidn del tiempo, aplicada á la 
eficacia de las legislaciones, va cediendo el puesto A otro crite- 
rio más amplio y menos histdrico y circunstancial, B saber: el 
bien de la sociedad. No parece, pues, exactaineiite aplicado el 
coucepto de la retroacción f~ la vida de las leyes. Estas no retro- 
ceden realmente, sino más bien, corregidas por la ciencia, apli- 
can L lo que resta rivo del pasado, como sifuera presente,los 
dicthmenes de la justicia. En tal principio se inspiran nuestros 
CiSdigos modernos. El civil, coi1 la  sobriedad propia de un pre- 
cepto con pretensiones de universal y la cautela que para su 
aplicacibn exige la indole de esa esfera juridica, dice en su ar- 
ticulo 3 . O :  <Las leyes no tendrán efecto retroactivo, si no disgzc- 
sieren lo contrario*, consagrando así solemnemente la idea de 
la  retroacci6n, y en el orden criminal, verdadero campo del de- 
recho, en el cual su  aplicación es más fácil y sencilla, donde, 6 
vulnerado por el delito, 6 indemiiizado por la  pena, aparece 
siempre claro y evidente en el hecho jurfdico, el Código penal 
declara en su art. 23, complemento de1 22, que aLas leyes pe- 
nales tienen efecto retroactivo en  cuanto favorecen al reo de un 
delito d falta, nzc?¿ cuando alpuálicarse apzcdZlns hubiese recaido 
sentencia $?me y el conde~ado rstzc.aiese canzpliendo ln condena. » 

Basta aplicar esta doctriiia al hecho en cuestión para que 
aparezca conforme a derecho el sobreseimiento del Juzgado de 
Plasencia, puesto que evidentemente favorece & los acusados el 
no abrir contra ellos un juicio en realidad concluido, aunque 
otra cosa diga la sentencia de 29 de Noviembre de 1872. Cabe 
oponer B esto el desamparo de l a  sociedad interesada en que el 
delito no quede impune; pero ese interés, para ser legítimo, no 
consiste tanto en el castigo del culpable, cuanto en no estable- 
cer para una persona el ahsurdo estado juiidico de indefinida 
acusación, en no destruir en su daño la presunción de inocencia 
que milita en favor del acusado mientras no se pruebe su  ciilpa- 
bilidad, y en mantener en la contieiida planteada por el delito 
entre el reo y el poder social, l a  igualdad de los medios de de- 
fensa que proclama el derecho moderno. Tal es el dictado de la 
justicia. 

Por otra parte, la absolución de la instancia es una corrup- 
tela condeliada hoy unanimemente para bien de la  sociedad y 
prestigio de los Tribunales. Kacida & espalclas de la ley en Bpoca 
remota de la historia, apenas alcanzan á excusarla las deficien- 
cias de un procedimiento inhumano, la penuria de medios pro- 



batorios, los escrdpulos de una conciencia insegura en los juz- 
gadores, q u i d  la  falta de diligencia para allegar el mayor nfi- 
mero de elementos de convicción, favorecida por la irresponsa- 
bilidad de una sentencia baldía, y, sobre todo, el prejuicio sis- 
temitico de culpabilidad contra el procesado, que por siglos do- 
minó en el sistema de enjuiciar; que tales debieron ser los ori- 
genes de ese linaje de sentencias. Oponianse Bstas, por consi- 
guiente, de todo en todo, nuestra antigua y venerable legis- 
lación, que en las Partidas 3." y 7.' ordena al  Juez dar por 
quito en la sentencia al acusado contra quien no haya pruebas 
claras como la luz; por lo cual ninguna ley le di6 asilo en sus 
preceptos, aunque, por dnica excepción, la acepte de manera in- 
directa la Orgánica del Poder judicial; no habiendo pasado de 
ser, por consiguiente, mera práctica de los Tribunales. Neg2i- 
ronle asimismo su autoridad, no meutándola siquiera, el Regla- 
mento para la  administraci6n de ju~ticia de 1835 y la Ley pro- 
visional para la aplicación del Cúdigo de 18.30, no obstante ha- 
ber introducido en el Enjuiciamiento criminal reformas trans- 
cendeiltales. Sin enll~argo: proporcionado B este desdén de la 
ley ha sido el arraigo en la prkctica de la absolución de la ins- 
tancia. Aún persistió eii ella, & pesar de haberse publicado la 
ley de 1870, según la cual la sentencia debe siempre absolver 6 
condenar; y después de promulgada la de Enjuiciamiento de 
1872, que terminantemente la proscribid, todavía fué preciso 
que el Tribunal Supremo aciidiei«. eii auxilio de la  ley desobe- 
decida, casando en los aílos 1875, 76 y 77 todas las sentencias 
pronunciadas en dicha forma. Por illtimo, la ley vigente de 1882, 
consignando en su art. 144 que la absolución se entender& libre 
en todos los casos, prohibe expresamente la de la  instancia, 
como ya lo hicieron la de 1872 y la Compilaciún. No se limitó ti 
esto el legislador, sino que al  dar cuenta en la exposicióii de los 
inotivos de sus reformas, condena con frases enérgicas la abso- 
lnciún de la instancia, lanzando sobre ella el anatema de la con- 
ciencia juridica. 

Y no anduvo por cierto escaso de razón dicho legislador al  
temer que, asi y todo, volviera ese abuso, m&s 6 menos disimu- 
ladamente, & ingerirse en las prácticas judiciales; porque 6 esa 
iugerencia equivale todo propúsito de abrir un proceso absurda- 
mente siispendido, como el frustrado ahora por el Juzgado de 
Plasemia. Si esto se permitiera, se devolverfa el ser 4 una insti- 
tución muerta para siempre, ~freci6ndole ocasión de producir 



los funestos erectos que determinaron su desapa.~ición, y queda- 
ria adembs incumplido el art. 144 de la ley procesal, el c:ial 
condenó, no ya la mera Mrmula de la  sentencia absolutoria de 
la instancia, sillo el fondo (le injusticia que para el acusado en- 
trnñan sus consecuencias. 

Cual sea ese fondo de injusticia, si nadie puede ocultitrsele. 
La absolución de la instancia destriiye, en efecto: la base racio- 
nal del procedimiento: consistiendo Bste enprocurar, mediante la 
pena, la reintegración del derecho ofendido por el delito, se alrju. 
indefinidaineiite el moniento de conseguirlo al quedar en manos 
del acusador la facultad de interrumpir, prkimo :L su termino, 
el plazo de la  prescripción, como ha ocurrido en el Iiecho de 
autos en que me ~roy ocupando. Cuanto al Tribunal, autoriziL- 
bale dicha corruptela b no juzgar eu definit,iva, 6 sea, h faltar al 
más sagrado de sus deberes; y respecto al procesado, olvidando 
el conocido apotegma actore no7z21ro6nn/c vrvs cst absolce?~dt/s. 
se declara ~enc ido  al segunclo antes (le acallar la lucha, suspen- 
dese en su daño buena parte de la vida civil, abrilmasele con las 
molestias y angustias de u11 largo procedimiento, y cuando yil 
al t8rmiiio de tan laborioso viaje espera la certeza de sil destino, 
se le impone, afectando no ser definitiva. la  sentencia, una pena 
infamante: el deshonor que fatalmente resulta de aplazar el fallo 
verdadero, por no resultar probada, ;L sntisfi~ociói~ del jrizgador, 
la inocencia del acusado. 

Y todo porque, Iiabiendo echado cle ver durante siglos el Es- 
tado y la conciencia social la  insuficiencia de las leyes procesa- 
les para realizar la  justicia, en Tez de reformarlas, como era su 
deber, caygaban sobre el procesado, con la absolución de la  iris- 
taucia, la responsabilidad y consecuencia de su error 15 de sii 
abandono. 

Opónese si lo clicho el respeto debido á. las resoluciones de los 
Tribunales: pero si tal raz6n fuese valedera, resultaría de todo 
punto imposible la mejora de las leyes, en cuya virtud las nue- 
vas derogan las antiguas b titiilo de pe judicinles, sin que esto 
ceda en desprestigio de quienes las aplicaron. Por ventura, jcabe 
argüir de arbitrarios a los Jueces que practicaron en su día las 
pruebas legales del tormento 6 de la confesi6n con cargos? 

Pero entonces, se dirh, queda libre el proccsado, sin que nin- 
giin Tribunal pronuncie la sentencia aholutoria; y lo que es 
peor, pueden tambibn quedar impunes los m6s graves delitos, lo 
cual equivale it negar la organizacicin y atribuciones de la jus- 



ticia social. Cierto: la absol~ición. en casos tales, brota espontL- 
neamente del fondo del asunto; de la misma naturaleza de las 
cosas, mLs poderosa que la voluntad de los hombres, cuyas de- 
ficiencias corrije L veces por manera extraordinaria, como lo 
hace en esta materia por medio de la retroactividad. Bien mira- 
do, nada tiene esto de extraño en el derecho procesal, porque la 
absolucidn libre nace tambien por su propia virtud del mero 
tracto del tiempo en la prescripci6n del delito y de la  pena; pro- 
funda teoría y precepto del Código penal, que de una parte de- 
clara noblemente la  imperfección de las instituciones liumanas, 
y muestra de la otra la  equidad, sabidnria y altísima prudencia 
de la ley. 

Cuanto L la impunidad, s610 dirk que el dereclio penal vive 
entre dos abismos, la absolucicin del culpable y el castigo del 
inocente; mas el primero es menos temible que el segundo; pues 
si cae en rlste el acusado, quedan tambirln sepultadas en su fondo 
la razún y la  justicia humanas. 

Por fortuna cada dia son menos de temer estos peligros. 
El procedimiento criminal va ganando en energía y eficacia 

cuanto pierde de sn antigua lentitud y complicación. Su publi- 
cidad, lo abundante de las pruebas, el auxilio que la conciencia 
piiblica, S veces desorientada por falta de experiencia, presta S 
los Tribunales en su labor jurídica, el sobreseimiento provisio- 
nal, la  vigilancia del BIinisterio fiscal, atento siempre al cum- 
plimiento de las leyes penales, son parte para que el delito no 
qiiede impune y la sociedad viva tranquila. 

Por último, autoridad puede tener en el presente estado 
de derecho una absoluci6n de la  instancia pronunciada en 29 de 
Noviembre de 1872, trece días antes de publicarse la ley de En- 
juiciamiento del mismo año, que abolió dicha absolución, y vi- 
gente :idemás la Provisiona! de 1870, que tamp'oco la autoriza- 
ba? Ki j d m o  abrir de nuevo este juicio, habiendo pasado vein- 
titrés años desde la comisi6n del delito y estando L punto de 
transcurrir los veinte señalados como mSximun en el Cú¿tigo 
penal para sil prescripción? 

Si, pues, nuestras leyes, el derecho natural y la equidad con- 
denan de consiino la absolución de la instancia, V. S. deber& 
mantener, si llegare el caso, en esa Audiencia, el sohreseimiento 
del Juzgado de Plasemia y acomodar S tal regla su conducta en 
cuantos asuntos B este semejantes la  ley reclame su intervención. 

Esta Fiscalía entiende que, procediendo de tal manera el Mi- 
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nisterio piiblico, cumple con su obligacidn de velar por el pres- 
tigio de las nuevas institiiciones procesales y por los derechos y 
garantias que de ellas se derivan. 

Dios guarde 6, V. S. muchos años. Madrid 3 de Marzo 
de 1892.-Rajkel L7onde y L?~pzce.-Señor Fiscal de la Audien- 
cia de.. . 



CIRCULAR 

El Ministerio fiscal faltarfa al más sagrado de siis deberes si 
no acudiera en defensa de la sociedad, combatida h la sazún poi. 
nuevo genero de enemigos. Son Sstos los que habiendo escrito 
en su bandera la negaci6n de todo gobierno, de toda disciplina 
y de toda propiedad, se asocian con creciente fanatismo para 
lograr fines imposibles por medio de las ruinas y la muerte. Las 
armas que esgrimen en lucha tan insensata son: la  tiranía ejer- 
cida por sus directores sobre entendimientos enfermos; la irres- 
petuosa cuanto fácil explotaci6n para sus miras de la pobreza; 
la proclama amenazadora; el petardo devastador, y ,  por bltimo, 
el asesinato de personas para ellos desconocidas, pacificas é 
inermes. 

No es fácil imaginar delincuencia más monstruosa en  el orden 
jurídico, ni peligro mayor para los ciiidadanos, porque tiende á 
destruir lo que la raz6n y la historia han considerado absoluta- 
niente necesario para la vida de los pueblos; por lo cual el Poder 
piiblico, atento B la protesta de la sociedad alarmada, se preocu- 
pa hace tiempo de estos delitos, y procura extirparlos por medio 
de sus representantes, encargados de administrar la  justicia 

* 
preventiva y !a criminal. 

A1 Ministerio pilblico, poderoso auxiliar de ellas, corresponde 
buena parte en esta obra de defensa, hallándose principalmente 
encargado de perseguir, y sobre todo de calificar, esas transgre- 
siones, en momento oportuno,ante los Tribunales, para que Bstov 
apliquen la peca correspondiente. 

No se oculta á esta Fiscalia lo dificil de tal empresa. La triste 
fecundidad del mal para producir delitos es mayor que la previ- 
si6n de los Códigos penales; debiendose á esto que el de 1870 no 
diera formas precisas á los gravísimos en que voy ocupilndome, 
casi desconocidos en aquella fecha. No se tema por eso que hayan 
de quedar impunes, ni  mucho menos que sea preciso violentar 
la  ley vigente para castigarlos. 

Viniendo lo más grave de este asunto, el disparo de petar- 
dos, bombas 6 mbquinas explosivas, por su naturaleza y efectos, 
se halla incluido entre los más graves delitos de que trata el 
cap. 7.", titulo 13, libro segundo del Cbdigo penal. Lo est4 desde 



luego en estas paltd~rns: ((y eii general, dc cualquier otro ageiite 
6 medio de destrnccióii tan poderoso como los expuestos,» con 
que el art. 572 termina la enumeracióii que de los delitos de in- 
cendio y estrago hace el legislador; y en cuanto la peiialidad, 
de las palabras eincurrir6n ~espectiva~?~e7ttete en las penas de este 
capítulo,> con que el referido articulo empieza, se deüuce lúgi- 
camente que al disparo de petardos corresponde, en virtud de 
diclio respeclo, la sefíalada en el art. 5G1; porque igual B los de- 
litos aquí penados, si no mayor, es el crimen de que voy ha- 
blando. 

En efecto, aparte de otras circunstailcias que concurren en 
el disparo de petardos al uso, es, á, saber: el total desprecio de 
los intereses mhs caros ri los ciudadanos; lo frío y cruel de la 
alevosia; la  falta absoluta de conciencia moral en el agente; la 
iiiquietud y aun el terror que produce en los hal~itantes de una 
población el ignorar el paraje en que puede11 peligrar siis vidas; 
aparte de todo esto, repito, hay 10 imposible de calcult~r en m8s Ú 

eii menos la magnitud del estrago y lo iilevitnble que Bste resulta 
al  consumarse el delito, debidas ambas cosas & la indole especinl 
de ese instrumento de muerte; porqiie ,aglomerhndose toda la 
potencia destructora del petardo en el instante de la explosión, 
no cabe ni  aun la posibilidad de hacerla abortar en su principio 
6 dominarla en cualquier momento de su desarrollo. como ocii- 
rre en otros delitos de estrago. El incendio, por ejemplo, siquie- 
ra sea de un buque fuera del puerto, de un tren de ~iajeros eii 
marcha, Ú de un teatro lleno de gente, de que habla el Código 
penal, puede extinguirse apenas nacido ú despu&s, antes que lo 
devore todo; pero en el disparo de petardos, el mal, por ser todo 
61 instant6ne0, resulta irremediable B imposible de calcular. 

Por consecuencia, el estrago total proporcionado b la energía 
(le1 i~iedio destructor, lo indefinido en el exterminio de personas 
y de cosas, se hallan fatalmente en la intención del autor de 
estos atent~dos. Atendiendo, pues, ti su  elemento moral y psico- 
lógico, deberían calificarse de asesinatos; mas como el delito eri 
cuestión no existe claramente definido, por la razón arriba 
apuntada, en el libro segundo del Código.pena1, V. S., ajustan- 
dose al espiritu de la ley, deberá considerar el disparo de petar- 

jS\I dos incluido en el citado art. 572 y atribuirle la pena señalada 
,+en el 561, salto el pedir la que corresponda. si otro delito más 

grave resultare de este hecho criminal. 
Sirve de fundainento 6 esta doctrina el espiritu que informa 



dicho Código y la jurispriidencia establecida por el Tribunal Su- 
premo, el cual, en sentencia fecha 15 de Diciembre de 1890, es- 
timó comprendido en el art. 572, y por consiguiente reo de es- 

'trago, al qiie coloca un petardo de dinamita entre dos casas, 
produciendo al estallar grande alarma en los moradores y des- 
perfectos importantes de una á oclio pesetas, en los edificios, 
si11 que por esto pueda el liecho calificarse (le falta, porque el 
claño producido por iiicendio constituye siempre delito. 

Respecto al elemento objetivo del que nos ocupa, como la 
circunstancia í'ortuíta de no consumarse el heclio criminal por 
cansas ajenas á la voluntad del agente iio varia su naturalezii. 6 
intrinscca malicia, deber8 aplicarse al delito de estragos frustra- 
do la degradación en la pena correspondiente & la seiialada al 
consumado en el citado art. 561. Apóyasc esto tainbihn en la 
autoridad del Tribunal Supremo. Por sentencia de 27 de Koriem- 
brc de 1879 declaró que la pcrsoiia sorprendida en la escalcra de 
iiria casa ocultando bajo la capa un petardo de dinamita con la 
ineclia encenclicla, que arrojó al suelo al ser perseguida por los 
agent de la  Azitoridad, es responsable del delito de estragos 
friistrado á que alude el art. 572, y no de la  falta mencionada en 
el 587, la cual se refiere a los antiguos petardos, que carecen de 
importancia criminal. 

Por lo que hace B la tentativa consideracla en el disparo de 
petarclos, discurriendo lógicamente, deberin aplicarsele la infc- 
rior en dos grados á la que se atribuye en el art. 561 á las trans- 
gresiones en 61 enunieradas; porque el elemento moral del delito 
es aquí el mismo que en el consumado y en el frustrado. Sin em- 
bargo: razones de equidad, fnndadas en la deficiencia del Código 
relati~amente á este delito, aconsejan que V. S., llegado el caso, 
proponga como pena de esta tentativa la  rebaja correspondiente 

la establecida en el ptrrafo primero del art. 564. 
Para proceder de tal manera, hay además una razón potisima. 

En Diciembre del año próximo pasado, el Fiscal de la  Audiencia 
de Barcelona prepar6 recurso de casación por infracción de ley 
contra la sentencia de la misma, que absolvió B Antonio Forca- 
del1 Cid, procesado por haber sido detenido 8 las once de la no- 
clie en una calle de dicha capital, ocupándosele tres granadas 
llenas de pólvora, dos con espoleta de 25 centímetros de largo, 
y la tercera con pistón. Fundabase ficho Fiscal en que heclio ta l  
debe calificarse de tentativa de estragos, conforme al art. 572, 
en relación con el 563, caso 2." del Código penal; y habiendo 



esta Fiscalia mantenido el recurso ante la Sala segunda del Tri- 
bunal Siipremo, éste acaba de admitirlo, declarando por senten- 
cia fecha 21 del corriente, que el hecho de autos, 6 sea la  tenen- 
cia de petardos, con circunstancias que revelen propósito crimi- 
nal, constituye tentativa de estragos, comprendida en el citado 
art. 572, relacionado con el núm. 1.' del 664 de la ley. Por con- 
siguiente, de hoy mas, doctrina legal es esta, que V. S. debe 
aplicar en cuantos casos de esta índole se le 

Ademhs, contra tan graves delitos hay otro medio de defensa 
mas eficaz sin duda, porque tiende & prevenirlos, llegando hasta 
su verdadero origen. No son individuos aislados, sino sociedades 
secretamente organizadas, quienes mantienen ese foco de ini- 
quidad y de extravío; asociaciones a todas luces ilícitas, com- 
prendidas en el art. 198 del Cúdigo penal, cuyos individuo& in- 
curren en la sanción señalada en el 199 y 200 de la misma ley. 

La denuncia de tales delitos traerá, consigo la disoluciún de 
estas asociaciones, con gran ventaja de la  paz p~lblica y prove- 
cho de los mismos delincuentes. Quizá muchos de esos asociados 
ignoran que el mero hecho de serlo los vuelve feos de delito, y 
de seguro muchos también se  hallan inscritos en sus listas, ce- 
diendo 9. criminales amenazas. Pues para unos y para otros sería 
medicina saludable, 6 el escarmiento en cabeza ajena, 6 el sufrir, 
en su caso, el castigo relativamente leve, contenido en el ya 
citado art. 200; porque con 81 se redimiran A poca costa de iin 
estado de delincuencia habitual, evitandose acaso el siifrir miis 
adelante las grandes expiaciones del C6digo penal. De acuerdo 
V. S. en este punto con la Autoridad civil, principalmente en- 
cargada de l a  justicia preventiva, y coi1 toda la policía judicial, 
no sera dificil lograr que se reduzcan, poco á poco, las filas de 
estos delincuentes fanatizados, devolviéndolos, sin gran violen- 
cia, al seno de la ley y de la sociedad. 

Tampoco es el anterior razonamiento, en cuanto se refiere al 
ar to 198 del Código, lucubraciún más 6 menos acertada de esta 
Fiscalía, sino recta inteligencia de la ley, fundada en solemnes 
declaraciones del Tribunal Supremo. En efecto, habiendo sido 
condenados por la Audiencia de Ronda como autores del delito 
de asociaciún ilícita ciertos procesados, convencidos en ser 
miembros de una sociedad clandestina titulada Pederacidn de 
tra6ajadores, interpusieron recurso de casacidn, alegando ha- 
berse infringido artículos de la Constituci6n del Estado y del 
C6digo penal; y dicho Tribunal, en sentencia de 28 de Enero 
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de 1884, declar6 no haber lugar al recurso, fundando aquhlla en 
elocuentes considerandos, el tercero de los cuales dice así: Con- 
siderando que siendo principios fiindamentales de la asociación 
titulada Pede~ncidlz de t~aóajado~es ,  de que los recurrentes for- 
maban parte, la anarquia y el colectivismo, y proponiéndose 
emprender y sostener la lucha del trabajo contra el capital y de 
los trabajadores contra la burguesia, es indudable que dicha 
asociación, tanto por su objeto como por sus circunstancias. es 
contraria & la  moral píiblica, contradiciendo. como contradice, 
el principio mbs fundamental del orden social, cual es el de la 
Autoridad y la propiedad industrial. 8 

Todavía piiede irse mhs all& en el camino de la represión de 
estos delitos, y hasta ese término debe llegar la justicia social, 
si no ha de incurrir en contratlicción y lamentable desequilibrio 
aplicando el rigor de la ley penal á los pobres de espiritu. aluci: 
n:~dos, mientras se niuestre floja y tolerante con los poderosos; 
que tales son, para el caso, sus inteligentes alucinadores. Porque 
nada mas demoledor y funesto que la inteligencia sin el freno 
de los principios morales; nada, por consiguiente. comparable al  
abuso que de su libertad legal hace la prensa llamada anarquis- 
ta, a cuyo apasionado y sofistico magisterio débese, en gran 
parte, la  conducta criminal de sus adoctrinados. 

En el orden moral tamaña perversión encuentra correctivo y 
pena adeciiados en el anatema de la conciencia piiblica, de la 
cual ha sido eco, en fecha reciente, la terrible aciisaci6n lanzada 
contra esa prensa por un anarquista infortunado desde las gra- 
das del patíbulo. Pero tambikn pueden incurrir fácilmente esos 
periódicos en la responsabilidad jnridica de que habla el art. 582 
rlel C6dig0, provocando directamente a la perpetracibn de esta 
clase de transgresiones, y para que se averigüe si tal provoca- 
ción existe, y, llegado el caso, el delito no quede impune, invo- 
co, y aun exijo, toda la actividad g vigilancia de V. S. 

El criterio referente á esta penalidad lo estableció el Tribunal 
Supremo en sentencia de 4 de Julio de 1885. 

Sentada ya la doctrina, réstame sólo hacer a V. S. ligeras 
indicaciones acerca de sil conducta cn esta clase de procesos. El 
Ministerio fiscal, no sUlo debe fijar oportunamente la noción clara 
y precisa de la responsabilidad del acusado, sino procurar tam- 
bien que el procedimiento criminal no se esterilice por oinisio- 
nes, que si en la generalidad de los casos pueden hallar expli- 
caci6n en las muclias atenciones que pesan sobre los Jueces ins- 



trnctores, no la tendrían nunca en  materia tan grave como la 
presente. 

Siendo las primeras diligencias tan decisivas para el Bxito del 
procedimiento, recomiendo V. S. que cuando tenga noticia de 
algiín delito del genero expresado, se constituya al lado del 
Juez instructor, 6 confiera, caco de impedimerito legítimo, este 
cargo iL uno de sus auxiliares, 5 fin de que la inspecci6n tiel sil- 
mario la ejerza porsonalmente el Miiiisterio fiscal, clontribuyeii- 
do nsi por medio de una acci6n directa y persistente A que se 
utilicen todos los medios de investigación y comprobaci6ii ('el 
delito, y se averigüe si de 81 se desprenden 6 no rainificacioiles 
peligrosas que convenga perseguir. 

Deberá asimismo V. S. darme cuenth por te1t:grafo de ouan- 
tos hechos de esta índole ocurran en e1 territorio (le esa Aurlicn- 
cia, puntualizando las circunstancias inhs salientes, con el objeto 
de que este Centro le comunique las instruccioiies oportunas. No 
es menos imperiosa para V. S , conlo llevo indicado, la  pecesi- 
dad de proceder de acuerdo con las demás Autoridades y f~incio- 
narios de la policía judicial, para que el esfuerzo coiilbn, discre- 
tamente combinado, logre, ora prevenir, ora castigar tan escan- 
dalosos atentados. 

Por lo demás, pareceme inútil excitar el celo, nunca desmen- 
tido, de V. S., en las presentes circunstancias: la gravedad de 
ellas es tal, que á nadie puede ocultarsele. Estamos en el princi- 
pio de la guerra social, cuyo funesto curso es preciso cortar h 
todo trance. Grande honor para el hlinisterio fiscal el que la ley 
le encomiende en primer tkrmino, y ahora mas que nunca, la 110- 
ble empresa de afianzar la tranquilidad pública y contribuir sal- 
var tambikn del peligro que corren al presente la rectitud de la 
conciencia y el prestigio de la civilización. 

Dios ~ u a r d e  á V. S. muchos afios. Madrid 31 de Marzo de 
1892.=Rqfael Co!?l.de y L~zcpzbe.=Sr. Fiscal de la Audiencia de.. . 



Ha llainatlo iit atencihn de esta Fiscalia la fiSecuencia conque 
tlc algun tiempo b esta parte se verifica, con pei.juicio del Esta- 
(lo y del servicio phblico, la interrupci6ii de líneas telegrhíicas, 
debida & la sustraccihn de los hilos 6 B otra clase de daños, así 
como el escaso niímero de procesos incoados para perseguir es- 
tos delitos. 

El artíccilo 275 del Chdigo castiga expresamente con la pena 
dc prisicin correccioiial, en su grado mínimo al medio, A los que 
causaren desperfectos en las líneas telegrlificas 6 interceptasen 
las comunicaciones; pero la circunstancias especiales en cada 
caso, cleterminarhn si el lieclio que se persigue es constitutivo rlc 
una sola infracción 6 si el animo de,lucro constituye, su  vez, 
otra responsabilidad criminal exigible tambiBn B los culpables. 

Bien se le alcan7;a ii esta Fiscaiia que el clespoblado y Iri, no- 
che son circunstancias favorables en esta clase de delitos para 
conseguir la impunidad y burlar fácilmente la ley. Para evitar 
esto en lo posible, debe V. S., por su parte, dar todos los f~ in -  
cionarios del hlinisterio p~iblico, k siis Grdenes, las correspon- 
dientes iiistrucciones a fin de depurar estos hechos punibles, 
poni6ndose al efect:, de acuerdo no s610 con la Guardia civil y 
con los individuos especialmente encargados de la custodia tele- 
grhfica, sino tambien, si fuere preciso, con las Autoridades loca- 
les del punto donde aquellos se verifiquen. 

De la presente comunicaci6n acusar6 V. S. recibo tí esta Fis- 
calía, así como de las medidas que para su cumplimiento haya 
adoptado. 

Dios guarde á V. S. muclios años. Madrid 28 de Marzo de 
1892.=El Fiscal, Rafael Cfo!owde y .Lt6p?ce.=Sr. Fiscal de la Au- 
diencia de.. . 



CIRCULAR 

Previsora la Ley OrgAnica dcl Poder judicial, al ocuparse de 
las vacaciones de los Tribunales, ha  prescrito reglas que armo- 
nizan el interhs del mejor servicio de la  administración de justi- 
cia con el equitativo y reparador descanso de los funcionnrios b 
quienes otoriit este dereclio. Por esto ordena que para la forma- 
cidn de la Sala, turnen todos los Magistrados, cuidando que en 
ningiln caso deje de haber en ella individuos de todas las Salas; 
y aqu8llos & quienes. corresponda constitiiir la de vacaciones, 
pueden permutar con otro de los que no estbn en turno, si lo 
apro6nre la S d a  de 1706ierno. 

dniilogas, pero no idénticas, son las disposiciones sobre el 
disfrute del beneficio por los Fiscales? Tenientes y Abogados 
fiscales respectivos. Vacan tambicin en las Audiencias territoria- 
les y en el Tribunal Supremo, turnando entre sí la mitad de los 
iiltinios, y cuando su nilmero es impar, disfruta 5610 de las va- 
caciones la minorfa; el Fiscal y el Teniente alternan por años, 
y para arreglar los turnos, los Fiscales deben procurar que, en 
cada uno, haya Abogados fiscales que actiien ordinariamente 
en las diferentes clases de asiintos. 

Pero ni la Ley Orgánica, ni su adicional de 1882, ni la Real 
orden-circular de 16 de Junio de 1885, aclaratoria de ambits, 
conceden expresamente b los individuos del Ministerio fiscal la 
facultad de permutar el turno, ni tampoco la de que, una vez 
arregiado éste, en prbctica, y, por consiguiente, en funciones 
aquCl que le corresponda prestar servicio, cese en él por su  pro- 
pia voluntad y personal conveniencia, más 6 menos justificada, 
siquiera en concierto con el sustituto. 

Hay mbs: aun cuando por una interpretacidn extensiva, que 
no autorizan los textos de los articiilos 895, 896 y 898 de la cita- 
da Ley Orgbnica, tan distintos como sobradamente claros, se 
intentara admitir hipotéticamente que los funcionarios del Mi- 
nisterio fiscal pueden permutar el turno como los Magistrados, 
lógico seria establecer l a  hipdtesis, en igualdad de condiciones: 
de donde se sigue que, así como los Magistrados no son libres, 
sino que est9,n sometidos & la aprobación de sil superior inme- 
diato, la  Sala de Gobierno, los Fiscales y Tenientes, estan 9, su 



vez en el deber de hacer en tiempo la propuesta de permuta al 
Jefe comiín de todos, el Fiscal del Tribunal Supremo, y de espe- 
rar su aprobaci6n para realizarla; porque asi lo requiere, no 
s61o el principio de analogia, sino la unidad y dependencia con 
que funciona el Cuerpo fiscal, á la vez que el sentido y alcance 
de lo ordenado por la misma Ley Orgánica en su art. 905, pB- 
rrafo 2.' 

Y visto que por error de concepto se ha ofrecido caso de dis- 
crepancia de este criterio, he considerado oportuno hacer á 
V. S. las precedentes indicaciones, como regla de uniforme con- 
ducta en el asunto. 

Dios guarde á V. S. muchos años. Madrid l l ' d e  Agosto 
de 1892.=El Fiscal, Rafael Conde y Lzcpw.-Sr. Fiscal de la 
Audiencia territorial de.. . 



CONSULTAS ELEVADAS A ESTA FISCALÍA 

Y RESUELTAS POR LA MISMA 

El Fiscal de la Audiencia de Toledo, con fecha 14 de Agosto de Toledo. - 
1891, consulta si el art. 8 . O  de la Ley de amnistía de 20 de Julio Últi- Lcydcamnirtá de z0 

de Julio de i8g1. iuo (1891) imprime 6 no carácter suspensivo 6, los que le preceden, 
6 si hasta que los Ministerios dicten las reglas é instrucciones nece- 
sarias para la aplicación de la amnistía, no puede ejecutarse lo que 
disponen los articulas del 1.0 al 7." inclusive. Caso afirmativo, iqué 
resolución deberá tomarse eu las causas que, por delitos comprendi- 
dos en dicha Ley, se hallen actualmente en tramitación, mientras 
por el Ministerio de Gracia y Justicia no se dicten las reglas é ins- 
trucciones ú. que se refiere el art. 8.O? 

Desde luego puede aplicarse la Ley de amnistía, en los casos en 
que proceda, una vez aceptada la calificación de hechos comprendi- 
dos entre los preceptos de aqublla, y el sobreseimiento habrU de 
pronunciarse con arreglo 610s trimites establecidos en el Cúdigo 
procesal porque se rija la causa. 

14 de Septiembre de 1891. 

El Fiscal de la Audiencia dc Segovia consulta, con fecha 14 de Scgovia. 

Agosto de 1á91, el caso siguiente: el Alcalde de Zarzuela del Pinar Art. 88 dzr Ley de 
26 de Junio de 2890. 

expuso en el sitio de costumbre un edicto para la reunión de la Co- 



misidn del Censo, con objeto de proclamar candidatos y nombrar 
interventores en las últimas elecciones municipales, cuyo edicto 
tenía en blanco el día en que debió celebrarse la reunidn 6 sea el 3 
de Marzo. Se quejaron algunos Concejales al Alcalde el 4, y les con- 
test6 que ya se habían celebrado la proclamacidn de candidatoa y 
designación de interventores; no obstante lo cual, el mismo día 4 
publicó otro edicto fijando el 6 para los mencionados actos. La Co- 
misidn provincial diclaró válidas dichas elecciones, y por tales in- 
formalidades impuso al Alcalde diez pesetas de multa. 

1.' El hecho, jconstituirá el delito del núm 2.' del art. 88 de la 
ley de 26 de Junio de 1890? 

2." La. multa impuesta por la Comisión provincial, iproduce la 
excepción de cosa juzgada? 

En 25 de Agosto de 1891 se le contest6 que pidiera la apertura del 
juicio, porque el hecho constituye el delito comprendido en el nú- 
mero 2.' del art. 88 de la Ley del sufragio, y en caso de que la 
Audiencia acuerde el sobreseimiento, prepare recurso de casación 
por infracción de ley. 

Uher*. - El Fiscal de la Audiencia de Utrera consulta 6 esta Fiscalía, con - 
Ley de zo de Julio fecha 16 de Agosto de 1891, si se aguardan las instrucciones que 

de x8gr. 
indica el art. 8.O de la Ley de amniatia para hacer aplicación de su 
doctrina, 6 en su defecto, por analogía con lo que determina el'pá. 
rrafo final del art. 622 de la Ley de Enjuiciamiento criminal, pide al 
Juzgado que remita el sumario (puesto que se trata de un delito de 
sedición) & los efectos procedentes. 

Se le comunica la contestación dada al Fiscal de la ~udiencia  de 
Toledo. 

14 de Septiembre de 1891. (VBase núm. 1.) 



El Fiscal de la Audiencia de Pinar del ltio (Habana) consulta, Pimr - del Rio. 

con fecha 8 de Julio de 1891, el caso que á continuación se expresa: Art. 64. de la Ley de 
Enjuicinmienro crtmi- 

En causa seguida por asesinato, solicitó para cuatro de los procesa- nni de Cuba y Pucno 
Rico. 

dos la apertura del pi i io  oral, y para los seis restantes el sobre - 
seimiento provisional, fundado en el núm. 2.' del art. 641 de la  Ley 
de Enjuiciamiento criminal.. A dicha petición recayó auto de la  
Audiencia mandando abrir el juicio para todos los procesados, por 
no ser aplicable el núm. 2." del art. 641, y no concebirse el sobre- 
seirniento parcial, sino en el caso tercero de dicho artículo. contra 
dicho auto suplic6 el Fiscal y protestó, para en su caso. La Audien- 
cia no di6 lugar á la súplica, y tuvo por consignada la protesta 
Según el propio Fiscal, de los seis procesados, para quienes pidió el 
sobreseimiento, son cuatro los únicos testigos que pueden dar luz 
en el asunto; y al figurar como procesados, teme que falseen sus 
declaraciones por no declarar con juramento y por presenciar t7do 
el juicio, oyendo las declaraciones de sus correos, y su dicho no ofre- 
cería igual fe. El Fiscal entiende que convendría evitar que vayan 
al juicio como procesados tales cuatro individuos, y no encuentra 
otro medio que el omitir ocuparse de ellos en las conclusiones pro- 
visionales y hacerlos figurar en su lista de testigos. 

Se le contestó que hizo bien al pedir la apertura del juicio para unos 
y el sobreseimiento para otros procesados, y así debe hacerlo siempre 
que, á su juicio, proceda, según el resultado del sumario; que la Au- 
diencia pudo dictar el auto abriendo el juicio aun para aquéllos res- 
pecto de quienes se pidió el sobreseimiento provisional; que si el Mi- 
nisterio Fiscal no solicita pena en su escrito de conclusiones provisio- 
nales, respecto de algunos encausados, puede, por el resultado del 
juicio, reformar aquéllas y acusar solicitando un castigo: que la cir- 
cunstancia de que algunos de los procesados sean los únicos testigos 
no tiene la importancia que supone, y puede demostrarse al Tribunal 
la  part,icipación que han tenido los otros correos; y, por iiltimo, que 
no es aplicable el art. 644 de la Ley de Enjuiciamiento criminal, por 



que el Tribunal resolvió en parte de conformidail con lo pedido por 
el Fiscal, y la  palabra portra, usada en dicho articulo, significn unn 
facultad, y, respecto de su uso, no cabe recurso alguno. 

7 de Agosto de 1891. 

V 
r - 

Vitoril. - El Fiscal de la Audiencia de Victoriti. con~ulta si puede y debc 
Ley Gel Julsdo. oponerse á que sen el Tribunal del durndo el competente para cono- 

cer de la causa que se sigue por los hechos ociirridos coutrn ln per- 
sona del Escmo. Sr. Presidente del Consejo de Ministros, eti aten- 
ción á que el fundnmento de la sentencia pronunciada por este Tri- 
bunal Supremo, y que estnblece diclia competencix. carece Iioy ile 
bnse, puesto que ninguiio de los procesados lia Iierlio uso de la im- 
prenta para realizar tales actos punibles. 

Coiitestación. 
Que haliicndo desaparecido el fundamento de 1% doctrina sentada 

por este Tribunal, no cs competente parn actuar en diclio proceso el 
del Jurado: opinión que debe procurar, por los trámites legnles, que 
prevnlexca. 

14 de Septiembre de 1891. 

Jnén. El Fiscal de la Audiencia de Jaén, con fecha 30 de Septiembre de - 
L~~ de za de Julio 1891, consulta si 10s comprendidos en el núm. 1 .O  del art. 1 . O  de la 

de 1 8 9 ~ .  Ley de amnistía, deben solicitar dentro del plazo de cuatro meses 
que marca el art. 7 . O  de la ley J; el 4.' de las instrucciones comuni- 
cadas por el Escmo. Sr. Ministro dc Gracia y Justicia, la aplicacióii 
de aquella ó puede dictaminar que ss les declare ainnistiados, sin 
que preceda dicha iorinalidad en el trámite de caliEcación. 

Consulta, además, si en dos causas por delitos cometidos por me- 
dio de ln imprenta, incoadas el 25 y 27 de Abril, puede al residen. 
ciado en ambos procesos comprenderle en la ley, 6 ap~oxintnrle (así 
dice) B sus disposiciones . 



Que si ,,, ,LGuuwD ,,,OW,ULUY. ~ g ~ á n  comprendidos en la Ley de 
amnistía, debe pedir desde luego su aplicación, puesto que en el 
c,aso que consulta no es aplicable el art. 7." Y en cuanto al  otro ex- 
tremo de.la consulta, si 108 hechos cometidos por medio de la im- 
prenta fueron realizados despues del 21 de Abril, no cal la 
Ley de amnistía. 

6 de Octiibre de 1891. 

3e, con fe 
de la cal 

L.,. 7 

E1 Fiscal de la Audiencia de Oreni cha 5 de Octubre de Orense. 

ü91, consulta si a1 constituirse fuera iitai, con el Tribunal, Anr. ~ i g - d e  la Ley 
Organic:~ del Podrr 

ara conocer en tina causa, necesita juscincar 10s gastos con arreglo jiidiciai y úr de 1% 

.1 art. 61 de la Ley adicional á la  Orgánica del Poder judicial, ó tie- Adicio"al~ 

ie derecho ti las dietas que se fijan en el art. 819 de la ley sobre or- 
:anización de dicho Poder iudicial. 

Que el art. 61 de la ley adicional no modifica ni deroga el 819 de  
la Orgánica del Poder judicial, y que, por lo tanto, cuando los indi- 
viduos del Ministerio público salgan del punto de su residencia para 
actuar en otras poblaciones con arreglo al art. 9.O de la ley de 14 de 

de 1R82, .erecho á dietas, justificando los gastos, 
aalicen lo 1s previstos en los artículos 303 al 306 de 

la Ley de Enjuiciamiento criminal. 
de Octnl 

Octubre 
cuando rc 
. -  - 

tienen d 
s servicio 

fijarse y 
.. . 

calificaci' 
isa sobre 

N1 Fiscal de la Audiencia de Burgos, con fecha 2 de Octubre de ~ i i i r p r .  - 
isulta ace ón y procedimiento que han de Caiiricacióii en un 

proceso. l'ribiinai 
seguirse choque de trenes entre aquella ornpetcnte. 

capital y Quintan 

~ u l :  cuu irii, ~dvedades propia8 de quien no conoce el sumario g 
sin coartar su discrección para apreciar los hechos y hacer la califi- 
cación, entiende esta Fiscalía, de acuerdo con lo resiielto en caco 
~iuklogo por este Tribunal Su~remu en sentencia de 20 de Septiem- 



bre de 1886, echo pne 
cometidos por xmprudencia puniole; que es inaiierence une sea el u 
Derecho ó el del .lurado el Tribunal que juzgue d' 
quiera que sea, hay que esperar confindamente t 
fallo, y que no puede terminarse el sumario haaur. yurr c.urrii auu 

pletamente curados 1 

10 de Octubre 
todos los 1 
de 1891. 

el asunto, 
in que dic 
..e" .. 

,pues cua 
!te un jusí 
.."+L.. ".... 

i'alenc~a. El Fiscal de la Audiencia de í'alencia, con iecha 16 ae Uctuoi 
t. 355 d-a Ley de de 1891 consulta, con relación á dos causas dimanantes de la6 eiei 
Iluicinmtenro crirnl- 
i ,. 66 de la LC,. de ciones de Diputados á Cortes por Carrión de los Condes, si el art. ( 
1 deJunio de r89o. de la Ley Electoral de 2ti de .Junio de 189J, veda á los Jueces de ini 

trucción retener como cuerpo de delito documentos argüidos d 
falsos; si hay incompatibilidad entre dicho articulo y el 336 de 1 
Ley de Enjuiciamiento criminal, 6 si púeden conciliarse ambos prt 
ceptos. 

itesta que, como el consultr lnocedor 
ch~,,, ,, ,. 4ue ha de formar opinión acertada y justa, y que procea 

de los ht 

con arreglo á derecho: y lo mi 
28 de Octubre de 1891. 

asos anál ogos. 

Habana. - El Fiscal de la Audiencia de la Habana, con fecha %Y de Uctubr 
Sentencias por con- de 1891, consulta si el Tribunal al dictar sentencia por contormida, 
forrnidad de las par 
ter. Declaracihn SO- de las partes, y siendo el procesado mayor de nueve y menor d 
l.-- el discernimienro 

de un procesdo. quince años, tiene que hacer declaración expresa acerca del discer 

nimiento, c puede excusarse de ello en razón á que, no habiéndse 
celebrado juicio oral, no 1ia podido formar conocimiento acerca d 
aquel extremo. 

Se contesta que fué procedente el acuerdo de la Sala. 
24 de Diciembre de 1891. ' 



El Fiscal de la Audiencia de Barcelona, con fecha 21 de Diciem- Barcelona. - 
bre de 1891 consulta si procede el sobreseimiento en causa por inju- Art. 644 de la Ley de 

Enjuiciamiento crinii- 
riav al Delegado de Hacienda de (ierona, cometidas en el periódico ~ U I .  

L n  Lzccha que se publica en dicha capital. 

Que s e g ~ n  el art. 644 de la Ley de Enjuiciamiento criminal, el 
insultante es el que debe decidir. 

XII 

El Fiscal de la Audiencia' de Cáceres consulta, con fecha 3 de Cáceren. - 
Febrero de 1892, si la absolución de l a  instancia verificada en sen- 

Abs.gr~=;$ la 
tencia de 29 de Noviembre de 1872 respecto de unos procesados, pue- 
de considerarse como total, dando efecto retroactivo á disposiciones 
posteriores. 

Se contesta á esta consulta en circular de 3 de Marzo de 1892, 
inserta en la Gaceta del día 5. 

El Fiscal de la Audiencia de Santiago, con fecha 23 de Marzo-:de Santiago. - 
1892, consulta acerca de si los delitos de falsedad electoral son de la Delitos de falcedad 

clecloral. 
co~petencia del Jurado. Tribunal competente. 

Qne al Tribunal del Jurado es á quien corresponde el conoci- 
yiento de los delitos de falsedad electoral que estén comprendidos 
i el art. 4.' de la Ley de 20 Ca Abril de 1888. 

5 de Abril de 1892. 



iilrnresn. - El Fiscal de la .  Audiencia de Manresn, con fec.ha 4 de Abril de 
~ r t . 9 , ~  del Código 1892, consulta si la Circular de 28 de Marzo Último se refiere trim- 

penal. 
bien B los desperfectos en las líneas t,elefbnicns. 

Que la cuestión está resuelta en oma consulta de 16 de Febrero 
de 1891, impresa en la Memoric~ del aüo pyúximi 3 )  

13 de Abril de 1893. 

Biirgos. El Fiscal de la Audiencia de Bnrgos, con feclia 11 de llurzo dr 
Leyes de ?:deAgoaro 1892, consulta si el hecho de haber dictado la Ct>misiÓn provincial u11 
de 1870 Y ' 6  deJimio 

de I S ~ O .  acuerdo fuera de tiempo, es uno de los casos previstos en el ptirra. 
fo 5 O del art. 92 de la Ley de 26 de Junio de 1890, cuya sanción pe- 
nal es aplicable con arreglo al art. 5 . O  de los adicionales il la Ley 
electoral para Senudores. 

Que no es posible aplicar la Ley de 26 de Junio de 1890 al caso de 
que se trata; que la aplicable seria la de 20 de Agosto de 1870; pero 
que ésta no contiene sanción penal para la infracción cometida por 
la Comisión provincia1 de Vizcaya. 

XVI 

Tiiieo. El Fiscal de la Audiencia de Tineo, con fecha 19 de Abril, mani. 
~ ~ t s .  16 6:la~ey del fiesta que en una causa por homicidio se han citado muchos testi - 
J*rsdo Y 745 al 749 de 
IX de Enjuiciamionro gos, y no es posíble que se pueda reunir por lo mismo el Tribunal 

criniinnl de heclio, piiesto que casi todos aquéllos .son Jurados. 

Que aun cuando las dificultades envuelven más bien la necesidad 
de uua re~olución por parte del Poder legislativo, con vista de los 



articuloa 745 iil 719 de la Ley de llnjuicia~niento criminul, pudiera 
someterse la eaiisa al conocimiento del Jurado que se nomhre con 
arreglo nl art. 16 de la Ley de 20 dc Abril de 1888. 

13 de Jiinio de 1892. 

ai r iscal de la Audiencia de Llerena, con feclia 7 de N q o ,  con- Llerena - 
suita el siguiente caso: seguida causa contra Julisn Caballero por Ex-epcioo de cosa 

ju,gad.i. asesinato. el Fiscal pidió en el oportuno periodo el bobreseimiento 
libre, que fué dictado. Cori posterioridad existen nuevos datos.cn 
contra del Suliá~i. gpodrá formiilar querella contra él? ¿Prevalecerá 
1% excepción de cosa juzgada? iPodrií acusar por el delito dc homi- ' 

cidio, puesto que el de asesinato pudie-a considerarse definitiva- 
mente juzgado? Cita en su apoyo la sentencia de cate Trihunal de 28 

, de Jiinio de 1884. 

Que toda vez que el mismo Fiscal pidió el sobreseimiento lihre 
de Jnlián Caballero, esto le ponc á cubierto de todo otro procedi- 
miento por el mismo delito, y, por lo tanto, debe nhstenerse de nueva 
denuncia 6 acusación. 

24 de Mayo de 1892. 

El IJiscal de la Audiencia de Colmenar Viejo, con fecha 4 de ColmenarViejo. 

Mayo, coiisuita si en los delitos eiectorales cahe hoy la simple denun- Ari. coz Zla Ley de 
26 de Jiinio de x8go 

cia ó es menester querella, y si no habiéndose ejercitado ésta y si 
formulado aquélla, ha prescrito el delito ;y es nulo todo lo actuado. 

Que según el art. 102 de la Ley de 26 de Junio de 1800, la acción 
penal que nace de los delitos electorales es pública; que el Fiscal 
denunciante no está obligado 6 formular querella, porque sólo á este 

tremo alude el párrafo último del art. 105; que el siimario apa- 



rece incoado en forma legal, y no ca.be estimar prescrita la acción, 
si la denuncia se presentó dentro de los dos meses que marca dicho 
artículo 102. 

25 de Mayo de 1892. 

XIX 

Burgos. Ei Fiscal de la ~udiencia de Burgos, con fecha 19 de Julio, con- 
~ r t .  912 dCla Ley de sulta qué recursos proceden contra el acuerdo del Tribunal, el cual, 
Enjuiciamiento i:rimi- 

nal. sin 1 ni revocar el auto de terminación de un sumario, auto- 
riza 

:onfirma~ 
al Juez p , .  . ara procesar R un individuo, denunciado como respon- 

sable ae necnos que se supone constituyen delito; si procede la nu- 
lidad, y ésta ha de comprender lo que r lespués para dnr 
origen al recurso de casación en la formn 

se actúe I 

Que la Ley de Enjuiciamiento criminnl no obedece en absoluto al 
sistema acusatorio. Que, por lo tanto, la Audiencia tuvo competen- 
cia para acordar el procesamiento - que nada prejuzga-aunque no 
lo pidiera la acusación, y para ordenar que el Juez de instrucción, 
competente á su vez para ello, dictase el oportuno auto de procesa- 
miento. Que ha hecho bien en protestar. pero que la nulidad no pue- 
de darse en el presente caso, ni mucho menos el quebrantamiento 
de forma, fundado en elnúm. 3.' del art. 912 de la referida Ley pro- 
cesal; y que la declaración de procesado facilitará en su día el recur- 
so en el fondo, si se dictara un sobreseimionto liore improcedente, 
lo que no tendría lugar si no hubiere persona procesada, según la 
jurisprudencia establecida por este Tribunal Supremo. 

6 de Agosto de 1892. 

le Huelva 
le un deli 

Huelva. y, El Fiscal de la Audiencia provincial d , expone que cier- 
Arts. 303hCla L ~ Y  da to sujeto fué denunciado como culpable ( ito electoral come- 

~ & i e n t o c r i m i -  
.-, .. de la ndieiQ- tido en las elecciones municipales de un pueblo de aquella circuns- 

i la Orgánica. 

-.- 
cripción. Formada la oportuna causa. el sujeto en cuestión recibió 
el nombramiento de  Fiscal municipal del mismo pueblo, cargo que 
se haliaba desempeñando cuando el Juez de instrucción le declaró 
procesado y suspenso por virtud del delito y causa referidas. Al 



cimiento de esto el Fiscal de la Audiencia, acudió al Juez :ner cono 
idiendo ri 
¡--:a- .... 

sforma de su auto é interesando que se cumpliera lo esta- 
LGGLUU <;U los artículos 835,836 y 837 de la Ley Orgánica del Poder 
idicial. El Juez lo negó, fundado en que cl hecho lo cometió el pro. 
?sado antes de ser Fiscal municipal y, por tanto, no estácompren- 
ido en la  excepción del párrafo tercero, núm 3 . O .  art. 276 de dicha 
ey: é interpuesta apelación, la Audiencia canfirmó el auto apelado 
or sus fundamentos y por el de que el art. 14 de la  de Enjuicia- 
liento criminal da la competencia, en este caso, á losJueces de ins- 
nucción, entendiéndose por elio derogada en esa parte la Ley 
rgánica. El Fiscal suplicó alegando de nuevo la cita de los artícu- 
1s 835 y siguientes de la repetida Ley Orgánica y añadiendo que, 
:gÚn e1 art 826 de la misma. sólo la Audiencia podía decretar la 
ispensión del Fiscal municipal: mas aquélla negó la  súplica, si 

uien reconoció que era suya la facultad de acordar la suspensión, y 
i efecto la pronunció. Por último; la causa se sobreseyó, y esta re- 
ilución puso término á la cuestión mantenida por el Fiscal. 

En la aiibai iur cueauiva uu pnrLu uu cuuc~pruu equ~vocados, que es 
dispensable rectificar, pues, de lo contrario. conducirían áuna reso- 
ición errónea. 

EL art 8 6 ,  núm. 3.', párrafo tercero de la Ley Orgánica, dispo - 
? que las Salas de lo criminal de las Audiencias conocerán en úni- 
i instancia y en juicio oral y público de las causas que se formcn 
intra Jueces y Fiscales municipales, mas no por toda clase de deli- 

tos, sino tan sólo por los cometidos en el ejercicio de sus funciones. 
A su vez el art 835 de la misma Ley, que el Fiscal cita, dispone 
que á los funcionarios fiscales podrá exigirseles responsabilidad, en 

forma que señala el titulo 5.' para 103 Jueces y Magistrados; y 
te determina que la responsabilidad criminal se exigirá cuando 
ch03 Jueces y Magistrados infrinjan leyes relativas al ejercicio de 
is funciones. Para que tuvieran aplicación, pues, los textos legales 
que se alude sería absolutamente precisa que el Fiscal municipal 
i que se trata, hubiera delinquido en el ejercicio de las funciones 
! este car( ulta precisamente lo contrario, pues el delito 
Irque se 1 e es de carácter común y cometido antes de 
r tal func 
A mayor abundamiento, la legislación vigente en lo tocante á 

competencia para conocer de los delitos que cometen los Jueces y 

:o, y res 
e per~igu 
ionario. 



lGsc 
tícu 
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com 

, nal, 

1 S8: 
'gur 
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Más; aun 
erarse, en 
,te se hall 

r Jueces 
.cional á 1 
nn.. 1- n., 

:ales municipales J de instrucción, se contiene en el ar - 
lo 4.Ode la Ley Adi a Orgknica, que no les atribuye fuero 
:tial alguno, razón A, ,da1 tiene declarado el Tribunal Supre- 
con repetición, qua son competentes 

10 de todas las demás no sometidas e 
las Audiencias de lo criminal de las ,,,,,,,,,,. b.lbUU.blLrL,v- 
donde los delitos se hayan cometido, declarando expresamente 
ogado en esta parte el art. 276 de la Ley sobre organización del 
ler judicial. Asi lo establecen las sentencias de 20 de Octubre d~ 
3,30 de 1 e 1885 y ( 

ida de est ito de In ! 
,ubre de 1 

cuando las Audiencias de lo crimint 
este caso, como Tribunal especial, ci 

i Mnrzo d 
al, y el al 

para cono 
xpresamc 
"non"..&:., 

cer de esr 
:nte á ot 
."" ...-..,.- 

 tras de 1 
Sala terce 

a Sala se. 
ira de de ! 

al hubiert 
3sa que e: 

. - 

tn de con 
nninguni 

a determinado, no por eso sería necesaria la aiitoriza 
ción de la Audiencia para acordar el procesamiento del P 
nicipal, pues esa autorización s610 procede, según el párr: 3 

del art. 303 de la Ley de Enjuiciamiento criminal, cuando ei aeiito 

iscnl inu 
afo cuarti . . .., 

es de aquellos que sólo pueden cometerse por funcionarios público 
sujetos á un fuero superior, mas no cuando se trata de un delito cc 
mún y que se comete antes de ejercer funciones públicas, como as 

nbián lo tiene declarado la I 
to de 26 de Abril de 1887. 

22 de Agosto de 1882. 

Sala terce !ra del Tr ibunal SI ipremo e 

B que resi 
das en la! 
,,, ..A- 

dudas a1 
del Jurac 
.ri Cnrmiili 

Huelva 
- También sugiere mismo Fiscal de Huelva el precetil 

b t  75 dc la L e r  dql art. 75 de la Ley $0, que prescribe que el Presidente ( 
del Jt~rado. 

la Sección de Derecli" .y,,,,ará además en el veredicto las pregui 
tai ilten de las pruebas, aunque no hubieran sido compren. 
di j concl~isiones de la acusación y de la defensa; pues dice 

qho ,u~traria el sistema acusatorio y convierte al Presidente en 

Pa :sada. 

No lo ent,iende así este Centro, pues el párrafo siguiente del cit 
do articulo establece que el Presidente no podrá formular pregunt; 
que tiendan á declarar la culpabilidad del acusado' 6 acusados, p 
delito más grave que el que hubiere sido objeto de la acusación 



. cousigu 
, reduciér 

P 01 

rio 
iente, queda á salvo la integridad del sistema acusato- 
dose todo 6 que el Presidente supla las deficiencias en 

que pucunu incurrir las partes, para facilitar el resultado del juicio 
.es á la conciencia de los Jurados. 
el respeto que el legislador guarda al expre- 

imitacion 
así, y tal . m..- ... 

io poner 1 
Tanto es 

l.. N:"+"-, rv a i m u r j u i a ,  rlurj, ~ r l a  vez pronunciado el veredicto, cualesquiera 
e sean las preguntas que contenga y las contestaciones que del 
cado hayan merecido, la Sección de Derecho no puede condenar, 

,,, hacer uso de la facultad que concede el art. 733 de la Ley de 
nto, por ís grave que el calificado definitiva- juiciamie delito m: 

!nte por e . . -- 1 acusado r, según 1 . ---- terminantemente lo ordena el art. 92 
la de 20 de Abril ae low. 

22 de Agosto dc 1892. 

ai propio Biscal de Buelva nace ooservaciones acerca de l a  inte- i iuelva - 
encia y alcance de estos artículos. E .usa por homicidio Artq. D.', 69 Y 7 2  de 

la Ley del Jurado. 
pida  ante el Tribunal del Jurado, se 5 por el rekultado de 

u una ca 
evidencic 

; pruebas que concurría en favor del procesado la circunstancia 
imente cuarta del art. 8 . O  del Código penal.,El Fiscal consultante, 
mdiendo á que el art. 2." de la Ley del Jurado, ampliado por el 72, 

-'<huye á los Jueces de hecho la declaración de los hechos circuns- 
odificativos absoluta 6 parcialmente de la  penalidad, iciales m 

ciló antes 
.+- "..A "1 

; de decidirse á formular petición concreta; porque ni era 
, jUouu Fiscal, contra lo probado, sostuviera, sin razón ni  con- 
vencimiento, la acusación, sólo para que el Jurado declarase sobre 
hechos que no admitían duda, ni parecía procedente retirar la acusa- 
n'in, pues se privaba al Jurado de la facultad exclusiva de resolver 

erca de la circunstancia de exención; y no existiendo en el juicio 
r Jurados la facultaddiscrecional que confiere al Tribunal de mero 
recho el art. 733 de la Ley de Enjuiciamiento, venía á quedar el 
scal árbitro para dar por terminada la causa. Atento, sin embar- 
, al espíritu de la ley y á la prescripción general del art. 69 de la 
y del Jurado, optó por retirar la acusación. 



Esta dud rala rectitud de intencióny a, que reT . . ..-ad, ha sido resuelta por el Fiscal de Huolva en el iuiico sentidn 
que cabía resolverla. 

El Fiscal, que tiene la reprc I de la  sociedad y de los inte 
reses lesionados por el delito, es mas genuinamente el representant 
de la ley; y en tal sentido, si las pruebas demuestran la inocencí: 
del acusado, puede y debe interponer la acción de su JIinisterio par 
que termine el juicio y cesen, de una vez, los perjuicios que al proce 
sado irroga un procedimiento que ha perdido sti razón de ser. Esa 
es, ciertamente, la funciOn mas honrosa de cuantas el legislador le 
encomienda; y si bien nunca debe proceder de ligero, ni dejarse 
sorprender por artificios ni recursos de defensa, sino, por el contra. 
rio, examinar y aquilatar, tí la  luz.de la sana critica, los elementos 
de prueba que al juicio se liaynn aportarlo, cuando éstos demuestran 
de un modo indiidable que al procesado no le es imputable el hech 
criminal, 6 que está por cualquier causa totalmente exento de res 
ponsabilidad. se halla en el caso, una vez practicadas las pruebas 
de dar por retirada la acusación; especie de humanitario veto que, 
al poner fin al proceso, devuelve la libertad y la honra á un ciuda- 
dano y la felicidad á una familia. 

Cierto que así resulta el Fiscal árbitro del proceso; pero eso e 
precisamente lo que ha querido el legislador, cuando no hay acusz 
dor privado, J esa es, además, la consecuencia lógica del sistem: 
acusatorio en que se inspira In ley procesal. En ello no hay menos- 
cabo para el Jurado, puesto que la ley de su institución prevee y san- 
'ciona el caso en su art. 69; y en los juicios por Jurados, lo mismo 
que en los demás, el Fiscal, sin más jueces que su conciencia y el 
aprecio que de su conducta haga en su día el superior jerarquico. , 

i tiene expedito el camino para todas las iniciativas inherentes á su 

', cargo en cuanto respondan a1 sagrado interés 
! justicia. 

?.-. 22 de Agosto de 1892. 

Llcrenñ. El Fiscal de la suprimida Audiencia de Llerena manifiesta duda8 
4rt. 652 d z a  Ley de acerca de la verdadera inteligencia del art. 652 de la ley de Enjui 
Enjuiciamiento cri- 

minal. ciamiento criminal, y expone que algunos defensores, al evacuar e 
traslado de calificaci6n. se limitan á manifestar que no están confor 
mes con las concliisiones del Ministerio fiscal. De este modo, dice, 



,ante de 1 ?ncuentrs en condiciones de inferiori 
a, pues mientras ei defensor conoce el pensamiento de aquél, el 
scal lo desconoce todo con respecto á la defensa. 

1C1 mencionado art. 652 dispone que en los escritos contestando 
de calificación se consigne en conclusiones numeradas. correlati- 
s á las de la calidcación, si las defensas están 6 no conformes con 
da una de aquéllas, 6, en otro caso. se expresen los puntos de di 
rgencia. 
Es indudable, partiendo del texto de la ley, que los defensores 

que se limitan á manifestar su conformidad 6 disconformidad con 
lvlsconclu~iones de la  acusación, están en su perfecto derecho, por- 
que el precepto legal no les obliga á otra cosa. El Fiscal, en cambio, 
debe formular sas conclusiones y articular sus pruebas en previsión 
de las probables y aun posible8 contingencias del juicio; y, si á pesar 
-'- esto, resulta algo imprevisto, medios tiene para procurar el escla- 

cimiento de la verdad, íinico fin á que ha de encaminar su acción. 
rto, aparte de que. aun cuando el defensor consignase en el escrito 

contestando al de calificación su verdadero pensamiento y la ten- 
dencia de sus pruebas, la situación del Fiscal sería la misma, porque 
'a nada podría hacer hasta que llegaran las sesiones del juicio, 

~nde tiene completa libertad de acción de una manera y de otra. 
La desventaja en 1a.situnción del Fiscal no arranca del texto de 

ley, ni de la manera como los defensores lo interpretan, sino de 
su cualida dde d.mandante. Eso no quita que tal sistema de defensa 
sea poco recomendahle y liasta peligroso en ocasiones para los mis- 
mos procesados, como sucederá en las causas de Jurado; pues de - 
biendo redactarse las preguntas di.1 veredicto con arreglo á las con- 
clusiones de la  acusación y de la defensa, si ésta no las puntualiza, 
no podrán incluirse en dicho veredicto, ni ser contestadas por los 
'-leces de hecho. 

22 de Agosto de 1892. 

El Fisral de la Audiencia de Barcelona hace presente que el de 
la de Gerona le manifiesta en la Memoria que. en cumplimiento del 4 

articulo 15 de la Ley adicional á la Orgánica le dirige, que en aquel 

Rarcelana. - 
irt. 43 de la Ley del 

Jurado. 



Tribunal se aplica el art 43 de la que establece o1 juicio por Jurad 
eligiendo uno por cada causa motivada por delito flagrante, si 111 
al estado de someterse ú juicio, despiiés de haber tenido lugai -. 
alarde del ciiatrimestre; lo cual entiende el referido Fiscal de Gero- 
na qiie no es procedente, y, en su virtud, opina que el mismo Jurado 
designado para el cuatrimestre debe entender en dichos procesnn: 
pues si se elige nuevo Jurado se tien .ón á miiehos indi 
duos que forman parte 6 figuran en la 3 Jurados, ocasioni 
do molestias y gastos. 

El Fiscal de Barcelona, liaciéndose cargo de esa opinión, indica 
que, si bien es sensible que así suceda. entiende, esto no obstante. 
que para dffihss causas es preciso el sorteo de iin Surado especial, 
porque si entendiera el ordinario del cuatrimestre, se privaría á los 
procesados del derecho de recusación con causa, establecido por el 
artículo 44 de la Ley, ya que no podrían asistir al acto del sorteo, por 
n ~onder citarles para el mismo. 

Esta Fiscalía está conforme con la opinión del Fiscal de Barce- 
lona, en apoyo de la  cual se pueden aducir los siguientes funda- 
mentos: 

Las causas por delito flagrante, tina vez 11 L período 
calificación, no se diferencian de las otras sino :on respei 
á aquéllas, se conceden sólo tres días para evacuar los traslados v 

en que el legislador recomienda que se abrevien, en lo posible, 
términos sucesivos. 

El art. 43 de la Ley de 20 de Abril de 1888, dispone que en los 
días 16 de los meses de Diciembre, Abril y Agosto, se hari  un alarde 
general de las causas de cada partido que se hallen en estado de so- 
meterse al Jurado en el cuatrimestre próximo, en cuyo alarde -- 
han de incluir las de delito flagrante, si ocurre en ellas lo previf 
en el párrafo primero del art. 796 de la Ley de Enjuiciamiento c 
minal, esto es, cuando el procesado no se conforma con la pena quv 

se le pide, 6 cuando el Tribunal estima que la solicitada no es la  
procedente, según la  calificación, y sí otra otra major: y a conti- 
nuación dice textualmente el citado art. 43: aEsto no obstante, si 
durante el cuatrimestre IIegara alguna causa al  estado de poder 
verse ante el Jurado, y lns cire26nstancias de la naisrna aconsejrcratt 
au pronta a~astaneimación, podrán los Tribunales acordar lo conve- 

. niente para que se reuna desde luego el Jurado correspondiente al 

t3e 

sto 
:ri- 
,.-e 

dc 
cto 
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partido de donde p un cuando no se haya verificado el alarde 
general. n 

Este precepto no se refiere sólo á las causas por delito flagrante, 
ni otorga en favor de dichas causas excepción alguna. Según las 
palabras de la Ley, entendidas en su recto sentido, las causas por 
delito flagrante que sean de la competencia del Jurado siguen exac- 
tamente la misma tramitación que las demás. Lo que prescribe el 
párrafo transcrito es aplicable tanto á unas como A otra% es decir, 
que bien se trate de un delito flagrante, bien de otro que no tenga ese 
carticter, podrá verse la causa durante un cuatrimestre, aunque no 
haya sido incluídn en el alarde, si las cirncnstancias de la misma lo 
aconsgan; y estas circunstancias pueden ser la  gravedad del delito, 
la alarma producida, loa perjuicios que se irroguen con la dilación 
y hasta la misma cualidad de flagrante que tenga el hecho perse- 
guido, etc., etc. 

No hay, pues, razón alguna para hacer un grupo aparte de las 
causas por delito flagrante y aplicar únicamente á ellas una excep- 
ción que comprende á otras, pero no de una manera absoluta, sino 
bajo la condicional de que concurran circunstancias especiales. 

Dando por sentado lo que a esta Fiscalía parece de todo punto 
indiscutible, que las causas por delito flagrante de la competencia 
del Jurado, iina vez calificadas, siguen la misma marcha que las 
demás, resta examinar el segundo término de la cuestión que viene 
formulada, ó sea, si cuando comenzado un cuatrimestre, una causa 
de las que la Ley atribuye al conocimiento de los Jueces de hecho, 
sea 6 no por delito flagrante, se pone en estado de ser vista, y cir- 
cunstancias especiales aconsejan que se vea desde luego, se ha de 
verificar nuevo sorto+o de Jurados ó han de conocer de ella los que 
ya se encuentran funcionando. 

Tampoco esto ofrece dificultad. La competencia del Jurado no 
se determina ic posterioui', sino previos los trámites que la ley mar- 
ca. Los Jurados que se hallan funcionando durante un cuatrimestre 
han sido designados por la suerte para conocer de determinadas 
causas; y si después se presenta otra nueva, es evidente que necz- 
sita también nueva designación de Jueces, y lo contrario daría lugar 
á nulidad por falta de competencia. Con esta interpretación lógica y 
racional, queda expedito el derecho del procesado para hacer en 
tiempo y forma las recusaciones que juzgue procedentes. 

Así lo demuestra, sin género de duda, lo que prescribe el art. 54 
de la citada Ley al mandar que el sorteo de Jurados se liará después 
de verificado el alarde, ó en el caso del párrafo segundo del art%crclo an- 



rior; es decir, en el de que la crtusa no se haya incluído en el alarc 
haya de verse, sin embargo, por circunstancias especiales, d 

. a t e  el cuatrimestre; pues aun cuando el pCrafo que esto dispoi 
no sea en rigor el segundo, sino el tercero. hay fundado motivo pa 
creer que esa cita está equivocada, ya que si se refiriera nl párra 
segundo, que se limita á ordenar que las causas por delito flagran 
se incluyan en el alarde como las demás, carecería por completo I 
sentido, cosa que no es lícito suponer en ningún precepto legal. 

Recienfemente se ha sometido este caso U la resolución del Ti 
bunal Supremo, que no ha podido fijar doctrina acerca del partic 
lar: por que, acordado por la Audiencia de Zaragoza que una caui 
en que se solicitaba para el procesado la pena de muerte, y que r 
había sido incluida en el alarde, se sometiera al Jurado que ven 
funcionando en el cuatrimestre, esa resolución qucdó ejecutoria( 
por consentimiento de las partes, que no reclamaron ni protestaron 
en tiempo oportuno. siendo por lo mismo ineficaz el recurso de c 
saci6n por quebrantamiento de forma que interpuso la defensa d 
procesado. (Sentencia de 12 de Julio Ultimo.) 

22 de Agosto de 1892. 

XXV 

Altea. En causa de la competencia del Jurado, comunicada á la defenr 
Art. 35 dela  Ley del de un procesado, & los efectos del art 35 de la Ley de aplicación, i 

Jurado. 
abstuvo de producir el escrito de conclusiones, proponiendo artícu 
de previo pronunciamiento, alegando la excepci6n de anznistía; cu: 
cuestión fué denegada por improcedente; y comunicada de nuevo al 
mismo por término de tres días la causa para el objeto ordenado 
en el art. 649 de la Ley de Enjuiciamiento criminal, reprodujo, como 
medio de defensa, la referida cuestidn previa desestimada, usando 
para ello de la permisiin del art. 678 de la misma. Creado tal esta- 
do de cosas, se consulta si puede ante los Jueces de hecho involu- 
crarse esa excepción con lo que les estb Únicamente sometido, sien- 
do así que la prueba testifical, y aun la documental, que produzcan 
las partes en el caso de referencia, es común para la apreciación del 
artículo y de la culpabilidad del procesado, con el peligro de qiTn 
esa involucración influya en los Jueces de hecho para que aprecil 
una inculpabiiidad indebida; y qué medio legal existe para evit 
semejantes consecuencias. 

2*4 
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notoria ti 
di5cultaj 
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*ecedente consulta; pero su reso- 
:dose bien definida en la Ley del 

Determinase en su art. 41 que si en las causas de la  competen- 
cia de este, se formulasen articulas de previo pronunciamiento, se 
estará á lo prevenido en el título 2.0, libro 3 O de la Ley de Enjuicia- 
miento criminal: de donde resulta que lo que Bsta establece para las 
causas que se sustancian en juicio oral es lo mismo aplicable, sin 
distinción, para las del Jurado: que las partes, en uno y en otro, 
pueden reproducir, como medios de defensa, las cuestiones previas 
que se hubiesen desestimado, excepto 1s de declinatoria, y evidente 
es que tales medios de defensa no pueden coartarse, por mas que 
deban someterse ií las reglas de su pvopia naturaleza y alcance, para 
acomodarlos, en el procedimiento p en la resolución, á lo.que la 
Ley especial, sabiamente previsora, tiene declarado, según los 

De aquí que como la prueba se propone en el escrito de conclu- 
siones y ha dc recibirse, una vez admitida, naturalmente ante el Tri 
bunal de Jurado, porque no son se1 n este punto por ningn- 
n.a disposición de la Ley los trámitt 

,arables e 
:S de dich 

hay inconveniente alguno legal en que, conjuntamente conlo relati- 
vo á la verificación del hecho, 6 sus circunstancias modScativas y 
á la culpabilid~d del procesado, se practique lo que conduzca á pro- 
bar la excepción de nmnistia; porque en este período nada, absolu- 
tamente mdda tienen que hacer los Jueces de hecho, sino presenciar 
las diligencias e i r  preparando su juicio para cuando hayan de pro- 
nunciar su veredicto, en lo que se les sonieta conzo de suprivati*'a coin- 
peteneen. 

Ahora bien; concluido, en su caso, el resumen 6 que se refiere el 
artículo 68 de la Ley especial, el Presidente, de acuerdo con lo que 
dispone el 70, debo formular las preguntas que el Jurado haya de 
contestar, con arreglo 4 las conclusiones definitivas de la acusación 
g de la defensa; g aquí es donde lo que parece involucración, según 
la consulta, deja de serlo, por el perfecto deslinde que marca el ar- 
tículo 72. Porque en su párraio final dice: aque si en cualquier deli- 
to rj circunstancias del mismo se contuviese algún coizcepto cxclzisi- 
vamente juridico que pueda apreciarse independientemente de los 
elementos materiales ó morales constitutivos del delito 6 de sus 
circunstancias, no se formular¿¿ sobre é l  pregunta alguna, RESIRVÁN- 

DÓSE BU APRECIACI~N A LA SECCI~N DE DERECHO. 
El concepto de ia ainnistia, no es de hecho, Sino evidentemente 
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cesario comparar unas y otras, así como todas, con el delito que se 
suponga amnistiado; todo lo que envuelve el conocimiento y la apli- 
cación del derecho, ajenos al límite de la competencia que el citado 
articulo 72 asigna, en su primera parte, á los Jurados. 

Por consiguiente; si en las conclusiones definitivas de la defensa 
se insiste por ésta en la excepción de amnistta, para obtener, por sus 
mbritos, la absolución del acusado, no habrá de hacerse pregunta 
alguna sobre tal extremo á los Jurados, acordándose entonces por 
la Sección de Derecho reservarse su apreciición, la que Iinrá en la 
sentencia, con los efectos legales z í  ella consiguientes. 

22 de Agosto de 1892. 

Y XVI 

Alcnirir. - 
Art. 794 de I i  I,eg 

Enjuicinmiento 
criminal. 

Enti e las reglas del procedimiento especial en los casos de fla- 
de grante delito, dispone el art. 794 de la Ley de Enjuiciamiento, que 

twmilzado el sumario y remitido éste al Tribunal competente, se pn- 
sará sucesivamente á las partes, empezando por el Ministerio fiscal, 
por término de tres dias, para que hagan la calificación del delito; y 
se consulta si el Fiscal podri pedir la revocación del auto de termi - 
nación del sumario y la prictica de alguna diligeucin que considere 
precisa para calificar con acierto. 

Verdad es que hay algunas divergencias entre el procedimiento 
marcado, como regla general, por la expresada Ley ensus artículos 
627 al 633 y en el 649, con el referente 6 los casos á que la consulta 
se contrae; divergencias que arrancan de la naturaleza delas cosas y, 
por consiguiente, de la excepción que constituye el indicado proce- 
dimiento especial. informado en 13s propósitos de la celeridad 
que demanda la simplificación de trámites 6 actuaciones, para iio 
dilatar el castigo de los que resulten confeso8 6 convictos. 

Pero no es menos cierto que esos propósitos están subordinados, 
como deben estarlo, al fin primordial de todo sumario, que la propia 
ley manifiesta diciendo que lo constituyen las actuaciones encami- 
nadas á preparar el juicio y practicadas para averiguar y hacer 
constsr la perpetración de los delitos, con todns las cirnsastnlicins 
qtteptedan influir e n  stc aalificnciú?~, y la culpabilidad de los cleliiicueii- 



tos, como también sus responsabilidades pecuniarias (art. 292): por 
cuya razón, consecuente el leqislador con este fin, anterior y supe- 
rior al de la celeridad, si bien ordena fart. 793) que el Juez instruo- 
tor procurar& dar por termbaado el sumario dentro de los oclio días si- 
guientes á su primera diligencia, esto es cuando no haya necesidad 
de aguardar él resultado de alguna lesión 6 diligencia eselaciul. 

I,o que hay que ver por el Fiscal, para pedir la revocación del 
auto de lerminaoión del sumario, ;y después por la  Audiencia para 
acordarla, es si la diligencia que falte es esencial verdaderamente 
6 los indicados objetos. Si es necesaria, y, por consiguiente, esen- 
cial, su omisión acusa que no está terminado el szimario y, por 
cnd.e, que no concurre la exigencia expresamente establecida por el 
artículo 704 para que pueda hacerse la calificación del delito, y en- 
tonces, la subsanación del defecto se impone por ministerio de la 
ley, que, ante todo y sobre todo, requiere que el juicio esté en con- 
diciones de que resplandezca la verdad, como factor indispensable 
de la justicia. 

Ahora bien; así como el Tribunal debe examinar cuidadosamente 
los motivos de cualquiera ot1.a dilación para corregir disciplinaria- 
mente al Juez instructor que incurra en ella, sin excusa justificada, 
(articulo 793), el Fiscal, por su parte, habrá de abstenerse de hacer 
nada que le constituya solidario de esta responsabilidad, tanto más 
exigible, cuanto que, por los medios de inspección del sumario que 
la ley pone su alcance, si los utiliza á tiempo, como es de su deber, 
podrá evitarla. 

En su consecuencia, y con arreglo á estas instrucciones, podrá 
pedir el Fiscal la revocación del auto de terminación del sumario, y 
si se denegare, formular el recurso de súplica, á fin de que se deje sin 
efecto la resolución del Tribunal mandando comunicar la causa, sin 
la instrc~ccidn debida, para la calificaciún del delito. 

22 de Agosto de 1892. 

Indicase que no siempre puede darse cumplimiento al art. 69 de Oviedo. - 
la Ley del Jurado, porque á ello se opone el segundo pdrrafo de1 103 Art.6gyro~drInLey 

del Jurado 
ae la misma, en consonancia con el 680 de la de Enjuiciamiento; y y 680 dc la L~,. de 

Enjuicinniiento 
se consulta si habría medio legal para cumplir dicho artículo, 6 si, cr in i~ns l .  

en otro caso, habr4 de esperarse tí la reforma, en este punto, de la ley 
especial. - 

Y 
9 8 

8 
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Según ésta, cuando las partes acusadoras, en vista del resultado 
de las pruebas, soliciten la absolución completa de los procesados, 
el Presidente preguntar5 en alta voz ai algu~ia de los presentes man. 
tiene la acusación. Caso negativo, los Jueces de dereclio dictarán, 
sín mas trámites, auto de sohreseimiento libre por falta de acusa- 
ci6n. Pero si alguna persona con capacidad legal suficiente manifes. 
tase que liace suya la acusación, será tenido por parte como tal 
acusador, si además estuviese dispuesta á sostencv en el acto su aeusa- 
ción, bien por si mismo si fuese Letrado, bien valióndoae de uno que 
lo sea, y se co7zfinunr6 en todo caso el juicio sin interrtbpciónni retro- 
ceso, sin perjuicio de formalizar luego la representaCiÓn de esta parte 
para los trámites ulteriores del procedimiento. 

No 86 ve armonía por el consultante entre este precepto y el de 
la misma Ley del .Turado, que si bien establece que sean públicas 
todas las sesiones, exceptúa las que, :i juicio de los Jueces de dere- 
cho, deban ser secretas por razones de píiblica, moralidad, ó por res- 
peto á la persona ofendida 6 á su familia; y arguye que en este caso, 
celebrdndose & puerta cerrada, aun cuando las partes acusadoras 
retiren la acusación, el Presidente no podrá hacer la pregunta que 
autoriza el nrt. 69, por no liaber presente, en obediencia a1 art. 681 
de la de Enjuiciamiento, otras personas que las lesionadas por el 
delito, los procesados, el actor civil y los respectivos defensoi'es; 
deduciendo que la Ley excluye de la facultad de sostener la acusa- 
ción, una vez retirada por los acusadores natos, aquellas causas cuya 
vista se celebra 5 puerta cerrada; porque, de 10 contrario, ó se infrin- 
giría la medida del secreto que arranca de elevadas consideraciones, 
permitiendo que siempre y en todo caso hubiera personas extrañas 
que presenciaran los debates, ó no habría términos hábiles para que 
alguna se decidiese á ejercitar el indicado derecho. 

Hay, 5 juicio de esta Fiscalía, envueltas en la cuesti611, dos con 
sideraciones de altísima importancia, que, aun cuando, á primera 
vista, se repelen, podrían conciüarse, sin menoscabo de la ley, y 
antes por el contrario, estan en perfecto acuerdo con su espíritu y 
propósito; esas consideraciones son: la amplitud que al sistema acu- 
satorio se viene dando desde la Ley vigente de Enjuiciamiento cri- 
minal, amplitud que es la razón fundamental que informa el art. 69 
de la Ley del Jurado, y la conveniencia, que no altera ni vicia dicho 
sistema, de que las sesiones se verifiquen en determinados casos, 
sin la publicidad que constituye otra de las exigencias del progreso 
moderno. 

Para que el sistema acusatorio se pudiera considerar restringido, 



sería preciso alguna disposición expresa y concreta de la Ley; liar- 
que de no existir, esa es la nota dominante del actual modo de enjui- 
ciar. que no admite modificación por meros subterfugios 6 pretex- 
tos; y tal concepto merecen las indicaciones del consultante, que 6610 
se limitan á u n  detalle de forma, siquiera ésta trascienda á la publi- 
cidad de los debates; en una palabra, que la  sesión sea secreta, no 
quiere decir que por esto sólo. por su propia y única eficacia, vaya 
6 quedar sobreseída libremente una causa por falta de acusación, si 
hubiere quien estuviese dispuesto ti sostenerla en el acto, sin interrr~p- 
cicín, ~ z i  retroceso en el jqricio. 

Para llegar 5 este fin, que es el que expresctmente marca la Ley, 
no habría inconveniente en que, tan pronto como las partes acusa- 
doras, en vista del resultado de las pruebas, soliciten la absolución 
completa de los procesados, el Presidente mandará penetrar en el 
local al público para hacer la pregunta de si alguno de los presentes 
mantenía la acusación, y proceder, en su caso, conforme á lo que la 
misma Ley previene. lJorque ésta, lo que evidentemente quiere es 
quese agoten todos los medios, antes de que un delito quede impu- 
ne por faita de la acusación, que tan indispensable es en el actual 
orden del procedimiento. Y ese fin se realiza por el modo indicado, 
manteniendo, & la vez, el secreto de las sesiones, puesto que, hecho 
publico que hay quien sostiene la acusación, volverían á continuar 
aquéliris en la misma forma secreta en que Iiubiesen comenzado. 

Todo, menos sacrificar á lo secundario, lo primario; al secreto, 
el principio fundamental del sistema, máxime cuando la luy no se 
detiene á interrogar al  nuevo acusador sobre la forma en que se 
haya enterado del proceso, y, por consiguiente, del delito, de sus 
circunstancias y persona 6 personas responsables; conocimiento que 
puede muy bien haber adquirido, sin necesidad absoluta de estar 
presente á la sesión sobre el recibimiento de prueba; y claro es que 
si en desfavorables condiciones puede suponérsele para ejercitar su 
derecho, desde el momento en que quiera ejercitarlo, nadie estíi 
autorizado para medir su aptitud, ni  menos para hacer prejuicios 
sobre el éxito. Aparte de que, aun cuando las sesiones hubieran 
sido públicas y las hubiese presenciado, no serían mejores sus con. 
diciones: supuesto que la Ley no le autoriza para retroceder en el 
juicio, ni hacer, en su virtud, nuevas pruebas, teniendo que estar 
y pasar por las ya hechas, sin su intervención, después de haber- 
las estimado ineficaces para acusar, no sólo el Ministerio público, 
sino hasta un acusador privado, en quien. por su evidente interés, 
no siempre domina el espíritu de imparcialidad y de justicia; todo 



lo cual demuestra que puede y debe tener siempre aplicación lo 
dispuesto en el art. ti9 de la Ley del Jurado. 

Y si el Presidente no hiciese la oportuna pregunta, el Ministerio 
fiscal, como celoso defensor de la integridad de la  acción popular, 
debe requerirle en forma respetuosa para que lo verifique. 

22 de Agosto de 1892. 

XXVIII 

Salaninaicn - Consignando el art 7.' del Código civil que si en las leyes se 
Art 7 "  del C j d i ~ o  habla de meses, días ó noclics, se entenderá que los meses son de 

C I I L I  
treinta días, los días de veinticuatro lloras y las noc1ic.s desdc que 
se pone hasta que sale el sol. ilas liquidaciones de condena deberin 
lincerse B razón de treinta día9 por mes ó por meses naturales? 

El precepto de la disposición legal que motiva la consulta, es de 
carácter general; y si z i  esto se agrega que au aplicación fi las con- 
deiias resulta favorable i los sentenciados no cabe dudar que por 
virtud de lo en él dispuesto, al hacerse la liquidación de aqukllas 
deberán contarse los meses de treinta días J.  losdías de veinticuatro 
lloras. 

22 de Agosto de 1892. 

Benavente. El art. 37 de la Ley del Jurado ordena que en las causas que 
Art. 655 dcla  ~ e y  cle sean de la competencia de dicho Tribunal, ya se celebre el juicio 
Enjuiciamiento crimi. 
nai y 37 de del JU. ante el de Dereclio. por limitarse á Ia prueba y á la discusión de los 

radn. puntos relativos & laresponsabilidad civil, ya conozcade ellas el 
Tribunal popular: y los procesados no se conformasen con la pena 
correccional contra ellos pedida por la parteacusadora, 6 sus Letra- 
dos conceptuasen necesaria la continuación del juicio, si no se hu - 
biese pri puesto [ or alguno de los encausados la prueba en el escrito 
de calificación, se mandará Ilor la Audiencia que la presente en el 
término de segundo día. 

Aliora bien: si las causas no son de la competencia del Tribunal 
del Jurado, J o-urce que el defensor se conforma con la pena co- 
rreccion:il pidida contra su patrocinado, y éste no se allana á ello, Ó 



aquél conceptúa necesario que continúe el juicio, ipodr& el procesa- 
do formular prueba después del escrito de caliíicación en que su de - 
fen! Iectos establecidos en el art. 655 de la Ley de Enjui- 
cia~ iminal, se conformó con la pena pedida? 

Al conformarse el Letr'ado defensor con la  pena correccional pe- 
a para su defendido, puede ocurrir, que diclio Abogado obre con ala 

arr 
de 

eglo á las inslruccionee que tenga de su cliente, 6 que prescinda 
ellas. Cualquiera que sea el motivo, esta Fiscalía tiene dicho haya 

tiempo, que como el procesado puede cambiar de opinión en el pri- 
mer caso, y no es justo desoirle en el segundo, hay que atender, no ' 
á la opinión del Letrado, sino $la del defendido, que al fin y al cabo 
éste es el que ha de suirir personalmente las consecuencias de su 
conformidad 6 disconformidad 

Si después de la conforlnid irndn 6 no) del defensor, se 
--..laidera que yn estft el traslado evacuado y que no pueden formu- 

ad (autor 

,se pruebas, queda el proces ado renln 
S, demos. 

lente indi 
trado por 

sienso, y el interés 
la Ley y el de los Tribunale la práctica, estriba 

,, que se den garantías al acusado y se exclarexcan los Iieclios pro- 
cea todos los medios probatorios que el Tribunal considere iales, por 

Pel á tal objeto. 
Nada ~ iay  en l a  Ley procesal que realmente se oponga á este cri- 
*io; pero 6 mayor abundamiento, si la duda pudiera ofrecerse en 
itrario, y no se tuviera en cuenta qu% lo favorable debe ampliarse 

rtinentes 
.. - - 

ter 
COI 

aie -.-mpre, y toda duda en materia penal lia de resolverse en pro del 
reo, no se puede desconocer que la Ley del Jurado no es solamente 
una ley especial, que si lo es en cuanto dicta reglas respecto del 
juicio ante él, es una ley complementaria, aclaratoria y aun deroga- 
toria de la de Enjuiciamiento criminal, y, por lo tanto, constituyen, 
do ambas un Código de procedimiento en la materia, la expresa dis- 
posición legal vendría á resolver con acierto y con alto espíritu de 
equidad y de justicia, que en todos los casos, y ante los Tribunales 
de derecho y del Jurado, se podrá formular prueba por el procexado 
6 procesados, aun después de que sus defensores se hayan allanado 
á la acusación de carácter correccional, y siempre que el juicio deba 
continuar conforme á la Ley. 

22 de Agosto de 1892. 



Snlamnncr. Cuando en una causa por delito de la competencia de los Tribii- 
:\rt 733 d l a  1 . c ~  de nales de Derecho en juicio oral y público, aquéllos, juzgando por el 
Enjuictiiniierito crimi- ..I y bj de del Ju- resultado de las pruebas, entendieran que el hecho justiciable habia 

rado. sido calificado con manifiesto error, y haciendo uso de la facultad 
que les concede el art. 733 de la Ley de Enjuiciamiento criminal, 
propusieren d las partes, para discutir, una calificación de las que 
determinan la competencia del Jurado, i,deberá el juicio continuar 
ante el Tribunal do derecho, ó, por el contrario, dejarse sin efecto, 
siispendiéndose el proceso para incliiirlo en el alarde de los que se 
han de ver y sentenciar en la siguiente reunión dB1 Jurado? 

Informadas nuestras vigentes leyes procesales en el sistema acu- 
satorio, se ha tomado como base de competencia, en primer térmi- 
no, las conclusiones provisionales y definitivas de la acusación, y 
en segundo, la sumisión expresa de los acusados. Así, cuando un 
proceso, por razón de su calificación provisional, está sometido á 
los Tribunales de Dereck), si las partes acusadoras, por el resultado 
de las pruelias, modifican sus conclusiones, c~lificando el hecho pro- 
cesal como delito de los sometidos por la Ley al conocimiento rlel 
Jurado, si el procesado Ó procesados se someten nl Tribunal de De- 
recho, el juicio continfia ante éste; pero en el caso contrario, queda 
sin efecto, pasando al conocimiento del Jurado, con lo que ningún 
conflicto procesal se crea, aparte de la dilación aceptada por 106 reos, 
toda Tez que el nuevo juicio se celebrará sobre la base de una acu- 
sación que mantiene determinada calificación jurídica de los  hecho^ 
procesales. 

Este caso, que es el que mayor parecido presenta con el eonaul- 
tado, no puede, ni mucho menos, estimarse de andogia á 10s efectos 
de resolver éste, Iiaciendo aplicación del párrafo último del art. 65 
de la Leg del Jurado, puesto que, en el segundo, no hay acusación en 
que poder fundar la competencia: la tésis puesta á discusión por la 
presidencia del Tribunal de Derecho, por sí sola, no imprime al juicio 
carácter de ningún género, y aun en ocasiones resultaría ineficaz, 
por cuanto después de discutida por las partes puede ser abandona- 
da por el Tribunal, no siendo estimada en la sentencia. 



Podrá, sin embargo, acontecer algunas veces, que al Iiacerse uso 
por el Tribunal de la  facultad que le concede el art. 733 de la  Ley de 
Enjuiciamiento criminal, el Ministerio fiscal 6 querellante psrticu- 
lar, si le Iiubiere, hiciesen suya la tesis propuesta, en cuyo caso, exis- 
tiendo acusación, vendrían & cumplirse los términos del art. 65 de la 
Ley del Jurado y á ser aplicable para la solución del conflicto. Pero 
cuando las partes acusadoras,lejos dc aceptar la calificaciónpropues- 
ta, mantienen las suyas, no cabe decisión alguna que altere la compe- 
tenciadel Tribunal que debe juzgar, porque el juicio, en realidad, 
no sufre variación en su esencia, en cuanto versa y sigue versando 
sobre los hechos calificados y con el concepto jurídico que se les 
di6 en la calificación, único estable y fundamental. 

La facultad del art. 733 de la Ley de Enjuiciamiento criminal, 
por el contrario, es de carácter contingente, nada tiene de funda- 
mental en orden al procedimiento, puesto quo después de usada 
puede resultar ineficaz, y ademós no crea estado ni establece prejui- 
cio, según claramente lo demuestra la fórmula en la misma Ley 
determinada para hacer uso de ella; y, por lo tanto, en lo contin- 
gente, eventual y transitorio, puesto que ningún prejuicio establece. 
no puede fundarse lo competencia de Tribunal alguno. 

Si la tesis que pudiera proponer á discusión el Tribunal de dere- 
cho, envolviese un concepto jurídico de los liec11os procesales, deter- 
minante, en su caso, de la  competenciadel Jurado, esto no obstante, 
deberá continuar el juicio ante el Tribunal de Derecho,por las razo- 
nes antedichas; pero cuiilando el Ministerio fiscal, siempre que no 
acepte 1s tesis propuesta. y esta prevnleciere en la sentencia. de pre- 
parar 6 interponer, ineludiblemente, los correspondientes recarsos 
de casación por infraccidn de ley g quebrantamiento de forma, según 
los casos, fundados respectivamonte en cl niim. 3." del art. 840 
y 3 . O  también del 912 de la Ley de Enjuiciamiento criminal. 
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